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La presente obra tiene el propósito de ser un referente para llevar a cabo estudios re-
gionales, en este caso, temas que tienen que ver con políticas públicas, derechos hu-
manos y sustentabilidad. Así mismo, para el fortalecimiento de los estudiantes, egresa-
dos y académicos del Doctorado en Estudios Regionales de la Universidad Autónoma 
de Chiapas a través del desarrollo de investigaciones en este campo del conocimien-
to. En esta tesitura, se presentan siete capítulos: Capitulo I. Resiliencia comunitaria 
ante desastres hidrometeorológicos; en el cual se hace un análisis a través de una 
revisión bibliográfica exhaustiva desde el punto de vista científico regional, donde se 
justifica el valor de la “microrregión Potinaspak” como área de análisis, utilizando para 
ello diversas posiciones teóricas, conceptuales, como es la resiliencia comunitaria, la 
sostenibilidad, la política de protección civil y la gestión integral de riesgos. Capítulo 
II. El campo de los Estudios Regionales inserto en las Ciencias Sociales; en este se-
gundo capítulo, se muestra un panorama sobre el método de despliegue en el campo 
de la investigación en ciencias sociales, en donde se analizan y se dan a conocer los 
debates teóricos y conceptuales que lo componen, así como el contraste y diversidad 
de teorías que pueden encontrarse para discusiones desde diferentes disciplinas y 
una amplia variedad de perspectivas sobre este campo del conocimiento. Así mismo, 
se hace una breve aproximación al enfoque disidente en las ciencias sociales para 
identificar las diversas posiciones ontológicas, epistemológicas y metodológicas que 
lo constituyen. Capítulo III. Políticas públicas enfocadas a mujeres indígenas artesa-
nas: San Cristóbal de Las Casas Chiapas, México. En el tercer capítulo, se presentan 
los resultados de un estudio de corte cualitativo realizado con mujeres indígenas ar-
tesanas de los Altos de Chiapas, en el cual se muestran la percepción que tienen las 
mujeres indígenas sobre las políticas públicas implementadas en la región dirigidas 
a ellas y al fomento de las artesanías; para ello se aplicaron veinte entrevistas a pro-
fundidad a indígenas tseltales y tsotsiles, bordadoras y tejedoras originarias de nue-
ve municipios, con la finalidad de construir narrativas biográficas e historias de vida, 
para su análisis. Capítulo IV. Intersecciones para construir políticas públicas dirigidas 
a las jóvenes mujeres indígenas migrantes. El propósito de este capítulo es examinar 
políticas públicas específicas en materia de trabajo doméstico en el ámbito nacional 
desde una visión transversal e interseccional. Para ello, se presentan los resultados de 
un estudio realizado en mujeres indígenas migrante con situaciones económicas pre-
carias, y además son trabajadoras del hogar; las cuales encuentran en su historia tres 
momentos de cambio que deben ser considerados. Vivir en el propio pueblo, migrar, 
afiliarse a sindicatos, todo apunta a una encrucijada donde, analizadas con el enfoque 
adecuado, se pueden visibilizar y dignificar necesidades, vulnerabilidades y discrimi-
naciones, y sugerir tácticas que aseguren una vida digna. Capítulo V. Configuración 

Introducción
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regional de las pesquerías en Tonalá, Chiapas. Retos y oportunidades en el contexto 
de la globalización. En este quinto capítulo se presenta los elementos a considerar 
para la realización de estudios relacionados con la pesca artesanal, en este caso en 
particular, en la zona pesquera de La Joya, municipio de Tonalá, Chiapas. Vinculan-
do las preocupaciones ambientales con los intereses de los estudios regionales y 
los enfoques institucionalistas, se busca detectar cómo se crean diferentes órdenes 
sociales a partir de regiones e instituciones y cómo estas últimas se relacionan con 
procesos de degradación o conservación ambiental. Además, busca examinar cómo 
los actores sociales involucrados en marcos institucionales (formales e informales) de-
terminan la estructura social y los resultados de conservación ambiental de las áreas 
protegidas. Llama a revisar las políticas de la administración pesquera artesanal de 
Tonalá, Chiapas, las cuales no solo están destinadas a asegurar la producción en los 
próximos años; pero también garantiza la producción y los ingresos de muchas fami-
lias pesqueras. En esta tesitura, este capítulo examina la configuración regional de las 
pesquerías en Tonalá, el cual se delinea en el estudio como la microrregión pesquera 
“La Joya” según los recursos de la región. Capítulo VI. Trabajo de cuidados. Análisis 
regional y nuevos enfoques. En este capítulo se aborda la reproducción social del 
cuidado, con particular énfasis en las dinámicas sociales del cuidado no remunerado 
analizadas desde una perspectiva local. Incluye recursos teóricos, espaciales, socia-
les, culturales, económicos, simbólicos y políticos, lo que permite una aproximación 
más heurística a los fenómenos analíticos. Así, las formas y efectos resultantes de la 
distribución del cuidado no remunerado que pesa sobre las mujeres son examina-
das y vistas como las funciones que, voluntaria o involuntariamente, proporcionan una 
identidad femenina asumida. Capítulo VII. El derecho humano al agua desde los estu-
dios regionales. En este último capítulo se resalta la importancia del derecho al agua, 
especialmente en asentamientos que experimentan marcos de diferencia y exclusión 
social, en donde se analizan los diferentes enfoques para quienes ven el agua como 
una mercancía y quienes la perciben como un bien social y cultural, se reconoce el 
acceso como un derecho humano, pero persiste una visión mercantilista cuando se 
viene a dar forma a la política pública. La perspectiva social y cultural del agua, por 
lo tanto, facilita la investigación de la justicia social para el agua y, a partir de estudios 
escalares locales, es posible comprender factores extrínsecos e intrínsecos como los 
límites porosos que intervienen en las aplicaciones humanas. 
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Resumen

En la ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, se experimentan problemas por inunda-
ciones debido a lluvias intensas y su posición geográfica dentro de la cuenca del 
río Sabinal y su red de cuerpos de agua, incluyendo el afluente Potinaspak, uno 
de los más extensos. Por ende, resulta esencial evaluar la resiliencia comunitaria 
y la protección civil en la microrregión de riesgo a inundación Potinaspak para 
abordar los vacíos planteados por la academia. Por ende, en este estudio se pre-
senta una revisión bibliográfica exhaustiva desde la perspectiva de los estudios 
regionales que justifica la importancia de la microrregión Potinaspak como área de 
trabajo. Para eso, se emplean diferentes posturas teóricas y conceptuales, como 
la resiliencia comunitaria, la sustentabilidad, la política pública de protección civil 
y la gestión integral de riesgo (GIR). Los resultados muestran que las diferentes 
posturas analizadas parten de la noción de complementariedad e interrelación 
entre los aspectos naturales y sociales, compartiendo elementos conceptuales. 
Por último, se destaca la ciencia regional como un elemento transdisciplinar que 
permite plantear teórica y operativamente la microrregión de estudio.
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Palabras clave: amenaza natural, ciencia regional, transdisciplina, microrregión.

Abstract

In the city of Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, year after year, flooding is experienced due 
to intense rains and the geographical position of the city within the Sabinal river 
basin and its network of water bodies, including the Potinaspak tributary, one of the 
largest. Under this scenario, evaluating community resilience and civil protection in 
the Potinaspak flood risk microregion is essential to address the gaps raised by the 
academy. The study presented below is carried out in an exhaustive bibliographic 
review from the perspective of regional studies, where the importance of the Poti-
naspak micro-region as a study area is justified, with this purpose different theoret-
ical, conceptual positions are used, such as resilience community, sustainability, 
civil protection public policy and comprehensive risk management (GIR). The re-
sults show that the different positions analyzed are based on the notion of comple-
mentarity and interrelation between natural and social aspects, sharing conceptual 
elements. Finally, regional science is highlighted as a transdisciplinary element that 
allows the micro-region of study to be theoretically and operationally considered.

Key words: natural hazard, regional science, transdiscipline, microregion.

Introducción

Derivado de los efectos del cambio climático, se han acentuado e incrementado 
los fenómenos hidrometeorológicos a nivel global, lo que repercute en gran medi-
da en los centros de población urbana. Las lluvias intensas en áreas específicas 
pueden derivar en inundaciones que generalmente tienen impactos negativos en 
lo económico, la infraestructura crítica de la ciudad, las viviendas, los medios de 
vida, las pertenencias de las personas y sus familias.

Cada año, en la ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, algunos asentamientos hu-
manos sufren afectaciones por inundaciones. Un ejemplo son los territorios que se 
encuentran en la cuenca del río Sabinal y su red de cuerpos de agua intermitentes, 
como el afluente Potinaspak, uno de los más extensos, que atraviesa una longitud 
considerable de la zona urbanizada. 

En este contexto, evaluar la resiliencia comunitaria y la protección civil en la mi-
crorregión de riesgo a inundación Potinaspak es crucial para atender los vacíos 
de conocimientos en la materia. Sin embargo, ¿desde qué perspectiva teórica y 
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conceptual abordar un problema tan complejo que involucra a diversos actores, 
categorías y variables? Los estudios regionales surgen como una alternativa para 
responder al problema.

Por tanto, en el trabajo que se presenta a continuación se realiza una revisión 
bibliográfica exhaustiva desde la perspectiva de las investigaciones regionales, 
donde se justifica la importancia de la microrregión Potinaspak como área de es-
tudio. Con este propósito, se emplean diferentes posturas teóricas y conceptuales, 
como la resiliencia comunitaria, la sustentabilidad, la política pública de protec-
ción civil y la gestión integral de riesgo (GIR).

El estudio inicia con los antecedentes de la investigación, donde se aborda el 
problema de las inundaciones en la ciudad de Tuxtla Gutiérrez como un problema 
complejo. Luego, se discute en un segundo apartado sobre los sistemas socioe-
cológicos y la resiliencia comunitaria. En una tercera sección, se aborda la susten-
tabilidad como teoría y concepto clave para la política pública, sobre todo la de 
protección civil, y cómo esta ha evolucionado hacia la gestión integral de riesgo 
como respuesta sistémica y holística para prever, atender y recuperarse frente a 
los desastres. El cuarto apartado responde a varias preguntas, tales como ¿por 
qué los estudios regionales pueden fungir como nodo articulador de las diferentes 
perspectivas teóricas?; ¿cómo el concepto de región adquiere un estatus trans-
disciplinar? y ¿cómo se construye conceptual y operativamente la microrregión de 
riesgo a inundación Potinaspak?

Antecedentes de un problema complejo: 
las inundaciones en la zona urbana de Tuxtla Gutiérrez

Diferentes posturas académicas convergen en la siguiente tesis: el cambio cli-
mático se produce debido la variación significativa del clima —debido a factores 
naturales pero estrechamente relacionados con causas antropogénicas— en pe-
riodos de tiempo más o menos constantes en zonas geográficas o regiones. Estos 
cambios tienen diversos efectos en los climas regionales y, consecuentemente, 
repercuten en sistemas naturales y sociales.

En tal sentido, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) y 
la Unión Europea indican que diversas regiones están experimentando un aumen-
to en la frecuencia e intensidad de lluvias torrenciales, lo que provocará inundacio-
nes y deslizamientos de tierra.
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Según la Oficina de las Naciones Unidas para la Reducción de Riesgo de Desas-
tres (UNISDR, 2015), El Salvador, Guatemala y México registran la mayor cantidad 
de pérdidas y daños por cada 100 000 habitantes. Las evidencias indican que la 
tendencia de las pérdidas y daños será creciente en los próximos años (Intergo-
vernmental Panel on Climate Change [Panel Intergubernamental sobre el Cambio 
Climático], 2014)incluidos los informes especiales pertinentes. Ofrece una panorá-
mica completa del cambio climático, y constituye la parte final del Quinto Informe 
de Evaluación del IPCC (IE5(Panel Intergubernamental sobre el Cambio Climático, 
2014).

Un elemento importante para considerar en el contexto mexicano es la vulnerabi-
lidad social encabezada por la pobreza. De acuerdo con el Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL), la mitad de la población 
de México vive en condiciones de carencia. De hecho, se estima que el 68 % de 
la población ha sido afectada por desastres, lo que coincide con los grupos en 
contexto de pobreza y extrema pobreza.

En este contexto, uno de los desastres naturales que tiene un mayor impacto en 
la población y en los sistemas socioecológicos son las inundaciones (Hernán-
dez-Uribe et al., 2017). Estas son irrupciones de agua en áreas donde normalmen-
te no hay y generalmente provocan daños en la población, agricultura, ganadería 
e infraestructura.

La ciudad de Tuxtla Gutiérrez ha sufrido inundaciones debido al desborde del río 
Sabinal y sus afluentes, que atraviesan una longitud de 6.5 km en la zona urbana. 
La Comisión Nacional del Agua (CNA) estima que al menos dos mil casas están 
construidas en las márgenes de 13 de los 21 afluentes al río (H. Ayuntamiento Mu-
nicipal de Tuxtla Gutiérrez, 2015). Uno de los principales es el Potinaspak, que en 
su paso por la zona urbana configura una microrregión de riesgo a inundaciones. 
Esta se ubica en la región socioeconómica denominada metropolitana, compuesta 
por los municipios de Berriozábal, Chiapa de Corzo, Suchiapa y Tuxtla Gutiérrez 
(esta última es la sede del gobierno del Estado y el principal centro poblacional, 
político y económico). 

Este territorio se distingue por sus características físicas y ambientales que lo ha-
cen único en comparación con otras zonas de la entidad. Dentro de las principales 
se encuentra, en primer lugar, el afluente Potinaspak, uno de los más largos cuyo 
origen se halla en una pendiente alta de la ciudad y que desemboca en el río Sa-
binal. Debido a su ubicación geográfica, es una de las zonas con mayor riesgo de 
inundación durante las temporadas de lluvia.
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En segundo lugar, el afluente atraviesa colonias con diferentes características 
sociales, económicas y demográficas. Algunas de ellas presentan un alto grado 
de rezago social —según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) 
(2016)—, lo que las hace más vulnerables a los efectos de una posible inundación 
debido a su cercanía con el río Potinaspak.

Por tanto, resulta de gran importancia evaluar la capacidad de resiliencia comu-
nitaria en la microrregión de riesgo a inundación Potinaspak, ya que se trata de 
un problema complejo y sistémico con repercusiones multidimensionales en los 
ámbitos social, económico, político y gubernamental. Este tema forma parte de las 
discusiones académicas sobre las lagunas en el conocimiento planteadas por Es-
trada (2014), Balvanera et al. (2017), Morán (2017), Rojas (2018) y Alcántara-Ayala 
et al. (2019).

Considerando todos estos antecedentes, el problema puede abordarse desde los 
estudios regionales, ya que en ellos convergen múltiples perspectivas teóricas, 
conceptuales y metodológicas. De esta manera, se pueden articular coherente-
mente diversas posturas y vertientes de conocimiento para ofrecer soluciones in-
tegrales, sistémicas y pragmáticas.

En este sentido, se sostiene que los estudios regionales permiten interrelacionar 
de manera coherente a los sistemas sociecológicos y la resiliencia comunitaria, la 
sustentabilidad, la gestión integral de riesgos (GIR) y la política pública de protec-
ción civil, como marco teórico y analítico para abordar el problema de la resiliencia 
comunitaria en la microrregión de riesgo a inundación Potinaspak.

La perspectiva de los sistemas sociecológicos 

Desde la perspectiva científica, los sistemas socioecológicos delinean un paradig-
ma que establece una interrelación compleja entre lo social y lo ecológico, com-
pletando y concertando cada uno de sus elementos, así como sus interacciones 
en diversos niveles geográficos y temporales (Balvanera et al., 2017). Además, 
el vínculo entre los sistemas naturales y sociales plantea una colaboración y arti-
culación multidisciplinaria que permite plantear y resolver problemas desde una 
perspectiva sistémica y desde la ciencia regional.

Un antecedente de los sistemas socioecológicos es la teoría general de siste-
mas, la cual se ocupa de los problemas de derivación y formulación de aquellos 
principios que se aplican a los sistemas en general, independientemente de que 
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provengan de la física, la biología, la sociología u otras ciencias. Esta distinción, 
sumada a la definición del sistema, permite encontrar los modelos, principios y 
leyes aplicables que le son propios.

La teoría general de sistemas busca generar modelos pertinentes y transferibles a 
diversos campos disciplinarios (Bertalanffy, 2019), y se asume como una ciencia 
general de la totalidad. Asimismo, la posición de los sistemas socioecológicos 
adaptativos parte de una epistemología sistémica, holística e integradora acotada 
en el paradigma de la complejidad (Farhad, 2012).Desde la posición de García 
(2013), se apuesta al concepto de sistema complejo como un nodo de factores 
que confluyen disciplinariamente, es decir, que los componentes que integran el 
sistema pertenecen al dominio de distintas disciplinas, pero son elementos que 
interactúan entre sí, de tal manera que son interdefinibles. Este autor profundiza su 
argumento señalando que la propiedad fundamental de un sistema complejo es la 
interdefinibilidad, y arguye lo siguiente: 

Al estudiar los sistemas agrícolas, los suelos, climas, tipos de producción, 
técnicas utilizadas, formas de trabajo, agricultores, economías, etc. no pue-
den descomponerse, estudiarse por separado y luego combinarse. Un cam-
bio que ocurre en uno de ellos tiene un efecto cascada que afecta a todos los 
demás sistemas no degradables” (García, 2013, p.193).

Un sistema se define como una combinación de elementos que interactúan entre 
sí de manera iterativa para lograr objetivos específicos. De acuerdo con Bertoglio 
(1993), puede ser un conjunto de objetos o partes que se unen para formar un 
todo o que se someten a factores con una interdependencia específica. Desde 
una perspectiva filosófica, De la Peña y Velázquez (2018) explican que un sistema 
es un conjunto de objetos que están relacionados entre sí y que forman una uni-
dad.

Por otro lado, García (2013) define el pensamiento sistémico como cualquier con-
junto organizado que tiene propiedades y que, en su conjunto, no son aditivas de 
las propiedades de sus elementos constitutivos. La organización del sistema se 
basa en una serie de vínculos entre los elementos, incluyendo las relaciones entre 
esas relaciones.

De acuerdo con De la Peña y Velázquez (2018), todos los sistemas presentan 
características esenciales, como su constitución y estructura, orden interno, es-
pecificidad e integración. En este contexto, los enfoques científicos tradicionales 
enfrentan dificultades considerables al abordar los problemas relacionados con el 
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cambio climático. Por lo tanto, se vuelve cada vez más relevante e importante que 
los enfoques integrados de las ciencias sociales y naturales establezcan marcos 
analíticos y generen conocimientos para resolver estos problemas (Cerón Hernán-
dez et al., 2020).

Los sistemas socioecológicos se componen de subsistemas naturales y sociales 
relacionados que interactúan en diferentes niveles de tiempo y espacio (De los 
Ríos-Cardona et al., 2015). A nivel global, estos sistemas se organizan en estruc-
turas anidadas de subsistemas regionales y locales, lo que crea una compleja red 
de interrelaciones multidimensionales (Castillo y Velázquez, 2015). Se les consi-
dera complejos adaptativos debido a que sus interacciones se autoorganizan y 
establecen de forma perpetua en el tiempo (Delgado et al., 2019).

 Figura 1. Sistema socioecológico

Fuente: Álvarez y Grajales (2022) 

resiliencia, resiliencia comunitaria y protección civil. 

Para estos dos últimos temas se examinaron las discusiones académicas relacio-
nadas con las áreas de oportunidad que existen para la generación del conoci-
miento. Se encontró que los vacíos en el conocimiento indican el estado real de los 
colectivos de personas en cuanto a la capacidad de resiliencia comunitaria frente 
a fenómenos perturbadores, así como a la limitada participación de las personas 
en la toma de decisiones para afrontar dichas situaciones. En este contexto, se 
requiere del diseño y operación de indicadores que permitan recabar evidencia 
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sobre la resiliencia comunitaria e indagar sobre la gestión de riesgo para reducir 
la vulnerabilidad en una población. Además, se debe profundizar en la capacidad 
de respuesta gubernamental frente a los desastres y en el modo de incorporar el 
enfoque de la sustentabilidad como eje de la política pública de protección civil. 
Considerando los resultados, se concluye que hay una relación entre los sistemas 
socioecológicos, la resiliencia comunitaria y la protección civil, a partir de la cual 
se pueden integrar marcos de análisis multidisciplinarios, sistémicos y holísticos 
que permitan abordar los problemas derivados de la interacción de la sociedad y 
el medio ambiente en casos de fenómenos extremos como los desastres.” 

Desde la perspectiva de Farhad (2012), el sistema social está integrado por las 
ideas, los conocimientos, el arte y la cultura, los valores e ideologías, así como por 
las instituciones sociales. El subsistema natural, por su parte, se constituye por los 
procesos físicos, químicos y biológicos de la biosfera, el clima, la orografía, la hi-
drología y los ecosistemas, circunscritos en un espacio geográfico y temporal de-
terminado (figura 1). Esta visión requiere una mirada transdisciplinaria y sistémica 
que permita la descripción, análisis y síntesis de sus complejidades (Delgado et 
al., 2019), un enfoque que es propuesto desde la perspectiva de la ciencia regio-
nal y que le confiere viabilidad y pertinencia teórica y metodológica.

Una característica fundamental de los sistemas complejos es su capacidad de 
vincularse con su entorno, de aprender y adaptarse. Además, estos transcienden 
los patrones lineales y se sitúan en una especie de entropía (Cardona, 2001). Es-
tas propiedades describen una articulación de las actividades humanas con las 
características y dinámicas de los ecosistemas, lo que delimita evoluciones signi-
ficativas en ellos (Anderies et al., 2004).

La resiliencia comunitaria: 
elemento fundamental de los sistemas socioecológicos

La resiliencia es una capacidad presente en los sistemas socioecológicos, pues 
les permite enfrentar situaciones adversas, restablecerse y continuar con su de-
sarrollo. En particular, la resiliencia comunitaria se refiere a la habilidad de los 
sistemas sociales e institucionales para desafiar dificultades y problemas sociales 
y naturales, lo que contribuye al fortalecimiento de las funciones, estructuras e 
identidades de las personas y sus colectivos (Balvanera et al., 2017).

La perspectiva comunitaria de la resiliencia representa un marco teórico y analítico 
que permite el estudio empírico de los sistemas que envuelven a las personas, 
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desde la observación, explicación, análisis y síntesis de fenómenos que ocurren 
a múltiples escalas geográficas y temporales. Junto con los sistemas socioeco-
lógicos se han constituido como referentes analíticos inscritos en el paradigma 
sistémico, lo que permite explicar fenómenos sociales y ambientales en el contex-
to del cambio climático, a través de una aproximación transdisciplinar, holística y 
compleja en las relaciones entre las personas y los ecosistemas.

La resiliencia comunitaria se hace indispensable en el contexto de los cambios 
sociales, políticos, culturales, económicos y del cambio climático, pues contribuye 
a la implementación de medios de vida y mecanismos de sobrevivencia. Además, 
fortalece a los grupos sociales frente a situaciones hostiles y complejas, como los 
desastres. En otras palabras, se considera una capacidad organizativa y adminis-
trativa que ayuda a los sistemas sociales e institucionales a enfrentar situaciones 
socioambientales y a fortalecer las funciones, estructuras e identidades de las 
personas y sus colectivos (Moreno, 2021).

La resiliencia comunitaria también es esencial para promover estrategias y ac-
ciones educativas destinadas a reducir la vulnerabilidad de la población y para 
promover servicios de emergencia contra fenómenos naturales extremos, como 
las inundaciones. Además, contribuye a la formación de una conciencia positiva 
de libertad, que se refiere a la capacidad de las personas y sus comunidades para 
tomar decisiones y acciones que mejoren su propia defensa, desarrollo y calidad 
de vida en general (Maldonado y González, 2013).

El concepto resiliencia comunitaria surge en Latinoamérica y permite el análisis 
de los diversos recursos, herramientas y habilidades que los individuos, familias o 
grupos utilizan para enfrentar y recuperarse de las amenazas socioecológicas. Se 
acepta que la resiliencia colectiva se logra a través de conexiones e interacciones 
basadas en la comunidad que combinan esfuerzos de reconstrucción conjuntos y 
organizados que se dirigen principalmente a la misma unidad social (Menanteux, 
2016). 

Las características comunitarias de la resiliencia se refieren a los intercambios en 
pro del bienestar del conjunto de personas mediante la cohesión social y acciones 
solidarias. Comprenden relaciones humanas con distinto nivel de adhesión y con-
flicto, influenciadas por elementos de construcción social (López y Limón, 2017).
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La sustentabilidad como eje de la política pública

Los sistemas socioecológicos y la resiliencia comunitaria representan marcos teó-
ricos y conceptuales que signan en pro de una perspectiva transdisciplinar, carac-
terística de los estudios regionales. En consonancia con ellos, la sustentabilidad 
aporta argumentos que permiten profundizar el planteamiento, análisis y solución 
de los problemas complejos, que involucran la relación entre las personas y su 
medio natural; como es el caso de la resiliencia comunitaria en la microrregión de 
riesgo a inundación Potinaspak. 

El vocablo sostenible o sustentable desciende de las mismas raíces del latín sus-
tenere, (‘sostener’ o ‘mantener elevado’), con lo que el significado desde la pers-
pectiva ecológica es el mantenimiento de la base de los recursos naturales. Desde 
la perspectiva del desarrollo, atiende las necesidades de la generación actual sin 
comprometer los recursos y capacidades de las futuras generaciones bajo los 
ejes ecológicos, sociales y económicos (Arce, 2018).

Desde la postura regional y su desarrollo, ha cobrado mayor preeminencia la sus-
tentabilidad. El punto de partida es una crítica al crecimiento económico a costa 
del equilibrio ecológico (Artaraz, 2002). El quid central de la sustentabilidad des-
taca que si el crecimiento económico sigue con esa tendencia, sin considerar los 
límites de la planetarios, tarde o temprano ocurrirá un colapso del global (Manza-
nares, 2020). Por tanto, el desarrollo sostenible enfatiza un desarrollo que atiende 
las necesidades presentes, sin transgredir los recursos para las necesidades futu-
ras de otras generaciones (López et al., 2005). 

Asimismo, se concibe como un proceso sociopolítico y económico que busca la 
satisfacción de las necesidades y aspiraciones humanas bajo dos limitaciones: 
ecológica y moral (Vergara y Ortiz, 2016). Además, se fundamenta en tres dimen-
siones: ecológica, social y económica (Artaraz, 2002). Aunado a lo anterior, Pam-
plona (2000) menciona seis principios que acotan el concepto sustentabilidad: 1) 
principio de irreversibilidad, 2) principio de la recolección sostenible, 3) principio 
del vaciado sostenible, 4) principio de la emisión sostenible, 5) principio de selec-
ción sostenible de tecnologías y 6) principio de precaución.

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) ha sido un referente clave en el 
ámbito de la sostenibilidad y ha ofrecido diferentes conceptualizaciones a lo largo 
del tiempo. En principio, la ONU se centró en la idea de justicia intergeneracional, 
mientras que en la actualidad destaca la disposición holística e integradora de los 
aspectos ambientales, económicos y sociales. En este sentido, la ecología política 
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se refiere a la interacción entre el gobierno, las empresas y la sociedad civil, que 
ejercen diferentes grados de poder e influencia en las políticas públicas (Manza-
nares, 2020).

Si bien la ONU ha colocado el tema de la sostenibilidad en las agendas de po-
lítica pública global, la academia ha señalado la inefectividad de su perspectiva 
y su débil operatividad a nivel local, así como la reducida consideración de la 
participación de los actores locales. Sandoval-Forero y Gómez-Carmona (2020) 
argumentan que se trata de un enfoque centrado en la contaminación del entorno, 
la pérdida de biodiversidad y del espacio natural, la degradación ambiental y la 
economización del mundo. En pocas palabras, privilegia el crecimiento económi-
co por encima de otros temas.

La construcción de una sociedad sostenible pasa ineludiblemente por la configu-
ración de políticas enfocadas en ubicar y valorar los capitales naturales y sociales. 
Si la sostenibilidad fuera el eje central de la acción gubernamental, su fundamento 
descansaría sobre la conservación de las capacidades ecosistémicas y el poten-
cial humano de los grupos sociales (Toledo, 2010).

Por tanto, una pregunta fundamental para la sostenibilidad y el desarrollo es esta: 
“¿Cuáles son las estrategias de políticas públicas más adecuadas para lograr el 
desarrollo sostenible?” (Cruz Petit, 2012, p. 351). Al respecto, aparecen dos pos-
turas antípodas: por un lado, se localiza la perspectiva desarrollista y, por otro, su 
antítesis; la postura de equidad intrageneracional e intergeneracional. Sin embar-
go, ambas conforman tres elementos armonizados (la economía, la sociedad y los 
límites ambientales), de los cuales se pueden elaborar políticas públicas sosteni-
bles:

•	 Las políticas tecnocráticas productivas: Estas se enfocan en la 
técnica y la ecología, y sitúan el problema desde el sistema de 
libre mercado. Este enfoque otorga importancia a la innovación 
y el desarrollo tecnológico, y a los agentes privados del mercado 
como actores fundamentales.

•	 Las políticas administrativas: Se plantean desde una visión políti-
co-jurídica que otorga primacía al actor gubernamental y sus ins-
tituciones (Cruz Petit, 2012). En este enfoque, se considera que 
el Estado tiene la responsabilidad de diseñar y aplicar políticas 
públicas sostenibles en beneficio de la sociedad.

•	 Las políticas alternativas: Tienen como punto central la concienti-
zación de las personas, y apelan a la educación ambiental como 
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eje principal. En este enfoque, los actores protagónicos son repre-
sentados por organizaciones no gubernamentales (ONG).

El origen de las políticas públicas con una perspectiva de sustentabilidad se basa 
en las transformaciones orientadas a la modernización e integración de la econo-
mía en los procesos de globalización, los cuales han tenido un impacto negativo 
en el capital natural y social de México (Toledo, 2010). El proceso de elaboración 
de políticas públicas —que incluye la formación de la agenda, el diseño, la imple-
mentación y la evaluación— sigue el método del paradigma desarrollista, en el 
cual el Estado es el actor principal en la formulación de políticas públicas (Sando-
val-Forero y Gómez-Carmona, 2020).

En contraposición al enfoque desarrollista, Sandoval-Forero y Gómez-Carmona 
(2020) proponen un cambio hacia el poder social, es decir, la participación de 
actores locales. La evidencia muestra que los gobiernos, empresas, grandes cor-
poraciones y organismos internacionales no han logrado implementar medidas y 
actuar en una dirección que muestre los principios más evidentes de la sosteni-
bilidad. Por el contrario, las experiencias efectivas de desarrollo sostenible solo 
existen y se difunden desde la sociedad civil, independientemente del país o la 
región (Manzanares, 2020).

Dentro de la política pública, las personas o actores locales son primordiales por-
que experimentan de primera mano la problemática, como en el caso de las inun-
daciones y sus consecuencias subyacentes. Por tanto, desde el punto de vista 
de la sustentabilidad como eje de la política pública de protección civil, es vital la 
participación de las personas en su elaboración. Manzanares (2020) señala que 
es esencial el empoderamiento de los actores sociales mediante procesos organi-
zativos y con la colaboración de la academia. Bajo esta perspectiva, se identifican 
tres tipos de actores: el Estado, empresas privadas y los actores sociales.

Todos los enfoques tratan la política pública como una herramienta funcional para 
el desarrollo sostenible, con el desafío de lograr una integración, vinculación y co-
herencia interinstitucional multidimensional y multinivel. También es posible lograr 
una alianza entre numerosos actores sociopolíticos de tal manera que se gene-
ren relaciones de poder más horizontales y un espacio abierto a la participación 
ciudadana, que contribuyan al diseño, implementación y evaluación de políticas 
públicas efectivas.
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Desde la perspectiva de los sistemas socioecológicos, un subsistema natural ca-
rece de un subsistema social que determine su funcionamiento, y esto finalmente 
tiene consecuencias para el subsistema social mismo. La idea de Nijkamp —tal 
como la cita Pamplona (2000)— se fundamenta en el proyecto de integrar los 
niveles económico, social y ambiental en un contexto regional. Este elemento es 
crucial para comprender las interacciones de los sistemas socioecológicos a nivel 
micro y macro y puede ser un insumo para la elaboración de políticas públicas 
locales.

En el ámbito internacional, los objetivos de desarrollo sostenible se proponen re-
ducir la pobreza, proteger el planeta y asegurar la paz y la prosperidad para todos 
los individuos (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo [PNUD], 2022). 
Por consiguiente, para lograr el crecimiento económico, las políticas y acciones 
deben ser socialmente equitativas y respetuosas del medio ambiente (Artaraz, 
2002). Aunque hay diferentes enfoques para abordar la problemática del desa-
rrollo sostenible, se puede argumentar —tal como lo hace Cruz Petit (2012)— que 
hay una figura de complementariedad entre ellos.

Para formular políticas públicas con una perspectiva de sostenibilidad, es funda-
mental, en primer lugar, considerar la interrelación entre los subsistemas natural 
y social. En segundo lugar, se deben tener en cuenta los ejes rectores, es decir, 
los límites naturales del planeta, el desarrollo económico y la componente social, 
e integrar las características regionales y locales. Finalmente, es deseable buscar 
un equilibrio y complementariedad entre las perspectivas tecnocráticas, adminis-
trativas y alternativas de la política pública.

Política pública de protección civil

La política pública se refiere a las decisiones y acciones gubernamentales que 
abordan problemas específicos de política pública y determinan la dinámica insti-
tucional por utilizar. Es un paso inevitable en la acción del gobierno (Garza, 2006). 
Por otro lado, la política pública es una forma específica de decidir y realizar accio-
nes gubernamentales compatibles con el sistema de gobierno (Arellano y Blanco, 
2013). El desarrollo involucra a diversos actores con capacidad de acción y deci-
sión, que suelen sintetizarse en los ciudadanos y sus grupos, los actores políticos 
y estatales, y el sector privado (Casar y Maldonado, 2008).

En cuanto a la protección civil, esta se define como un conjunto de disposiciones, 
planes, programas, estrategias, mecanismos y recursos organizados para prote-
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ger a la población, la infraestructura, la planta productiva y el medio ambiente, en 
consideración de los riesgos de génesis naturales o antropogénicos y sus reper-
cusiones adversas. Para lograrlo, se requiere la coordinación y concertación de 
los sectores público, privado y social en el marco de un sistema nacional con el 
fin de aplicar medidas y acciones necesarias para resguardar la vida, integridad y 
salud de la población y sus bienes, privilegiando la gestión integral de riesgos y la 
continuidad de operaciones (Ley General de Protección Civil, 2012). Izu (2009) la 
define como un conjunto de normas, procedimientos, órganos y recursos humanos 
y materiales organizados para proteger contra pérdidas catastróficas de cualquier 
origen. También se plantea desde los derechos humanos como el “derecho de 
todo ser humano a que se garantice su seguridad ante la presencia de fenómenos 
perturbadores” (Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, 2016, p. 
300).

Ahora bien, es importante destacar que el cambio climático puede debilitar la 
realización de los derechos humanos y tener un mayor impacto en el sistema na-
tural (Arce, 2018). Además, Alcántara-Ayala et al. (2019) enfatizan la insuficiente 
atención de la política pública de protección civil a los conocimientos científicos y 
tradicionales que se centran en la gestión de la tierra, lo que aumenta el riesgo y 
la ocurrencia de desastres. En este sentido, la Auditoría Superior de la Federación 
(2014) destaca los desafíos para la coordinación y mejores reformas instituciona-
les, administrativas, regulatorias y financieras de la política de protección civil en 
México.

Por eso, Alcántara-Ayala et al. (2019) indican que la evaluación del entorno real 
de la población —en función de sus hábitos, recursos, bienes, habilidades, opor-
tunidades y requerimientos de apoyo— resulta fundamental para la prevención de 
desastres y la gestión de riesgos. Para lograrlo, se necesitan estudios interdisci-
plinarios que aborden el problema de manera integral. Este enfoque puede estar 
vinculado con la política nacional de gestión de los territorios locales, ya que es en 
este contexto donde se producen y deben ser atendidos los desastres.

En contraste, la discusión de Estrada (2014) argumenta que las políticas de servi-
cios de emergencia no han enfrentado de manera efectiva los desastres, ya que 
priorizan los primeros auxilios en detrimento de la prevención y la preparación. 
Asimismo, la investigación de Morán (2017) señala que los servicios de emergen-
cia en México transfieren esencialmente el riesgo al sector privado y subestiman 
la reducción de la exposición, la vulnerabilidad y la recuperación de la población, 
además de limitar la participación ciudadana en la materia.



21

Gestión integral de riesgos 

Dentro del ámbito de la protección civil, la gestión integral del riesgo destaca 
como un elemento clave. Esta se basa en la teoría general de sistemas, la cual se 
caracteriza por ser un conjunto de elementos interrelacionados que interactúan en 
varios niveles con un objetivo específico. Según Wilches-Chaux (como se citó en 
Barrantes y Márquez, 2011), los grupos humanos son un sistema que interactúa 
con el sistema natural para adaptarse a este. Si no se logra dicha adaptación, se 
presenta una crisis, es decir, el sistema social no puede responder a las exigen-
cias del sistema natural.

Desde la perspectiva de los sistemas complejos adaptativos, una perturbación 
puede invertir un sistema en equilibrio. Bajo esta premisa, el riesgo se presenta 
como una situación grave que puede desestabilizar el sistema. Por tanto, es im-
portante evaluar el riesgo mediante la evaluación de amenazas, peligros y vulne-
rabilidades en múltiples dimensiones. Además, es crucial evaluar la capacidad 
de las comunidades para absorber y recuperarse de los impactos (Barrantes y 
Márquez, 2011).

En este sentido, Bollin et al. (2003) argumentan que existe una convergencia con-
ceptual que ve al riesgo como la probabilidad de resultados adversos o pérdidas 
resultantes de las interacciones entre los peligros naturales y las condiciones de 
vulnerabilidad. Para ellos, una catástrofe es un impacto que va más allá de la ca-
pacidad del sistema socioecológico para hacer frente a la situación por sí solo. 
Por tanto, la gestión integral de riesgos integra políticas públicas, estrategias y 
contramedidas para reducir los riesgos y mitigar las diversas vulnerabilidades con 
el objetivo de limitar las amenazas y responder a las emergencias causadas por 
desastres.

Asimismo, la gestión de riesgo de desastres puede considerarse como todas las 
acciones encaminadas para revertir la vulnerabilidad de la población, incluyendo 
la infraestructura, actividades productivas o ambientales. Cabrera (2021) destaca 
que son normas gubernamentales, institucionales y operativas que procuran dis-
minuir el impacto de los eventos naturales, ambientales y tecnológicos sobre las 
poblaciones.

Por otro lado, Chavarría et al. (2016) señalan una estrecha relación entre la reduc-
ción del riesgo de desastres, la utilización de los recursos naturales, la planifica-
ción espacial y el cambio climático. Consideran que este es un grave problema 
social, por lo que resulta vital el proceso de adaptación de la sociedad al entorno 
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en el que vive y el involucramiento de los actores académicos, privados y guber-
namentales.

Estudios regionales, la región de estudio y la microrregión como unidad de análisis

En los estudios contemporáneos, una distinción fundamental es la integración de 
la perspectiva descriptiva de las particularidades y atributos propios de la región 
(geográfica o territorial) y la visión enfocada en el ambiente cultural local, en con-
traposición a la complejidad que representa el contexto globalizado y los proble-
mas que este plantea, como el cambio climático y sus efectos en la ocurrencia 
de fenómenos hidrometeorológicos extremos (Rózga-Luter y Hernández-Diego, 
2010).

Los problemas complejos —como los relacionados con el cambio climático— im-
plican una serie de factores, relaciones, categorías, variables y actores involucra-
dos, lo que plantea la necesidad de marcos analíticos y metodológicos integrales, 
holísticos e interdisciplinarios. García (2013) argumenta que la interdisciplina es 
una forma de estudiar un sistema complejo, y las investigaciones desde este pa-
radigma representan una forma de trabajo que aborda los problemas desde dis-
tintos ángulos, pero de manera integrada.

La región

La región y el proceso de regionalización tienen una proposición esencial que 
es su carácter “delimitativo”, fundamentado en factores geográficos, culturales, 
perceptivos, político-administrativos o económicos; por ende, es indicativo de la 
naturaleza social y cultural de las personas y sus colectivos. Sin embargo, también 
apela a una postura estratégica, organizativa, de planeación y logística. Rózga-Lu-
ter y Hernández-Diego (2010) trazan un traslape de relaciones subordinadas a la 
posición, dirección, sentido, identidad y acomodo de los actores que las definen.

Según Avalos et al. (2015), la regionalización es un fraccionamiento del territorio 
bajo ponderaciones comunes. La región nace como un marco analítico vinculado 
a una multiplicidad de disposiciones para su conceptualización, de las cuales se 
conforma una unidad compresiva (Ginsburg y Uribe, 1958). Desde la perspectiva 
de la geografía regional, la región representa una unidad de análisis y un dispositi-
vo práctico que constituye diferentes lógicas de exploración, un orden estructural, 
circunscripción, posturas, requerimientos y jurisdicciones.
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Desde estas perspectivas, la región adquiere una naturaleza interdisciplinaria, una 
dualidad: homogénea-heterogénea, representación particular-general, enfoques 
cualitativos-cuantitativos, local-global. En otras palabras, se convierte en un eje 
para plantear las transformaciones que se dan en el territorio y más allá de este, 
pues representa las relaciones interactivas, configuraciones y proximidades que 
establecen los actores.

De acuerdo con Rózga-Luter y Hernández-Diego (2010), el análisis del espacio 
geográfico puede abordarse mediante múltiples lecturas y herramientas de aná-
lisis. Sin embargo, enfatizan que lo fundamental es considerar el aspecto rela-
cional que define los objetos, agentes, actores o unidades geográficas. En otras 
palabras, se debe tener en cuenta cómo se relacionan entre sí los elementos del 
espacio geográfico.

Ginsburg y Villegas (1958) distinguieron dos conceptos de región. Por un lado, la 
región se refiere a una unidad espacial o área terrenal distinguible debido a sus 
atributos integradores provenientes de límites físico-ambientales diversos. Por otro 
lado, también se consideran los conjuntos sociales y sus actividades, que pueden 
generar demarcaciones impalpables en un territorio definido.

Avalos et al. (2015) argumentan que la esencia de la regionalización es que repre-
senta procesos socionaturales en el espacio, teniendo en cuenta los criterios de 
heterogeneidad y homogeneidad geoespacial, funcionalidad y análisis sistemáti-
co. Por ejemplo, las cuencas hidrográficas son sistemas complejos que proveen 
bienes y servicios ecosistémicos a la población que vive en su entorno.

Siguiendo los argumentos de Rózga-Luter y Hernández-Diego (2010) y Avalos et 
al. (2015), se puede afirmar que la región representa un macrosistema que anida 
sistemas naturales y sociales, similar a un conjunto de capas superpuestas. La pri-
mera capa contiene los aspectos físicos y ambientales, sobre los cuales descan-
san las capas de los sistemas económicos, sociales y culturales. Esta perspectiva 
es solidaria con la visión de la estructura espacial, en la que las relaciones entre 
las partes son fundamentales, no las partes en sí mismas (Ramírez y López, 2015).

En esta secuencia, cobra importancia el análisis espacial, donde los marcos de 
análisis son la región y su relación con el desarrollo de la geomática y los siste-
mas de información geográfica. Las clasificaciones permiten revelar característi-
cas sociales o naturales, la presencia de caminos o flujos espaciales en un área y 
profundizar procesos geográficos (Agnew et al., 2001, citado en Ramírez y López, 
2015). Los autores defienden tres aspectos fundamentales de las características 
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ineludibles de la región: 

1. La existencia de una dimensión “modelista” de cuantificación y mate-
mática para representar dominios que son espacialmente similares ya 
veces superpuestos. 

2. La dimensión abstracta relacionada con la homogeneidad que preva-
lece en una región donde la abstracción de polarización e integración 
también es parte integral de este concepto. 

3. La integración de los elementos físicos, sociales y económicos que pre-
valecen en su concepto, especialmente geográficamente.

Figura 2. Macrosistema regional

Fuente: Elaborado con base en Rózga-Luter y Hernández-Diego (2010)

La microrregión como unidad de análisis

La microrregión es un marco operativo que proporciona pertinencia, viabilidad y 
profundidad conceptual y metodológica. Desde la perspectiva de la sustentabi-
lidad, este concepto se asume como unidad de análisis, planificación y acción 
que se refiere a un espacio territorial definido, compuesto por diversas relaciones 
sociales, económicas y culturales, evidentes a lo largo del tiempo y presentes en 
la actualidad. Según Plaza y Sepúlveda (1996), la microrregión tiene que ver in-
dudablemente con la noción homogénea y con el espacio geográfico mínimo que 
facilita diversas acciones plausibles de diverso orden: natural, social o ambas. La 
microrregión está integrada por cuatro elementos destacados: 

•	 En primer lugar, la condición del área representa una parte relativamen-
te homogénea (mínima) del espacio, es decir, la existencia de elemen-
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tos sociales y ambientales comunes. 
•	 En segundo lugar, se define a partir de la construcción político-técni-

ca-administrativa, que vincula y resume a los principales actores de la 
región, lo que implica la escala de una pequeña región. 

•	 En tercer lugar, la microrregión incluye tanto zonas urbanas como rura-
les, lo que representa su concepto. 

•	 Finalmente, la definición territorial de una microrregión no está sujeta 
exclusivamente a consideraciones político-administrativas, sino que es 
posible romper estos límites desde adentro y desde afuera. La “varia-
ción geográfica” es uno de los ejes principales del concepto microrre-
gional y su potencial, lo que implica una geometría cambiante (Baldoira, 
2014).

Considerando las perspectivas conceptuales utilizadas, se propone un estudio 
regional que integre dos aspectos fundamentales: el social y el natural, con el 
objetivo de definir una región socioecológica. Esta región surge de la composi-
ción de la estructura social, que se encuentra territorialmente cristalizada desde el 
punto de vista político-administrativo, y en la que se ubican los actores sociales, 
gubernamentales y privados. Por otro lado, se considera una subregión natural, la 
cual consiste en una combinación de los conceptos cuenca fluvial, subcuenca y 
red hidrográfica.

En particular, se aborda la microrregión de riesgo a inundación Potinaspak, la cual 
se conforma como un sistema natural a nivel macro por la región hidrográfica Gri-
jalva-Usumacinta y desciende al nivel micro en la cuenca río Grijalva-Tuxtla Gutié-
rrez, subcuenca del río Sabinal y finalmente por la corriente de agua intermitente 
Potinaspak. En cuanto al sistema social, se parte de una división político-adminis-
trativa; es decir, se comienza a nivel general con el municipio de Tuxtla Gutiérrez; 
luego se continúa con su área urbana para luego descender al área geoestadística 
básica (AGEB) y, dentro de ellas, se identifican las colonias que son atravesadas 
por la corriente de agua Potinaspak (figura 3).
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Figura 3. Elementos constitutivos de la microrregión de riesgo a

 inundación Potinaspak

Fuente: elaboración propia

Al combinar los elementos constitutivos, se define la microrregión de riesgo a inun-
dación Potinaspak, que se representa en una cartografía (figura 4) y que alberga 
el subsistema social y natural. Este mapa simboliza la concreción de las posturas 
teóricas, conceptuales y metodológicas en un nodo coherente y articulado entre 
los sistemas socioecológicos, la resiliencia comunitaria, la sustentabilidad y las 
políticas públicas de protección civil. La ciencia regional se considera la columna 
vertebral que sustenta todas estas perspectivas.

Figura 4. Microrregión de riesgo a Inundación Potinaspak

Fuente: Elaboración propia con base en el INEGI (2022) y el H. Ayuntamiento 
Municipal de Tuxtla Gutiérrez (2015)
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Conclusiones

A lo largo del presente estudio se ha argumentado que los sistemas socioecoló-
gicos, la resiliencia comunitaria, la sustentabilidad como eje de la política públi-
ca, la protección civil y la gestión integral de riesgo conforman un marco teórico 
conceptual adecuado para abordar el problema de la resiliencia comunitaria y la 
protección civil en la microrregión de riesgo Potinaspak. Al respecto, se encontró 
que estos enfoques parten de la noción de complementariedad e interrelación 
entre los aspectos naturales y sociales, y comparten elementos conceptuales y de 
referencia entre sí.

En particular, los sistemas sociecológicos y la resiliencia se fundamentan en la 
profunda relación entre los subsistemas naturales y sociales, cuyas inestabilida-
des afectan mutuamente. Las perturbaciones provocadas por las lluvias intensas 
pueden derivar en inundaciones que afectan a las personas que habitan cerca 
de zonas inundables o ríos, como es el caso de la microrregión de estudio. Por su 
parte, la sustentabilidad plantea una relación equilibrada entre el desarrollo eco-
nómico, el respeto por los límites planetarios y la participación activa de los acto-
res sociales, con el fin de satisfacer las necesidades actuales de la sociedad sin 
comprometer los recursos de las próximas generaciones. Esta perspectiva aporta 
directrices para la formulación de políticas integrales que atiendan de fondo las 
problemáticas de la agenda pública.

En este sentido, se observó que la política de protección civil en México ha en-
focado sus esfuerzos en la atención de las emergencias durante los eventos de 
desastres, por lo que muestra diversas áreas de oportunidad y mejora hacia un 
modelo más integral que enfoque sus acciones hacia la mitigación, prevención y 
anticipación de potenciales situaciones de desastres. Se requiere, en general, una 
reformulación de la política, cuyo eje sean las directrices de la sustentabilidad.

La gestión integral de riesgo de desastres —que busca abordar la problemática 
de los desastres de manera integral, priorizando las acciones de reducción de las 
vulnerabilidades sociales y del grado de exposición frente a los peligros— se pre-
senta como un factor clave dentro de la capacidad de resiliencia comunitaria y la 
protección civil. Este enfoque retoma la perspectiva sistémica y sustentable como 
sustento teórico y operativo.

En el contexto actual de la investigación regional, se ha evidenciado que la adop-
ción de planteamientos transdisciplinarios permite una articulación coherente y 
consistente de diversas disciplinas para abordar y resolver problemas complejos. 
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Esta estrategia permite identificar factores comunes y divergentes en los concep-
tos, teorías y metodologías de disciplinas diversas, y así encontrar soluciones in-
tegrales y más profundas.

En este sentido, los estudios regionales se han convertido en un nodo articulador 
de diversas posturas teóricas y conceptuales para proporcionar un enfoque ana-
lítico y operativo al tema de investigación a través del concepto de microrregión. 
Esta visión considera la interconexión de los sistemas sociales y ecológicos a nivel 
regional, lo que permite abordar de manera integral las problemáticas de la región 
y proponer soluciones sostenibles y efectivas.
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Resumen

El propósito de este trabajo es presentar una aproximación al campo de los es-
tudios regionales. Para ello, en primer lugar, se realizó una breve revisión de los 
enfoques disidentes en las ciencias sociales con el fin de identificar las diversas 
posturas ontológicas, epistemológicas y metodológicas que lo conforman. A con-
tinuación, se revisó la bibliografía disponible sobre estudios regionales en las últi-
mas décadas, lo cual permitió un acercamiento a los diversos enfoques sobre es-
tudios regionales. En tal sentido, se consideraron las disciplinas de procedencia, 
lugares y escuelas principales, tendencias, orientaciones y aportes. Como método 
se empleó una investigación documental que permitió identificar, seleccionar y 
examinar trabajos académicos de relevancia en el campo regional. Finalmente, 
se reflexiona sobre la complejidad de las diversas perspectivas que buscan desa-
rrollar una configuración holística. Como resultado, se concluye que la región no 
puede ser analizada de forma aislada y desconectada de los procesos globales, 
sino que se debe estudiar su especificidad y la manera en que los espacios se 
configuran de manera particular, su construcción conceptual y las prácticas que 
de ella derivan, que son abstracciones de procesos más complejos y amplios de 
los que permite la perspectiva regional. Por lo tanto, ya no se debe entender la 
región fuera del análisis de los procesos de naturaleza global.

Palabras clave: aportes regionales, campo regional, estudios regionales, región.
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Abstract

The main objective of this work is to elucidate an approach to the field of regional 
studies inserted in the Social Sciences, as a result of knowledge and analysis of 
the theoretical and conceptual debates that have constituted it as such, of the con-
trasting and multiplicity of theoretical discussions that they can be confronted from 
dissimilar disciplines and the most varied points of view on this field of knowledge. 
Therefore, it is essential to ask what are the contributions of regional studies? and, 
therefore, how to build the region? Firstly, to start the regional field, a brief approx-
imation of the dissident approaches in the Social Sciences is given in order to 
identify the different ontological, epistemological and methodological positions that 
frame it. Next, the available bibliography on regional studies in the last decades 
was reviewed, which allowed an approach to the divergent approaches to regional 
studies considering the disciplines of origin, places and main schools, trends, ori-
entations and contributions. As a method, a documentary investigation was used, 
in which relevant academic works in the regional field were identified, selected and 
examined. Finally, the regional field reflects on the complexity of the heterogeneous 
views that seek to develop a holistic configuration; as a result, it is not possible to 
analyze the region in isolation, and disconnected from the whole and from global 
processes; they seek to study a certain specificity, the spaces are configured in 
a specific way, their conceptual construction, and the practices that derive from 
it, are abstractions of processes that are much more complex and extensive than 
what the regional perspective allows; and it should no longer be understood out-
side the analysis of processes of a global nature. 

Keywords: Regional contributions, regional field, regional studies, region.

Introducción

El objetivo de este apartado es ofrecer una aproximación al campo de los estudios 
regionales en el marco de las ciencias sociales. Para ello, se ha llevado a cabo 
una revisión de los debates teóricos y conceptuales que han permitido constituir 
este campo de conocimiento, así como de las múltiples discusiones teóricas que 
pueden ser abordadas desde diversas disciplinas y perspectivas. Antes de pro-
fundizar en el campo regional, se ha realizado una breve revisión de los enfoques 
disidentes en las ciencias sociales con el fin de identificar las diferentes posturas 
ontológicas, epistemológicas y metodológicas que lo conforman.



36

Asimismo, se ha llevado a cabo una revisión bibliográfica de los estudios regiona-
les en las últimas décadas, lo que ha permitido un acercamiento a los diferentes 
enfoques considerando la procedencia disciplinaria, los lugares y escuelas princi-
pales, así como las tendencias y orientaciones.

El hilo conductor de este trabajo se centra en los estudios regionales, cuya com-
plejidad y heterogeneidad requieren una aproximación holística, con una aspira-
ción a ser transdisciplinarios y capaces de responder a “la necesidad de pensar 
los problemas actuales de manera integral [global], incorporando aspectos tanto 
culturales como naturales que marcan la actuación de las personas en contextos 
diversos” (Pons y Chacón, 2016, p. 2). En muchos casos, los estudios regionales 
se limitan a la cooperación e intercambio interdisciplinario, mientras que en otros 
se basan en la acumulación de visiones de cada disciplina presente, pero sin estar 
articuladas entre sí.

Por lo tanto, el campo de los estudios regionales se transforma en un espacio 
abierto a diversas reflexiones y transiciones cuantitativas y cualitativas de distintos 
ámbitos, lo que hace que su relatividad sea evidente, principalmente porque de-
pende del enfoque ontológico, epistemológico y metodológico que se adopte, el 
cual se relaciona con la existencia de un mundo real y objetivo, la posibilidad de 
conocer el mundo y las formas en que se adquiere el conocimiento. En otras pala-
bras, el enfoque adoptado depende del interés del investigador, su experiencia y 
el problema específico que trate de resolver.

En síntesis, se ha contextualizado, en primer lugar, la escuela de los estudios re-
gionales. En segundo lugar, se ha establecido la noción de región, para lo cual se 
trató de clarificar la amplitud del concepto, enfatizando su importancia y las diver-
sas posturas que ocupan la perspectiva regional, lo que permite una gran flexibili-
dad. Posteriormente, se han destacado los múltiples aportes y fines regionales, es 
decir, su utilidad y la riqueza de sus planteamientos en las ciencias sociales, así 
como las estrategias metodológicas utilizadas para satisfacer las necesidades de 
sectores sociales cada vez más amplios y diferenciados.

Con ello, se pretende presentar algunas reflexiones y líneas generales acerca de 
los estudios regionales. Es importante destacar que la región no puede ser anali-
zada de forma aislada y desconectada de los procesos globales, ya que su cons-
trucción conceptual y las prácticas derivadas de ella son abstracciones de proce-
sos más complejos y amplios de lo que la mirada regional permite.
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Contextualización de los estudios regionales

En el ámbito de las ciencias sociales existen numerosos trabajos que han aporta-
do innumerables contribuciones, aunque todavía no se ha llegado a un consenso 
acerca de su fundamentación científica. En este contexto, los estudios regionales, 
centrados en la región como eje rector, han provocado una multiplicidad de discu-
siones teóricas que pueden ser confrontadas desde diversos puntos de vista en 
este campo de conocimiento, lo que ha dado lugar a debates interminables entre 
disciplinas y enfoques ontológicos y epistemológicos.

En general, según Della Porta (2013), los enfoques tan divergentes se comparan 
en términos de su base ontológica, epistemológica y metodológica. La cuestión 
ontológica se refiere a la existencia de un mundo real y objetivo, mientras que la 
metodológica se vincula con los instrumentos técnicos utilizados para adquirir el 
conocimiento. Sin embargo, lo que interesa aquí es la aproximación de los enfo-
ques en las ciencias sociales desde el posicionamiento epistemológico, que se 
relaciona con la posibilidad de conocer el mundo y las formas en que se adquiere 
ese conocimiento. En otras palabras, se trata de cómo conocemos las cosas, lo 
cual está condicionado por la relación entre el investigador y el objeto de investi-
gación.

Según Della Porta y Keating (2013), el conocimiento en las ciencias sociales es 
proposicional y se distingue de la creencia porque requiere de razones para apo-
yar una idea. Asimismo, estos autores presentan cuatro posturas epistemológicas 
en las ciencias sociales, que van desde el positivismo extremo hasta el humanis-
mo extremo, con la postura post-positivista e interpretativa en el medio de estas.

Por una parte, el postpositivismo sostiene que la objetividad permanece como el 
ideal regulatorio, aunque esta solo puede ser aproximada, pues coloca un énfasis 
especial en guardianes externos tales como la tradición crítica y la comunidad 
crítica. De acuerdo con Della Porta y Keating (2013), la postura postpositivista 
considera lo siguiente: 

La realidad se considera algo objetivo (externo a la mente humana), 
pero solo se puede conocer de modo imperfecto. La confianza posi-
tivista en el conocimiento causal se ve alterada por la idea de que al-
gunos fenómenos no se rigen por leyes causales, sino como mucho 
por leyes de probabilidades. El pospositivismo se aproxima a enfoques 
científicos modernos, que aceptan cierto grado de incertidumbre. La 
epistemología realista y crítica sostiene que hay un mundo material real, 
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pero que nuestro conocimiento del mismo se ve muchas veces condi-
cionado y sometido a desafíos y reinterpretaciones (pp. 36-37).

En otras palabras, el investigador influye en el conocimiento a través de proce-
dimientos deductivos. Como consecuencia de que el ser humano es imperfecto, 
hay asuntos que no se pueden observar, pero eso no quiere decir que haya que 
ignorarlos. Por eso, en el método deductivo en ciencias sociales se usan “datos y 
análisis estadísticos para aislar causas y efectos de forma rigurosa y llegar a una 
explicación única” (Della Porta y Keating, 2013, p. 39). Sin embargo, “no quie-
re decir eso que solo los positivistas utilicen los métodos cuantitativos, sino que 
cuando empleen otros métodos (cualitativos), siguen la misma lógica de inferen-
cia” (Della Porta y Keating, 2013, p. 39).

Por otra parte, la postura interpretativa destaca la conexión intrínseca entre lo ob-
jetivo y lo subjetivo. Este enfoque otorga mayor importancia a la volición humana 
y aspira a entender el conocimiento subjetivo. Al respecto, Della Porta y Keating 
(2013) señalan que “el fin de los investigadores debe ser descubrir los signifi-
cados que motivan sus acciones, en vez de conformarse con leyes universales 
ajenas a los agentes. En la esencia de este conocimiento se halla el significado 
subjetivo” (p. 37).

A diferencia de los positivistas, la investigación interpretativa, también conocida 
como investigación cualitativa, pretende “comprender los hechos desvelando los 
significados que los seres humanos atribuyen a su conducta y al mundo exterior” 
(Della Porta y Keating, 2013, p. 45). En otras palabras, los interpretativistas tienden 
a “sumergirse en la situación que estudian, a empatizar con la población ya a ver 
las cosas desde su propia perspectiva” (Della Porta y Keating, 2013, p. 44).

En este sentido, se reconoce que existe una complejidad para distinguir la pers-
pectiva idónea debido a la oposición tan radical y de carácter dual que se presenta 
entre los positivistas y los humanistas, así como entre las posturas postpositivista e 
interpretativa, que son dos grandes enfoques matizados surgidos de los primeros, 
como se ilustra en la siguiente tabla:
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Tabla 1. Cuatro enfoques en ciencias sociales

Fuente: Elaboración propia con base en Della Porta y Keating (2013)

Los estudios regionales

Para comenzar, es importante esbozar los orígenes y principios de los estudios 
regionales de manera que se puedan relacionar con los procesos globales que 
caracterizan a la sociedad contemporánea. La escuela de estudios regionales 
surgió en Gran Bretaña a finales de los años sesenta, y Peter Hall fue su principal 
impulsor. Según Curbelo et al. (1989), esta escuela “cuestiona las bases socia-
les y epistemológicas de la Ciencia Regional, criticando su falsa neutralidad y 
concepción naturalista de las ciencias sociales” (p. 22). Como punto de partida, 
rechazan el monopolio economicista y promueven la interacción complementaria 
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de la economía, la sociología, el eco desarrollo y la politología. Dichas disciplinas 
han ayudado a interpretar la complejidad de las comunidades regionales, y han 
reivindicado las restricciones ecológicas en las políticas de desarrollo e introduci-
do las relaciones de poder.

En este mismo contexto de los estudios regionales, se discuten los procesos de 
globalización que se van desarrollando a partir de cómo los actores la conciben, la 
realizan y se relacionan en los ámbitos económico, político y cultural. Sin embargo, 
esto depende de la forma de asociación de los actores, el punto de vista del pro-
blema por solucionar y los procesos de naturaleza global que generan ambientes 
estandarizados de consumo, homogéneos y segregativos.

En el marco de las ciencias sociales, González (2010) menciona la noción de ciu-
dad global. Esta postura aborda los vínculos de la globalización con las ciudades, 
lo que permite explicar las transformaciones de las ciudades y regiones. El tema 
de la ciudad y la globalización ha ido atesorando importancia e interés basados 
en el análisis de los impactos de la globalización sobre la ciudad, así como los que 
vinculan el espacio y los procesos económicos derivados de la globalización. De 
este modo, se permite distinguir la sucesión de acontecimientos en los procesos 
locales de diversa índole a lo largo del tiempo, y de manera sincrónica, han dibu-
jado los procesos de cambio social orientados hacia el crecimiento y desarrollo 
tanto económico como social.

Para estudiar los procesos de globalización desde la perspectiva de la geografía 
con una visión más profunda, González (2010) hace énfasis en dos categorías 
estructurantes del espacio: la métrica1 y la escala2, que son centrales en la repre-
sentación y análisis espacial de la globalización. En este sentido, la idea de enfo-
carse en la identificación de las relaciones entre ciudades es la vía correcta para 
identificar la red global de ciudades.

Varios textos y autores sugieren que la discusión y las posturas respecto a la rela-
ción entre lo global y lo local son interminables. Aunque no se ha llegado a un con-
senso sobre lo que constituye cada uno de estos conceptos, es posible entender y 
contextualizar su interrelación a través de la articulación dinámica y creativa entre 
1  El término métrica se refiere a las diferentes distancias que existen entre los objetos sociales y remite a dos tipos 
de espacios: el euclidiano y el tipológico o de territorios y redes. En el caso de las ciudades, se entiende por red el conjunto 
de ciudades que están relacionadas entre sí de manera estable y estructurante a través de flujos de intercambios materiales 
e inmateriales. Estas relaciones surgen cuando los actores desarrollan interacciones con otras ciudades con fines diversos, 
como comerciales, culturales, políticos, de cooperación y de desarrollo.

2  La noción de escala o nivel espacial es fundamental en el discurso de la globalización. Las escalas emergen 
cuando se establecen nuevos sistemas espaciales coherentes y manejables. El sistema de Estados-Nación produce la escala 
geográfica nacional, mientras que la escala global surge al consolidarse y hacerse manejable el sistema mundo. Términos 
como glocalización hacen referencia a la relación entre dos escalas o niveles geográficos, el local y el global.
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lo global-local y lo local-global. Además, cabe resaltar que son las condiciones lo-
cales las que deben facilitar y promover las articulaciones de la economía nacional 
con el mercado global, creando una sinergia social y económica. De esta manera, 
lo global y lo local se complementan entre sí.

Asimismo, es esencial considerar el contexto desde una perspectiva que va de lo 
local a lo global. Esto implica comprender cómo una población se forma y evolu-
ciona a partir de los procesos sociales, las condiciones geográficas del territorio y 
la hegemonía de los grupos dominantes sobre los grupos dominados. En el ámbito 
cultural, se destacan las identidades nacionales como construcciones históricas 
basadas tanto en procesos sociales como en imaginarios colectivos, y las identi-
dades regionales como las formas cambiantes en que las sociedades se imaginan 
y construyen relatos sobre su origen y futuro. Por lo tanto, la identidad se refiere no 
solo a cómo una persona se siente, sino también a cómo es vista por los demás.

Por otro lado, las minorías culturales se definen como conjuntos de personas que, 
aunque no sean menos numerosos que otros individuos, se encuentran en des-
ventaja respecto a otros grupos debido a razones históricas, económicas, políticas 
u otras. En este concepto se incluye la condición de subordinación o marginación, 
lo que implica elementos cualitativos más que cuantitativos. Se refiere a cualquier 
grupo de personas que recibe un trato discriminatorio, diferente e injusto en com-
paración con los demás miembros de la sociedad.

En este sentido, se destaca la importancia de la transdisciplina y la interdisciplina 
en el campo regional como objetivo primordial. La transdisciplina se fundamenta 
en el conocimiento y análisis de los debates teóricos y conceptuales que lo han 
constituido como tal, mientras que la interdisciplina se enfoca en la interrelación 
entre distintas disciplinas para ampliar los alcances del conocimiento en un área 
específica. Por lo tanto, es fundamental describir cada una de ellas para compren-
der su función en el campo regional.

En el esquema de Max Neff (2004) se establece que la interdisciplina opera de 
forma piramidal, donde las disciplinas empíricas conforman la base, seguidas por 
las disciplinas pragmáticas, el nivel normativo y, en la parte superior, las discipli-
nas de orden valorativo. A diferencia de la transdisciplina, donde todas las disci-
plinas tienen el mismo valor horizontal, en la interdisciplina la horizontalidad solo 
corresponde a cada nivel de la pirámide, lo que implica que los niveles inferiores 
no conviven con los superiores. Por otro lado, Morín (s. f.) propone la interdisciplina 
como la adopción e integración de otras disciplinas para aumentar los alcances 
del conocimiento en una determinada área. Se pueden tomar como ejemplos la 
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Escuela de los Anales, que incorpora la perspectiva antropológica, económica y 
sociológica en la historia, y el estudio de la prehistoria y la ciencia ecológica.

Por lo tanto, es necesario alinear la metodología y el campo interdisciplinario para 
converger con la especificidad del problema regional por resolver. Para ello, es 
fundamental que la directriz de la perspectiva regional surja del investigador, nu-
trido por su experiencia en su quehacer e interés particular por conocer el mundo.

Nociones de región

El término región tiene diferentes connotaciones según el especialista y su campo 
de especialización en las ciencias sociales, tales como la economía, sociología, 
demografía, historia, antropología, geografía, politología, etc. Debido a esta varia-
bilidad en su sentido y uso, múltiples definiciones han surgido a lo largo del tiem-
po, todas ellas válidas desde la perspectiva y enfoque desde el cual se estudian, 
siempre y cuando el propósito sea el bienestar humano.

El origen etimológico de región proviene del latín regio, regiones, que originalmen-
te significaba ‘dirección’ o ‘línea recta’3. Esto se debe a que los romanos trazaban 
líneas rectas imaginarias en el cielo para dividirlo en zonas de observación, lla-
madas regiones. Con el tiempo, este término también llegó a significar ‘límites’ o 
‘fronteras’, así como las porciones de territorio bien delimitadas por estas líneas 
establecidas, identificadas con demarcación, administración o gobierno.

Definir región es una tarea compleja. Según Young (citado en Giménez, 2007), “las 
regiones son como el amor, son difíciles de describir, pero cuando las vemos las 
sabemos reconocer” (p. 135). La metáfora resulta muy adecuada para expresar 
cómo la región es una representación espacial que engloba diversas realidades 
geográficas, económicas, políticas, sociales, culturales y simbólicas. Young tam-
bién señala que no se requiere que las fronteras de una región sean impenetrables 
y que tampoco necesariamente coincidan con las divisiones políticas o adminis-
trativas más fácilmente identificables o incluso con accidentes topográficos. Por lo 
tanto, la región no se limita a una unidad natural o geográfica, como inicialmente 
la concibieron los geógrafos.

Ginsburg y Uribe (1958) precisan que la región “es una unidad comprensiva” (p. 
784), pero se requiere que cada región se defina de varias formas para que surja 
una unidad amplia y comprensiva con una característica unificadora. Inicialmente, 
una región puede considerarse como geográfica, pero los efectos de la actividad 
3  Diccionario Etimológico Español (en línea www.dechile.net).
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humana crean límites y/o diferencias artificiales que son el resultado infalible de la 
actividad humana. Así, a partir de un concepto geográfico, la región se desarrolla 
con dicha característica unificadora que puede incluir factores de tipo económico, 
social, educativo, histórico, cultural, político, entre otros, que son propios de la 
actividad del ser humano.

En contraparte, Hesket (2017) resalta el tratado clásico La producción del espa-
cio de Lefebvre, en el cual se define el término espacio, y aunque no hace lo 
propio con el de región en un sentido literal; las implicaciones del vocablo en sí 
permiten considerarlo como tal. Desde la perspectiva de Lefebvre, el espacio es 
un concepto muy incomprendido y establece una distinción entre el clásico con-
cepto euclidiano de espacio, el cual “ve el mundo en términos de una esencia fija, 
atemporal y mapeable, simplemente ocupado por actores” (p. 22); y el espacio 
social, el cual lo define como “un conjunto de relaciones sociales que se produce 
a través de la agencia humana” (citado en Hesketh, 2017, p. 22). En el primer 
caso, los actores no tienen mayor relevancia que el hecho de ocupar el espacio, 
mientras que en el segundo el espacio es concebido como un producto social, el 
cual es creado y transformado a través de la actividad material. De acuerdo con 
esta concepción, no se pueden separar los espacios mentales y la práctica social, 
lo que lo convierte en un medio de producción y, a su vez, en un medio de control, 
dominación y poder.

Por otra parte, “la región es la expresión objetiva y delimitada del espacio abs-
tracto, que ha sido estudiada desde diversas ramas de la ciencia, principalmente, 
desde la confluencia entre la economía y la geografía” (Torres et al., 2009, p. 13). 
Así pues, Torres et al. (2009) afirman que las categorías territorio, espacio y región 
pueden entenderse como una formación regional en la que el territorio contiene 
tanto al espacio como a la región. La categoría de territorio adquiere contenido en 
el sentido de la apropiación, del establecimiento de límites y fronteras del poder 
político. “La categoría de región, la relación de pertenencia social delimitadas, se 
refleja en la apropiación en los mecanismos de integración-cohesión, en los pro-
cesos de fragmentación y en los determinantes de la diferenciación” (Torres et al., 
2009, p. 15).

Para Chang y Zebadúa (2020) “una región es una construcción social e histórica 
ubicada en un espacio (...); es un espacio medio, menos extenso que la nación/
país o el gran espacio de la civilización/global, y más vasto que el espacio social 
de un grupo” (p. 2). Por el contrario, Merchand (2007) advierte que “se construye 
una región bajo un criterio común que, por otra parte, es homogéneo”, [en otras 
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palabras] del concepto de región, predomina el criterio de unidad formal y homo-
génea”4 (p. 52).

Ahora bien, a pesar de que se han mencionado posturas diversas sobre la región, 
falta incluir el estudio del término en la teoría jurídica constitucional mexicana, 
cuya mirada en sí no muestra aportes significativos que permitan establecer un 
reconocimiento expreso de esta categoría. Aun así, lo que sí establecen los orde-
namientos legales es lo siguiente:

Una regulación de la región como parte administrativa, geográfica y 
política que define territorialmente al Estado, en entidades federativas y 
municipios. Esta es la forma en que se ha venido construyendo jurídica-
mente el concepto de región, vinculado al de territorio, como se puede 
ver, tanto en la Constitución federal como en las constituciones de las 
entidades federativas (Paniagua, 2018, p. 1).

Las múltiples y disímiles aproximaciones al concepto región se deben a que no 
se ha podido llegar a un acuerdo y hasta ahora parece ser inalcanzable, pues los 
conceptos analizados provienen desde el enfoque de múltiples disciplinas en las 
que cada una privilegia su quehacer, de modo que no se aborda con un enfoque 
holístico e integrador.

Aportes y fines regionales

Dentro de los aportes de la formación regional, resulta conveniente resaltar la mul-
tidimensión que conlleva como categoría delimitada y su carácter de desdobla-
miento. Al respecto, Czerny (2008) señala: 

[Dentro de] los fines de los estudios regionales, útiles para el análisis 
del rol de las regiones en el proceso de desarrollo y de las transfor-
maciones de las sociedades regionales, el más interesante parece 
ser el concepto de región como instrumento de la investigación [que 
buscan satisfacer las necesidades de sectores sociales cada vez 
más amplios y diferenciados como son las personas mayores] (p. 
21). 

Para Curbelo et al. (1989) “el objeto de los estudios regionales, no es otro que la 

4  Región homogénea es un espacio geográfico continuo en el que cada unidad que lo integra posee características 
lo más semejantes posibles entre sí. Este tipo de región presenta sus elementos naturales, físicos, demográficos, de pobla-
miento y económicos muy similares en todo su territorio.
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práctica de la planificación regional5, lo que exige una iniciativa de intervención 
por parte de la Administración pública en un contexto social concreto” (p. 16). Esto 
es, en un contexto más específico y delimitado, las propuestas que se relacionan 
con las políticas y estrategias concretas que puedan afectar el futuro de una re-
gión. 

Por eso, Torres et al. (2009) se refieren al aporte metodológico de región mediante 
“la delimitación del espacio a través de la regionalización; por lo tanto, aporta la 
definición de escalas, la funcionalidad, el estudio y la explicación de la desigual-
dad regional, lo mismo contribuye a facilitar la planeación del desarrollo” (p. 16). 
Lo anterior, dada la relación significada de integración-cohesión, la diversidad y 
los procesos de fragmentación y diferenciación social.

En cuanto a la estrategia metodológica, son pocos los autores que explican de for-
ma clara y concisa la construcción de la región, lo cual incluye un sinfín de elemen-
tos determinados por el investigador y la multidimensionalidad de las categorías 
por analizar, considerando la homogeneidad o heterogeneidad de las relaciones 
sociales, espaciales, económicas, políticas, culturales, entre otras.

Ahora bien, la estrategia metodológica busca comprender la problemática de la 
región no como algo nuevo, sino desde una perspectiva diferente y más amplia 
que la proporcionada por el aparato gubernamental, con el fin de sumar otros pun-
tos de vista y no minimizarla.

En esta misma línea, Merchand (2007) identifica una variedad de formas y pará-
metros sociales y económicos para construir una región, y lo ilustra de la siguiente 
manera:

Figura 1. Estrategia metodológica para construir una región.

Fuente: Elaborado con base en Merchand (2007)

5  Los autores relacionan la planificación regional a procesos socioeconómicos que se manifiestan en un ámbito 
espacial concreto, aunque sus causas y límites físicos no se aparecen prefijados de antemano.
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El mencionado autor explica que se inicia con la construcción de una hipótesis 
que permita “establecer el parámetro que permita la clasificación geo-referencial 
del tipo de región que se quiere proponer y luego detallar las propuestas para 
definir cualitativamente lo que debe ser una región a partir del propio interés del in-
vestigador” (Merchand, 2007, p. 53). Además, “la unidad de análisis tendrá como 
cometido diseñar una estrategia de política pública, con carácter espacial, que 
promueva la reactivación económica de una región o, en todo caso, que trate de 
aminorar las divergencias inter e intra regiones” (Merchand, 2007, p. 54). Conviene 
subrayar que la finalidad que persigue es identificar los problemas que se presen-
tan en las regiones y proponer soluciones pertinentes y relevantes para estos.

En consecuencia, el enfoque regional ofrece una multiplicidad de virtudes innega-
bles para el estudio de toda la sociedad y sus fines, tanto en el pasado como en el 
presente, principalmente por su utilidad y la riqueza de sus planteamientos en las 
ciencias sociales. Dicho en otras palabras, “es un campo en permanente debate, 
estimulado por los procesos de globalización y por el dinamismo y desigualdad de 
las regiones” (Fletes, 2020, p. 1).

En concreto, en el campo de los estudios regionales adquiere mayor importancia 
el estudio de la región y, por ende, su construcción debido a que los estudios 
regionales buscan estudiar cierta especificidad, cuyo elemento unificador pue-
de atender aspectos de diversidad/diferenciación o de integración/similitud. Estos 
aspectos son determinados por el investigador y generan un abanico inmenso de 
posibilidades, tan infinitas como el mismo investigador pueda imaginar, tomando 
en cuenta siempre la pertinencia del tema y centrados en aspectos específicos 
desde enfoques económicos, sociales, educativos, históricos, culturales, políticos, 
entre otros, y asegurando que las regiones sean configuradas de manera espe-
cífica. De este modo, en el contexto de la incertidumbre de estos procesos, se 
establece una nueva mirada crítica y propositiva de la realidad.

Conclusiones 

El propósito de este texto se enfocó en procurar presentar reflexiones sobre las im-
plicaciones de la región en el campo de los estudios regionales, así como respon-
der a los cuestionamientos sobre los aportes de estos estudios y la construcción 
de la región en relación con políticas y estrategias que puedan afectar su futuro. 
Todo esto debe considerarse en el contexto de una sociedad global que aspira a 
ser transdisciplinaria. Sin embargo, para que todo esto sea una realidad, y no solo 
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un anhelo o intento fallido, es fundamental tener claridad en el posicionamiento 
ontológico y epistemológico que guíe la investigación regional.

En este sentido, es fundamental reconocer que el campo de las ciencias sociales, 
en el cual se incluyen los estudios regionales, es polémico y no hay un consenso 
válido sobre la relación entre el investigador y el objeto de investigación. Existen 
muchas posturas y puntos de vista sobre la posibilidad de conocer el mundo y las 
formas que adoptaría ese conocimiento en la ciencia social, lo que nos proporcio-
na una ontología y una epistemología complicadas y diversificadas. En este texto, 
se retoma la clasificación más general de positivismo y humanismo para permitir 
un entendimiento claro de la esencia de cada una de ellas. La contrastación entre 
estas posturas ha permeado muchas de las actuales en las que el investigador 
social puede insertarse para abordar problemas específicos y resolverlos según 
su interés y objetivos.

Como resultado de esta tajante oposición, han surgido las posturas matizadas del 
postpositivismo e interpretativismo, que mantienen la directriz de sus antecesores, 
pero con una pincelada moderada para flexibilizar al positivismo y al humanismo. 
Lo anterior permite al postpositivismo hacer uso de procedimientos deductivos y 
reconocer que el investigador influye en el conocimiento, y que ambos no pueden 
concebirse como cosas separadas. Se exige una concordancia entre las cues-
tiones ontológicas, epistemológicas y metodológicas, y se admite la indagación 
y el uso de material no cuantitativo (cualitativo) como la entrevista o los estudios 
de caso, sin dejar de lado que la explicación, la predicción y el control continúan 
siendo la meta. Dicho de otro modo, se mantiene el nivel explicativo y descriptivo 
propio del corte objetivista, pero adaptado. Por consiguiente, el abordaje interdis-
ciplinario y consciente de ello permite, a través de la jerarquización y cooperación 
entre disciplinas, ampliar los alcances del conocimiento para un caso específico.

Por otro lado, la postura interpretativa de tinte cualitativo mantiene una asociación 
intrínseca entre la realidad social objetiva y la subjetiva, lo que permite hacer uso 
de procedimientos inductivos y dar forma a la investigación durante su curso, 
modificando su diseño durante el mismo. En otras palabras, aspira a comprender 
el conocimiento subjetivo, cuya esencia es el significado o interpretación que las 
personas le otorgan a cierto fenómeno o conducta. Es indispensable considerar la 
percepción que el individuo tiene del mundo exterior, priorizando un conocimiento 
contextual, dependiente de la subjetividad humana y de la condición cambiante 
en el tiempo y espacio propia de las personas. 



48

En cuanto a las cuestiones metodológicas, se admite el análisis del discurso, los 
apuntes de campo, las entrevistas no estructuradas, las grabaciones y las fotogra-
fías que se derivan de la etnografía y la antropología. En esta misma línea, en los 
estudios regionales y, en consecuencia, en la región que los nutre, se reconoce 
claramente la multiplicidad de enfoques con los que puede abordarse. Por lo tan-
to, no es posible analizarla o comprenderla de forma aislada, desconectada de las 
dinámicas del todo y los procesos globales. 

Según Merchand (2007), “la construcción de región que se propone consiste en 
que cada sociedad organiza su espacio y le imprime una forma específica de 
configuración” (p. 56). En otras palabras, no existe una concepción unívoca y 
no puede definirse con una delimitación fija y estática, construida en un espacio 
uniforme o plagado de fronteras lineales. Por el contrario, su concepción expresa 
atributos que no se aplican siempre a todos los casos, lo cual es una característica 
que comparten las ciencias sociales. Por lo tanto, la construcción de una región 
debe buscar un elemento unificador que posibilite la comprensión de las articu-
laciones internas, que generalmente son resultado de la actividad humana. Esto 
se ha descrito en la estrategia metodológica del autor mencionado para construir 
una región, que parte de delimitarla a partir de un parámetro georreferenciado y 
posteriormente detallar las características homogéneas de corte cualitativo que 
permitan construir la región.

Por lo tanto, se reconoce al concepto de región su carácter polisémico, con límites 
o confines fluidos, y se requiere un criterio común y homogéneo para construirlo, 
cuyos elementos pueden ser naturales, físicos, demográficos, económicos, etc., 
y a su vez permita distinguir una variable del resto. El resultado de los aportes 
y fines de la región, entre los que se destacan la estrategia metodológica para 
su construcción y su fin mismo como instrumento de investigación, es capaz de 
proponer y diseñar iniciativas o estrategias de intervención, principalmente en la 
administración pública.

En resumen, el campo de los estudios regionales se transforma en un espacio 
abierto para diversas reflexiones y se abre a transiciones cuantitativas y cualitati-
vas de distintos ámbitos. En general, busca satisfacer las necesidades de secto-
res sociales cada vez más amplios y diferenciados, ante la inminente realidad que 
representan los procesos globalizadores, que se desarrollan a partir de cómo los 
actores la conciben, la realizan y se relacionan en el ámbito económico, político y 
cultural.
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Resumen 

A continuación, se presentan los resultados del trabajo de campo realizado con 
mujeres indígenas artesanas de los Altos de Chiapas, el cual está enmarcado en la 
tesis de doctorado en estudios regionales, que incluye el análisis de la percepción 
que tienen las mujeres indígenas sobre las políticas públicas implementadas en la 
región para el fomento de las artesanías y su impacto en su calidad de vida.

Para la recolección de información, se utilizó un enfoque cualitativo y se aplicaron 
veinte entrevistas a profundidad a indígenas tseltales y tsotsiles, bordadoras y 
tejedoras originarias de nueve municipios, con el objetivo de construir narrativas 
biográficas e historias de vida para su análisis.

En cuanto a las políticas públicas, se parte de la idea de que son el marco jurídico 
que obliga a implementar acciones por parte del Estado e instituciones para me-
jorar las condiciones de vida de las mujeres indígenas y fomentar la producción 
artesanal textil. Esto fortalece la producción y comercialización de los textiles y 
promueve la participación económica de las mujeres en la región.

Por otro lado, la artesanía indígena se refiere a la producción de bienes útiles, 
rituales y estéticos que están en estrecha relación con el medio ambiente físico y 
social, y expresan la cultura de las comunidades con referentes étnico-culturales 
específicos. Los recursos obtenidos están relacionados con el conocimiento trans-
mitido de generación en generación, lo que se denomina historia y tradición oral 
(Herrera, 1989).

Palabras claves: Acción e inacción del Estado, mujeres indígenas, producción 
artesanal.
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Abstrac

Here are shown the results of the field work made with indigenous artisans women 
from the Chiapas Highlands, prepared within the frame of the doctoral thesis on 
regional studies included on the analysis of the perception that indigenous women 
has on the public policies implemented on the region aimed at them and the pro-
motion of handcrafts.

A qualitative approach was used to collect the information. Through a non-prob-
abilistic sampling, twenty in-depth interviews were applied to Tseltals and Tsotsils 
indigenous embroiderers and weavers from nine municipalities, in order to build 
biographical narratives and life stories for their analysis.

In the subject at hand, we start from the fact that public policy is the legal frame-
work that obliges the implementation of actions by the State, and the institutions 
carry out to improve the living conditions of indigenous women as well as the reval-
uation of production artisanal textile through plans and programs that strengthen 
the production and marketing of textiles, and remark the reinforcing and promoting 
on the economic participation (empowerment) of women in the region.

On the other hand, talk about indigenous textile craft is to reference the produc-
tion useful, ritual and aesthetic goods, which responds to the physical and social 
environment, which is expressed by the culture of communities with specific eth-
nic-cultural references, in this way , the resources obtained are closely related to 
the knowledge transmitted directly from generation to generation (Herrera, 1989), 
and which we call History and Oral Tradition.

Keywords: State action and inaction, indigenous women, craft production.

Introducción 

En este capítulo se presentan los datos recopilados a partir de las entrevistas rea-
lizadas a mujeres artesanas. En concreto, se aplicaron veinte entrevistas a mujeres 
indígenas que se dedican al tejido y bordado de prendas artesanales y que tienen 
edades comprendidas entre los 24 y 65 años. Doce de ellas están casadas, cua-
tro son madres solteras y cuatro son solteras. En cuanto al nivel académico, dos 
de ellas no tienen ningún grado de estudio, cuatro han completado la educación 
primaria, seis la educación secundaria, una la educación preparatoria, cinco la 
educación universitaria, una tiene una maestría y una tiene un doctorado. 

Las mujeres entrevistadas proceden de nueve municipios: San Andrés Larráinzar, 
Zinacantán, San Cristóbal de Las Casas, Oxchuc, Tenejapa, Huixtán, Chamula, 
Aguacatenango y San Juan Cancúc. Principalmente hablan tseltal y tsotsil, aun-
que también español. Algunas de las entrevistadas vienen a San Cristóbal de Las 
Casas para entregar sus prendas y regresan a sus comunidades, mientras que 
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otras se han quedado en la ciudad de forma más permanente para trabajar o ter-
minar sus estudios.

Las narrativas que las mujeres han construido se presentan de manera individual 
y colectiva en relación con las percepciones que tienen sobre las acciones que el 
Estado ha implementado en el territorio en el tema de mujeres indígenas y produc-
ción artesanal textil.

Para el estudio de los datos recopilados, se comienza con discusiones teóricas 
sobre la propuesta de análisis de políticas públicas, seguida de la caracterización 
de la actividad económica artesanal textil. Luego se continúa con el apartado de-
nominado Percepción de las políticas públicas, que incluye la opinión de las arte-
sanas sobre las acciones implementadas por los gobiernos estatal y municipal en 
la región. Las preguntas centrales que orientan el análisis son las siguientes: ¿cuá-
les de estas políticas están dirigidas a las mujeres indígenas y a la producción de 
artesanías? Y ¿son culturalmente adecuadas y las conocen las mujeres indígenas?

A manera de cierre, se presentan algunas reflexiones generales en las cuales 
se sostiene que esta región tiene características particulares, así como actores 
específicos que desarrollan procesos e interacciones a partir de la producción y 
comercialización de textiles. Por lo tanto, las instituciones responsables de aplicar 
los planes y programas derivados de las políticas públicas del sector (mujeres y 
actividad económica) deben considerar esas especificidades para garantizar el 
éxito en la atención de los derechos de las personas en la zona.

Políticas públicas 

La política pública comprende las acciones que el Estado implementa como par-
te de sus obligaciones para mejorar las condiciones de vida de los ciudadanos. 
En tal sentido, el concepto de Estado de derecho, basado en los derechos hu-
manos internacionalmente reconocidos, adquiere mucha fuerza y sentido cuando 
nos referimos a las obligaciones del Estado y los límites que le deben guiar en el 
resguardo de las garantías ciudadanas, que se fundamentan principalmente en 
el respeto de la dignidad humana (Carpizo, 2011). Por lo tanto, se requiere una 
relación diferente del Estado hacia los actores sociales, y viceversa, para que las 
acciones implementadas surjan de acuerdos entre los diferentes agentes y bene-
ficien a la mayor parte de la población, lo que fomentaría la equidad, el bienestar 
y los niveles básicos de vida entre hombres y mujeres.
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Las políticas públicas plantean que las decisiones que el Estado lleva a cabo 
consideran a las personas como el centro de atención y el respeto a su dignidad 
humana, sin importar el sexo, la raza, la religión, etc. Sin embargo, es un hecho 
que debido a cuestiones culturales y estructurales, las mujeres no acceden de la 
misma manera a los beneficios económicos ni a las oportunidades de desarrollo.

Para profundizar, las políticas públicas son un conjunto de concepciones, criterios, 
principios, estrategias y líneas fundamentales de acción a partir de las cuales la 
comunidad organizada como Estado decide hacer frente a desafíos y problemas 
que son considerados de naturaleza pública (Sojo, 2006). En este sentido, para 
Cruz y Santana (2013) las políticas públicas hacen referencia a la acción o inac-
ción gubernamental para dar atención a una problemática social. Las acciones 
son implementadas en el marco de un plan estratégico y las políticas públicas 
se concretan en los programas que atienden a diferentes sectores en distintos 
ámbitos, dentro de un marco jurídico que constituye la base de un Estado de de-
recho que limita la acción gubernamental en favor del respeto de los ciudadanos. 
De igual forma, la inacción puede deberse a la negligencia de las personas que 
trabajan en las instituciones, o bien a una estrategia de las instituciones para abs-
tenerse de no afectar los derechos de las personas.

Para concretar las acciones de los gobiernos, las políticas públicas requieren cier-
tas condiciones, desde el momento del diseño hasta su conclusión. En principio, 
demandan eficiencia técnica y económica, factibilidad en lo organizativo y en lo 
administrativo, así como viabilidad política. Por lo tanto, en lo operativo, se requie-
re considerar la parte de los presupuestos que permitan desarrollar de la mejor 
manera las actividades en los tiempos programados. La ejecución de políticas 
públicas adecuadas permitirá el desarrollo en los territorios. Para ello, es necesa-
rio tener la capacidad de implementar políticas con capacidad estratégica y ad-
ministrativa que lleven a la convivencia social, política y económica de los actores 
políticos y sociales (Aguilar, 1992).

Además del deber del Estado y de las instituciones que lo representan de cumplir 
con los derechos fundamentales de participación y consulta, especialmente en 
asuntos que afecten a pueblos indígenas o sus miembros (ver Convenio 169 de 
la OIT, artículos 5, 6 y 7), este derecho se extiende al resto de los miembros de la 
sociedad gracias al principio de progresividad de los derechos humanos (Cruz, 
2001, 2012).

Las políticas públicas, por su naturaleza de incidencia y vinculación social, son 
cíclicas y requieren eficiencia técnica y económica, así como valorar los elementos 
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del contexto local, regional, nacional e internacional para que se apliquen ade-
cuadamente en la población objetivo. Para que las políticas públicas sean cultu-
ralmente adecuadas e incluyentes es necesario que se consideren en su diseño e 
implementación el enfoque de la transversalización, la perspectiva de género y el 
respeto a los derechos humanos. 

Al respecto, es importante destacar que el enfoque de género es una obligación 
jurídica del Estado, señalada en la Constitución Federal, y debe estar presente en 
el diseño de legislaciones estatales y sectoriales. Por tanto, las políticas públicas 
son herramientas que se concretan en planes y programas, leyes y acciones pú-
blicas, bienes y servicios para eliminar las inequidades entre géneros y todas las 
formas de dominación con el objetivo de transformar las relaciones, funciones y 
obstáculos específicos que enfrentan hombres y mujeres que les impiden desarro-
llarse como personas (Loria, 2002, citado por Bueno y Valle, 2010).

El enfoque de derechos —según Pautassi (2007)— se basa en un cuerpo de prin-
cipios, reglas y estándares que ponen en el centro los derechos humanos, y es 
promovido y vigilado por el Sistema Internacional de Derechos Humanos. Este 
enfoque exhorta a los Estados a proteger e implementar acciones que fomenten el 
respeto de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales para 
que puedan cumplirse en la vida de los ciudadanos, los pueblos indígenas y, en 
particular, las mujeres.

De esta manera, el enfoque de derechos posee un carácter poderoso y dinámico 
relacionado con el desarrollo de los pueblos. Tener como referente los derechos 
humanos reconocidos internacionalmente establece un margen de maniobra más 
o menos flexible, donde los involucrados (el Estado y los actores sociales, políti-
cos y económicos locales, incluyendo la ciudadanía en general) pueden fijar los 
elementos, principios, estándares y obligaciones para garantizar un proceso de 
desarrollo acorde con ese marco de derechos humanos y con las obligaciones 
jurídicas que les competen a los Estados por haber suscrito los tratados interna-
cionales (Pautassi, 2007). De esta forma, se cumplirá el propósito de la política 
pública de lograr una vida digna.
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Marco jurídico de protección de derechos de las mujeres

Se han registrado avances importantes en diversos instrumentos que consideran 
el ejercicio de los derechos de las mujeres y que plantean la obligación del Estado 
de garantizarlos. Estos han atravesado por diferentes momentos históricos que 
iniciaron en 1967 cuando la Comisión sobre el Estado de la Mujer de las Naciones 
Unidas adoptó la Declaración sobre la Eliminación de todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). Luego en 1975, la 
Asamblea General de las Naciones Unidas designó a esa fecha como el Año In-
ternacional de las Mujeres para promover la igualdad entre hombres y mujeres. Allí 
se consideró que no existe la posibilidad de lograr la igualdad y la sostenibilidad 
si prevalece un contexto de guerra, pobreza y marginación. 

Más adelante, en 1979, surgió el instrumento internacional más significativo so-
bre los derechos de la mujer: la CEDAW, que entró en vigor en 1981. En 1980 y 
1985 se llevaron a cabo dos conferencias importantes en Copenhague y Nairobi, 
respectivamente. En esta última, se discutió que no había habido avances en las 
demandas de las mujeres, y esta conferencia marcó el final de la década de la 
mujer. Allí se adoptaron estrategias para promover el desarrollo económico, social, 
cultural y jurídico en el ámbito nacional e internacional (Bueno y Valle, 2010).

Posteriormente, en 1990, una comisión de las Naciones Unidas encargada de 
temas de la mujer evaluó las estrategias y advirtió que, aunque había una mayor 
conciencia global sobre las desigualdades que enfrentan las mujeres, los proble-
mas que las afectaban habían aumentado, y aún quedaban muchas cosas por 
hacer para lograr una mayor igualdad de derechos entre hombres y mujeres. 

En 1995, las Naciones Unidas organizaron la Cuarta Conferencia Mundial sobre la 
Mujer en Beijing, China, donde se reconoció la importancia de la equidad de gé-
nero, la justicia social, la protección del medio ambiente, la paz y el respeto a los 
derechos humanos, necesidades que no se pueden postergar, y se instó a seguir 
dando atención a dichos temas. 

América Latina y el Caribe, por su parte, han tenido un papel muy activo en esto, 
llevando a cabo nueve Conferencias Regionales desde 1977 hasta 2004 (Bueno 
y Valle, 2010). La primera en La Habana (Cuba) en 1977; la conferencia en Macu-
to (Venezuela) en 1979; México Distrito Federal, en 1983; Ciudad de Guatemala 
(Guatemala) en 1988; Curazao (Antillas Neerlandesas) en 1991; Mar de Plata en 
1994; Santiago de Chile en 1999; Lima (Perú) en 2000 y la novena conferencia 
celebrada en junio de 2004 en Distrito Federal (México).
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Estos avances con respecto a los derechos de las mujeres se ven reflejados en 
el diseño e implementación de políticas públicas que han de regirse bajo el prin-
cipio de no discriminación e igualdad para asegurar criterios de equidad donde 
se promueva. Se considera prioritario a grupos que sufren discriminación y exclu-
sión, como el caso de los pueblos y las mujeres indígenas. Por ello, el Estado ha 
de estimar el principio de transversalidad e integralidad, y ha de reconocer que 
los derechos humanos son indivisibles, universales e interdependientes. Además, 
en cuanto al uso de recursos, deben regirse por la transparencia, la rendición de 
cuentas y la participación ciudadana (Oficina del Alto Comisionado de las Nacio-
nes Unidas [OACNUDH], 2010).

En lo que respecta a la igualdad entre hombres y mujeres, en la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos (artículo 2, apartado V) se plantea respetar 
el principio de paridad de género e incorporar al desarrollo a las mujeres indíge-
nas. A través de la implementación de proyectos productivos y la protección de la 
salud, se favorecerá la educación, la participación y la toma de decisiones en la 
vida comunitaria (texto vigente en la última reforma publicada DOF 06-03-2020).

Como se ha mencionado, las mujeres indígenas se encuentran en una situación de 
mayor vulnerabilidad debido a que un gran porcentaje de ellas enfrenta condicio-
nes de pobreza. La desigualdad económica no les permite disfrutar plenamente 
de sus derechos, y a esto se suman el racismo y la discriminación por su condición 
étnico-cultural. Por lo tanto, el Estado tiene la obligación de generar políticas pú-
blicas que permitan la incorporación de las mujeres en actividades económicas.

En la actualidad, las políticas públicas están considerando el enfoque de género y 
de derechos como ejes transversales en sus programas, teniendo en cuenta que 
todos los derechos de las personas son universales, inalienables, irrenunciables, 
imprescriptibles e indivisibles. En este sentido, la producción de artesanías textiles 
realizada por mujeres indígenas de los Altos de Chiapas se ha incluido en los pro-
gramas gubernamentales para fomentar su producción y generar ingresos para 
las mujeres y sus familias, y así favorecer el desarrollo en la región.

}
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Caracterización de la producción artesanal 

Las mujeres han adoptado diversas estrategias para aumentar sus ingresos en la 
elaboración de prendas, como capacitarse en la combinación de colores, corte y 
confección, utilizar diferentes materias primas y combinarlas para tener un produc-
to exclusivo. Estos cursos de capacitación son proporcionados por instituciones, 
gobiernos federales, estatales y municipales, la iniciativa privada, organizaciones 
internacionales u organizaciones civiles locales. Las artesanas van mejorando sus 
prendas para estar en el gusto de los compradores, y saben distinguir los diferen-
tes tipos de mercado y clientes, y ya saben cuántas prendas pueden producir al 
mes. Así lo expresan: 

Conforme vamos conociendo más la técnica y más las cosas, tal vez 
hemos mejorado la calidad de nuestro trabajo, el poder combinar mejor 
nuestros colores y el poder diseñar nuevas cosas. Tal vez sí teníamos 
la mente un poco cerrada para hacer sólo cosas cuadraditas, ¿no? y 
de repente empezamos como a cambiar, a hacer cosas como con más 
formas… igual y a la gente no le gusta lo pegadito y te dices: “Estamos 
bien haciendo cosas cuadradas, pero mejor hacerlo con otra forma y 
color”. Entonces sí, como que hemos mejorado y como que sabemos 
distinguir los diferentes tipos de mercado y los diferentes tipos de clien-
tes y ya sabemos cómo cuantas prendas podemos producir al mes. De 
que, si es una blusita, bueno, entonces me voy a hacer tal vez cinco o 
diez al mes. Ya vamos conociendo también nuestras capacidades de 
producción (entrevista con Tania, 2021). 

Las mujeres adoptan estrategias de producción que estén acordes con la deman-
da de los turistas, y en los pedidos son los clientes quienes dan los detalles de las 
prendas que quieren (colores, medidas y tipo de bordado).

Me acuerdo que en FONART nos enseñaron a hacer vestiditos, a hacer 
blusitas, y de repente como que “bueno, le vamos a modificar…”. No 
sé, el cuello V, el cuello cuadradito, o sea como modificar las cositas 
ya nada más es lo que empecé haciendo… En las ferias, veíamos que 
se vendía algo, una cosita más; le decíamos: “Ah, hay que hacer más 
de eso porque se venda más”. O empezamos a ver como que los co-
lores, porque antes me daba cuenta de que en el mercado de México 
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les gustan muchos colores encendidos, colores fuertes y todo. Enton-
ces hacíamos como de todo un poquito en los colores. Y entonces, de 
repente hay de gustos a gustos. De repente le digo a mi mamá: “Ay, 
mami, ese no me gusta; no combinaste bien el color” y de repente me 
dice: “Ah, no, a ti no te gustó”… Me acuerdo que una vez fue a Tuxtla a 
vender y dice: “Yo llegué y me dijeron: ‘¡Qué color tan hermoso está!’”, y 
yo así de: “Bueno, ‘ta bien’”. Pero ella sí, como que empieza a hacer un 
montón de cositas y sí, o sea como que ve qué es lo que se vende. De 
repente le empezó a gustar la gente, lo que son solo flores, cadenas, y 
empezamos a hacer eso. Pero después cuando ya no, como que ya no 
se vende tanto, bueno, pues entonces lo vamos cambiando (entrevista 
con Tania, 2021). 

Las mujeres que se dedican a la elaboración de textiles no tienen un horario defi-
nido para su trabajo artesanal. Además de ello, llevan a cabo las tareas del hogar 
(cuidar a los hijos, preparar alimentos y tortillas, mantener la casa limpia, cuidar 
a los animales, entre otras). Por lo general, es en las tardes cuando se dedican a 
la producción de artesanías, una vez que han terminado con sus labores del ho-
gar. Es importante destacar que los tiempos dedicados a esta actividad varían de 
acuerdo a las actividades de cada mujer, dependiendo si son casadas, si tienen 
hijos pequeños o son solteras, y de las habilidades que hayan desarrollado en el 
tejido.

Si tienen tiempo se sientan a tejer dos, tres horas en la tarde. En la tarde, 
porque en la mañana de plano no pueden. Si no también algunas muje-
res aprovechan a tejer en la noche, es ahí donde ellas se pueden sentar 
tranquilamente a trabajar en telar de cintura porque ya terminó el día de 
estar andando para abajo y para arriba. En la noche se sientan, he visto 
mujeres que sientan dos o tres horas en la noche. Se sienta como a las 
8:00 y se duerme como a las 10:00 o 10:30 quien todavía tiene fuerzas 
(entrevista con Juanita, 2021). 

De la mañana voy a tortear, voy a hacer mi comida. Ya cuando terminé 
voy a barrer, voy a trapear, como a las 11:00 voy a trabajar, como tres 
horas. A las 2:00 voy a hacer mi comida otra vez, luego otra vez a hacer 
la artesanía (entrevista con María, 2021).
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Los actores involucrados en la producción de textiles artesanales en la región de 
los Altos de Chiapas (incluyendo empresas, cooperativas, instituciones guberna-
mentales y personas solidarias que brindan apoyo) buscan a nivel local, nacional 
e internacional una variedad de materias primas para mejorar la producción y cali-
dad de las prendas, y ofrecer productos exclusivos que llamen la atención de po-
tenciales clientes. Por ejemplo, Pok’ok Baby utiliza lino, algodón egipcio y lana de 
Perú, mientras que ATA y Nail Che’en también incorporan diferentes materiales. La 
mayoría de los grupos integran a sus prendas distintas materias primas para hacer 
sus mercancías más atractivas y útiles para diferentes tipos de compradores.

Los pedidos de prendas también están fortaleciendo la comercialización de las 
artesanías. Si bien generan ingresos más seguros para las mujeres, también re-
quieren otras formas de organización familiar, ya que la artesana necesita de-
dicar suficiente tiempo para entregar las prendas en los plazos acordados con 
los compradores. Durante este periodo, las artesanas dejan de hacer las tareas 
domésticas cotidianas y pueden encomendarlas a sus hijas. De hecho, en ciertos 
momentos, los hombres también pueden participar en algunas actividades del 
hogar o ayudar en el bordado de la prenda para cumplir con los plazos.

Tenemos que madrugar o tenemos que desvelarnos para que termine 
ese trabajo, para que tengamos un poquito de dinero. De los pedidos, 
es cuando a veces algunos nos piden, con tal de tener más dinero, 
tenemos que aprovechar a hacerlo, aunque día y noche hagamos. De 
hecho, es cansado, pero no todo el tiempo tenemos trabajo (entrevista 
con Eustaquia, 2021). 

Como es pedido, sale rápido. Porque ya ves que el pedido hay que en-
tregarlo a tiempo, como un mes, 15 días. De ahí, cuando tienen pedido, 
o sea, no hacen las cosas que hacen en la casa. Empiezan desde las 
8:00 de la mañana hasta las 2:00 o 3:00 de la tarde, pero si sólo lo haces 
para vender nada más, eso no, porque pueden terminar en 2 o 3 días 
una. Sí, solo 2 o 3 horas al día (entrevista con Lupita, 2021). 

Como podemos ver, hay diversificación y avance en la producción de los textiles 
artesanales. Sin embargo, a pesar de los diferentes intentos por fortalecer esta 
actividad económica, hay varios problemas que enfrentan las mujeres en la actua-
lidad, en especial en la fase de la comercialización. Aun así, buscan estrategias, 
como elaborar diferentes tipos de prendas, de varios tamaños, con menos borda-
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dos, así como la elaboración de confecciones para diversos tipos de compradores 
y niveles de capacidad adquisitiva. En palabras de ellas:

El problema de ahorita, digamos, es que no se vende muy bien ahorita. 
Bueno, de hecho, está así desde antes. Ahorita digamos que en todas 
las comunidades hay el problema de que no lo pagan muy bien. Está 
muy baja la venta y todo, pero igual, muchas, muchas mujeres lo vie-
nen a rematar. Digamos que vienen a vender a muy bajo precio. Es ahí 
donde tienen que pensar las mujeres qué hacer, porque, aunque sea un 
monedero lleva como unas dos o tres horas y se vienen a vender en $15 
o $20 pesos ¿Dónde está la ganancia? La mano de obra, el hilo, el tiem-
po que lleva. Es ahí donde no está bien, y todavía hay compradores que 
lo quieren más barato. Eso es ya, como robar o engañar a las mujeres. 
Porque, como te digo, no valoran el trabajo que hacen. Aunque sean 
trabajos pequeños, pero no los puedes hacer en dos o tres minutos. Y 
te quieren pagar $10 o $15 (entrevista con Lupita, 2021). 

Como mencionan las artesanas, si se dedicaran únicamente a la venta de sus ar-
tesanías, no podrían satisfacer sus necesidades básicas, ya que sus ingresos se 
complementan con aportaciones de otros miembros de la familia, como sus espo-
sos e hijos, así como con otras actividades económicas. Además, los ingresos que 
reciben por la venta de las artesanías ayudan a la economía familiar, ya que les 
permiten tener una casa propia y apoyarse en la producción de alimentos como el 
maíz, el frijol y las verduras de la milpa.

Para obtener mayores ingresos, las mujeres buscan vender en diferentes lugares 
(como tiendas locales, la Casa de las Artesanías, el mercado de Santo Domingo, 
empresas locales, nacionales y extranjeras, cooperativas y tiendas propias), ade-
más de participar en ferias y exposiciones tanto locales como nacionales e incluso 
internacionales.

Es importante destacar que cuando las mujeres tienen una mayor participación en 
el ámbito laboral o en actividades remuneradas, destinan una proporción mayor 
de sus ingresos a los gastos necesarios para los miembros de su familia. Tal como 
lo mencionan las entrevistadas, los recursos económicos se destinan a la compra 
de alimentos, ropa para sus hijos, gastos escolares y materiales para continuar 
elaborando sus prendas.
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También se usa en la compra de productos básicos, como frijol y maíz, 
en las necesidades de las familias, ropa, escuela de los hijos, proble-
mas de salud; en definitiva, todo lo que es consumido por la familia. Las 
mujeres reciben un ingreso mínimo, pero con la pandemia les fue peor 
porque bajaron mucho las ventas, y se hace más difícil porque no tiene 
salida sus productos. Por otro lado, sí es un dinero que ayuda, pero al 
final a ellas no se les paga inmediatamente por sus productos; tampoco 
se les garantiza que todos los meses recibes tanto. Por eso muchas mu-
jeres ahora prefieren salir a vender sus prendas o cambian su actividad 
de tejido a otra actividad en el campo porque no hay ingresos, siempre 
queda como insuficiente el ingreso que reciben las mujeres (entrevista 
con Rosalinda, 2021).

Como resultado de la venta de sus artesanías, las mujeres generan ingresos eco-
nómicos, lo que ha fortalecido esta actividad y la ha convertido en parte de las 
estrategias de desarrollo económico implementadas por el gobierno en el estado 
de Chiapas. A continuación, se expondrán las percepciones de las mujeres con 
respecto a las acciones que el Estado está llevando a cabo en su territorio.

Percepción de las mujeres sobre las políticas públicas 

Es importante recordar que las políticas públicas son las acciones que el Estado 
lleva a cabo para atender las necesidades y demandas de los ciudadanos en sus 
respectivos territorios, dirigidas a diferentes sectores de la sociedad con nece-
sidades específicas. En seguida, se presentan las políticas públicas del Estado 
enfocadas en las mujeres indígenas y la producción de artesanías, así como los 
avances que han observado las artesanas. Es destacable que las políticas imple-
mentadas en el tema de mujeres y artesanías han pasado por un proceso histórico 
en el que han intervenido diferentes actores internacionales, nacionales y locales 
para impulsar medidas específicas que se concreten en acciones como parte de 
las obligaciones del Estado.

Estos ejercicios de incidencia a nivel internacional, estatal y municipal —encami-
nados a atender a las poblaciones indígenas— tienen sus antecedentes históricos 
en la política indigenista, que se remonta al proceso de invasión o conquista de los 
territorios indígenas de Abya Yala o de las Américas, hasta las políticas de corte 
integracionista y asistencialistas características de la política indigenista de los 
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años 70 y 80 del siglo pasado.

Los derechos de las mujeres y el enfoque de género en la línea del tiempo de 
demandas y exigencias de los derechos son aparentemente más recientes (re-
cordemos las luchas de las mujeres por el voto, por ejemplo). El reconocimiento 
jurídico en México se concreta en la década de los setenta cuando se integran 
modificaciones al artículo 4.° de la Constitución mexicana para atender problemas 
de desigualdad entre hombres y mujeres.

Como parte de los derechos específicos de las mujeres indígenas al acceso al 
trabajo y a la actividad productiva, es relevante el tema de las artesanías. Su reco-
nocimiento jurídico tiene su origen en 1974, con la creación del Fondo Nacional de 
las Artesanías como estrategia de generación de ingresos a nivel familiar y desa-
rrollo de ciertos territorios, principalmente indígenas, donde se elaboran una gran 
variedad de productos impregnados de su conocimiento, cosmovisión y cultura.

En este sentido, las últimas tres administraciones de presidentes de la República, 
gobernadores del estado de Chiapas y presidentes municipales de San Cristóbal 
de Las Casas, en sus planes de desarrollo, se han propuesto atender los temas 
de mujeres, pueblos indígenas y artesanías para mejorar las condiciones de vida 
de estos sectores.

Aún hay muchos pendientes para lograr que las políticas públicas atiendan ade-
cuadamente las necesidades de los ciudadanos. Sin embargo, hay acciones y 
programas que se han logrado implementar y que han permitido que las mujeres 
indígenas artesanas se vean favorecidas.

Si bien existen programas asistenciales como Oportunidades, Progresa, Procam-
po y las becas Benito Juárez, que son de gran importancia para las mujeres en 
las comunidades de la región de los Altos de Chiapas, también resulta esencial 
consolidar procesos de autonomía social y económica de las mujeres, en lugar de 
reforzar la dependencia de los programas gubernamentales. A continuación, se 
presenta la percepción de las mujeres artesanas respecto a las acciones llevadas 
a cabo por los gobiernos en el tema de mujeres y textiles artesanales.

Políticas públicas para mujeres indígenas 

Dentro de los objetivos planteados en la agenda 2030 a nivel internacional está 
el número cinco, que hace referencia a lograr la igualdad de género y el empo-
deramiento de mujeres y niñas. Esta propuesta intenta que a través de acciones 
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concretas por parte de los Estados se elimine la discriminación contra las mujeres, 
ya que reforzar su posicionamiento económico y político es empoderarlas, lo que 
causará un efecto positivo en el crecimiento económico y social de las sociedades 
en general. Para ello, es importante garantizar el acceso a la salud, a la educación, 
al ingreso y a vivir una vida libre de violencia. 

Las metas propuestas son eliminar las diferentes formas de discriminación hacia 
las mujeres y niñas, erradicar las diferentes formas de violencia que sufren las 
mujeres y niñas en los diferentes espacios tanto públicos como privados, eliminar 
las prácticas culturales que afectan la dignidad (matrimonio infantil, mutilación 
genital, entre otras), reconocer los aportes que realizan las mujeres, y fomentar la 
participación plena y efectiva en igualdad de condiciones. 

De esta manera, en el marco de la agenda 2030, las metas propuestas a nivel in-
ternacional procuran que los países que se hayan comprometido con estos acuer-
dos lleven a cabo acciones que permitan alcanzar dichos planteamientos. Hay 
que destacar que, en México, como en otros países, los movimientos sociales han 
colocado en la agenda de las políticas públicas el tema de la equidad de género; 
como primer antecedente se puede mencionar que para 1974 se integraron —en 
el artículo 4.° (DOF 31.12.1974) de la Constitución mexicana— leyes que permi-
tieran atender la problemática y llevaran al diseño de instituciones y programas 
gubernamentales para dar atención a los problemas de género.

A continuación, se presenta una cronología de fechas donde se puede aprecia 
el proceso de fortalecimiento de las acciones gubernamentales dirigidas a las 
mujeres. Esto de acuerdo con la recuperación del planteamiento de Camarena, 
Saavedra y Ducloux (2014):

•	 Para 1980 se crea el Programa Nacional de Integración de la Mujer 
al Desarrollo. 
•	 En 2001 la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres (DOF12.01.2001). 
•	 En 2002 el Modelo de Equidad de Género (MEG).
•	 En 2006 la Comisión Especial para Conocer y Dar Seguimiento a 
las Investigaciones Relacionadas con los Feminicidios de la República 
Mexicana de la LIX Legislatura de la Cámara de Diputados.
•	 En 2006 la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia (DOF1.02.2007).
•	 El 3 de abril de 2007 la Integración del Sistema Nacional para Preve-
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nir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 
•	 A partir de 2007 se crean leyes a nivel de los 32 estados que prote-
gen el derecho humano de la mujer a una vida libre de violencia.
•	 En 2008 se crea la Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia 
contra las Mujeres y Trata de Personas, de la Procuraduría General de 
la República (31.01.2008, acuerdo A/024/08 de la PGR).
•	 En 2009 la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres, de la Secretaría de Gobernación (DOF01.06.2009).
•	 En 2009-2012 el Programa Nacional para la Igualdad entre Mujeres y 
Hombres (DOF18-08-2009). 
•	 En 2012 la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en 
Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia de Vícti-
mas de estos Delitos (DOF14.06.2012, reformada en 19.03-2014). 

Para dar cumplimiento a los acuerdos establecidos a nivel internacional, en el Plan 
Nacional de Desarrollo del presidente Andrés Manuel López Obrador (2019-2024) 
se ha considerado la perspectiva de género como eje de acción para dar cumpli-
miento a los acuerdos internacionales. El objetivo es atender los compromisos ad-
quiridos por el Estado mexicano en el marco de las convenciones internacionales, 
como la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW) y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belém Do Pará).

El plan implementará acciones dirigidas a reducir las brechas de desigualdad en-
tre mujeres y hombres, con el fin de alcanzar la igualdad sustantiva entre ambos 
géneros, en un marco de respeto a los derechos humanos de las mujeres y las 
niñas. Estas iniciativas buscan cumplir con los objetivos de la Agenda 2030 y los 
objetivos de desarrollo sostenible, que incluyen lo siguiente:

•	 En el ámbito económico, establecer condiciones de igualdad, así 
como el acceso a la propiedad y al control de las tierras y otros bienes, 
los servicios financieros, la herencia y los recursos naturales, de confor-
midad con las leyes nacionales.
•	 Fomentar el uso de las tecnologías, que permitan el empoderamiento 
de la mujer.
•	 Proponer y aprobar políticas y leyes que permitan la igualdad entre 
mujeres y hombres.
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También los dos expresidentes anteriores de México abordaron esta temática. Fe-
lipe Calderón en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2013, que consideró cinco 
ejes: estado de derecho y seguridad; economía competitiva y generación de em-
pleos; igualdad de oportunidades, que aborda temas relacionados con los pue-
blos indígenas; igualdad entre mujeres y hombres, que incluye cultura, arte, de-
porte y recreación; y sustentabilidad ambiental, así como democracia efectiva y 
política exterior responsable (Plan Nacional de Desarrollo 2007-2013).

Por su parte, en el gobierno de Enrique Peña Nieto, en el Plan Nacional de Desa-
rrollo 2013-2018, se consideraron cuatro ejes de análisis: inclusión, desigualdad y 
derechos sociales; políticas de educación, ciencia, tecnología e innovación; agen-
da económica y social; y política exterior y política internacional de México. Entre 
los objetivos estaban garantizar el ejercicio de los derechos sociales y promover 
a México a nivel internacional en los ámbitos económico, turístico y cultural (Plan 
Nacional de Desarrollo 2013-2018).

En cuanto al nivel estatal, Juan Sabines abordó los derechos de las mujeres indí-
genas en el Plan Estatal de Desarrollo. En este se consideró reconocer y garantizar 
sus derechos políticos, económicos, sociales y culturales; asegurar el acceso a los 
servicios públicos, como la salud y la educación; y garantizar la justicia y respetar 
su cultura mientras se fortalece el capital humano. Como objetivo final, se propuso 
investigar las condiciones que limitan las oportunidades de desarrollo y participa-
ción de las mujeres indígenas (Plan Estatal de Desarrollo 2007-2012).

En cuanto a la incorporación de las mujeres a la vida económica, se contempla la 
generación de acciones para promover una cultura de formación, capacitación y 
desarrollo profesional con perspectiva de género. Esto se reflejaría en una política 
salarial equitativa, capacitaciones con perspectiva de género y el diseño de un 
modelo de unidades de género para la administración pública estatal y municipal. 
Además, se establecen estrategias para facilitar el acceso a los servicios de salud 
sexual y reproductiva, capacitaciones a docentes con perspectiva de género y el 
acceso de las mujeres a los procesos de alfabetización (Plan Estatal de Desarrollo 
2007-2012).

Por otra parte, en el gobierno de Manuel Velasco se establecieron acciones para 
disminuir las brechas de género y favorecer la igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres con el fin de que ejercieran plenamente sus derechos. Por últi-
mo, en el plan de Rutilio Escandón se asume el enfoque de género.

Ahora bien, sobre todas las iniciativas anteriores, es importante conocer cómo las 
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perciben las mujeres indígenas y cómo se aplican en la región. 

No sé, para mí todavía falta porque también hay muchas cosas que 
hacemos y que no son valoradas como hablar, opinar, participar en las 
reuniones y no son tomadas en cuenta porque dicen que no es así, que 
no está bien, o también somos mal vistas que por qué hablan así si es 
una mujer... Yo veo que sí falta mucho. Y una parte es que las mujeres 
también necesitan una valoración en sí mismas, que sientan que sí pue-
den, que sí tienen el derecho. Porque yo veo que, en las comunidades, 
también las mujeres se conforman con lo que dicen los hombres, y no 
quieren participar, dicen que no pueden o que tienen miedo a no ser 
escuchadas, no ser valoradas (entrevista con Manuela, 2021).

En definitiva, podemos afirmar que los programas asistenciales que llegan a las 
localidades son vistos como ayudas del gobierno que, en algunos casos, sirven 
para cubrir sus necesidades básicas. 

Políticas públicas artesanales 

Las artesanías son una actividad local que genera ingresos para los artesanos y 
las artesanas indígenas y les permite establecer formas específicas de mercadeo 
y redes de apoyo para la producción y comercialización de sus prendas. La pro-
ducción de artesanías indígenas implica la creación de bienes útiles, rituales y 
estéticos que expresan la cultura de comunidades de origen étnico y están condi-
cionados por el medio ambiente físico y social en el que se desarrollan, transmitido 
de generación en generación (Herrera, 1989). 

A nivel internacional, la Unesco es el organismo encargado de reconocer el papel 
sociocultural y económico de las artesanías y de desarrollar acciones coherentes 
y concertadas para el desarrollo y fomento artesanal. En el ámbito nacional, el 
Fondo Nacional de Artesanía (FONART) es el programa encargado de fortalecer la 
producción y comercialización de artesanías. Esta institución fue creada en 1974 
con el fin de promover la producción artesanal y generar ingresos para las familias 
de los productores.

Entre las actividades que se llevan a cabo para el fomento del sector artesanal se 
encuentran la capacitación integral y asistencia técnica, apoyo para impulsar la 
producción, acopio de artesanías, promoción artesanal en ferias y exposiciones, 
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concursos de arte popular, apoyo a la salud ocupacional, corredores artesanales 
y financiamiento a proyectos artesanales estratégicos. Además, esta institución de 
gobierno también realiza ventas por consignación, apertura de mercados, venta 
en línea, organización de reuniones, foros, congresos y coloquios de especialis-
tas del sector, producción de materiales audiovisuales y publicación de textos 
especializados en temas artesanales, así como en materia de concientización y 
prevención de riesgos en el desarrollo de la actividad artesanal, dirigidos tanto a 
los artesanos y artesanas como al público en general.

A nivel estatal también se han llevado a cabo acciones para la protección de las 
artesanías, siendo el Instituto Casa de las Artesanías de Chiapas el encargado del 
fomento de la producción. Asimismo, en el estado se cuenta con el sello distintivo 
de Marca Chiapas, que es una iniciativa de gobierno y sociedad civil para posi-
cionar los productos y servicios chiapanecos, incluyendo los textiles. Con esto se 
busca mejorar los ingresos de los productores, así como el precio y la calidad de 
los productos.

Los gobiernos estatales han promovido el sector artesanal y han planteado accio-
nes dentro de los planes de desarrollo. En el Plan Estatal de Desarrollo de Juan 
Sabines Guerrero, que sirvió como instrumento rector de su política pública, en el 
apartado de Fomento a las Artesanías, se plantearon los siguientes objetivos:

• Fortalecer la producción artesanal. 
• Impulsar la calidad de los diseños artesanales. 
• Preservar el arte popular chiapaneco y como estrategia impulsar una 
difusión integral de nuestra cultura artesanal. 
• Distinguir a los adultos mayores artesanos del estado y como es-
trategia impulsar el reconocimiento de los adultos mayores artesanos 
precursores del arte popular. 
• Fortalecer la cultura popular chiapaneca a nivel estatal, nacional e 
internacional, mediante la promoción de la comercialización de la arte-
sanía chiapaneca, la creación de un museo etnográfico en Tuxtla Gutié-
rrez, la coordinación interinstitucional con academias e instituciones de 
investigación e integrando el acervo cultural artesanal. 
• Promover la presencia artesanal en los destinos turísticos más impor-
tantes de México. Desarrollar acciones que vinculen la actividad artesa-
nal con los diferentes destinos turísticos y promover la comercialización 
de productos artesanales en medios electrónicos. 
• Impulsar la defensa de los derechos de propiedad de los artesa-
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nos. Como estrategia se propuso una iniciativa de ley de protección y 
fomento a la actividad artesanal, así como el apoyo a los artesanos del 
estado solicitantes de trámites de registro ante el Instituto Mexicano de 
la Propiedad Industrial.

En cuanto al reconocimiento jurídico de la actividad artesanal en el estado de 
Chiapas, el entonces gobernador Manuel Velasco llevó a cabo la última reforma 
publicada. Posteriormente, el 31 de diciembre de 2019 se emitió el Decreto Núme-
ro 154, que establece que los textiles son la producción más destacada junto con 
otras actividades artesanales. Esto requiere atención para mejorar las condiciones 
de vida de los artesanos y artesanas, ya que esta ocupación es una fuente de in-
gresos para las familias.

Dentro del Plan Estatal de Desarrollo 2013-2018, el gobernador Manuel Velasco 
propuso —en el eje de Vida Digna, en la sección de Política Pública (Economía 
Social Sustentable)— dar atención al fomento y protección de las artesanías. El 
objetivo era integrar étnicamente y reconocer a los pueblos indígenas, artesanos 
y artesanas del estado como ejemplo de producción colectiva constante. Estas 
políticas se orientaron a la defensa de los derechos y cultura de los artesanos, 
teniendo como base legal la Ley de Protección a las Artesanías. Esta ley permite 
promover el desarrollo de la actividad en sus diversas modalidades y facilitar el 
acceso al financiamiento público y privado para mejorar las condiciones de pro-
ductividad, competitividad, rentabilidad y gestión en el mercado. Además, la ley 
impone al Estado y sus instituciones fomentar la actividad artesanal y la divulga-
ción de técnicas, desarrollando sus aptitudes y habilidades; promover y recuperar 
manifestaciones y valores culturales, históricos e identidad estatal, preservando 
sus usos, costumbres y tradiciones. Por último, esta ley permite la adopción de 
medidas necesarias para la salvaguarda de las artesanías como patrimonio cultu-
ral inmaterial. 

En cuanto al Plan Estatal de Desarrollo 2019-2024 del actual gobernador del es-
tado de Chiapas, Rutilio Escandón Navarro, no se mencionan estrategias especí-
ficas para la producción y comercialización de las artesanías, mucho menos para 
los textiles. Sin embargo, dentro del plan se aborda la identidad cultural, que esta-
blece la política pública del fomento a las manifestaciones culturales y artísticas, 
pluriculturalidad y preservación de la identidad.
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En lo que respecta a los apoyos y acciones del gobierno en el tema de las arte-
sanías, algunas mujeres entrevistadas mencionaron que se han beneficiado o han 
escuchado que a otras mujeres las han apoyado principalmente en materiales 
como hilos, telas, máquinas de coser e insumos; capacitación para la elaboración 
de nuevos diseños, combinación de colores y calidad; y en la comercialización se 
les ha brindado capacitación para la atención de clientes, promoción de los pro-
ductos, estrategias comerciales, espacios para la venta, exposiciones y ferias. A 
su vez, hay quienes han asistido a talleres donde les han hablado de género, de-
rechos y autoestima. Sin embargo, al ser tan grande la demanda de mujeres que 
se quieren beneficiar, el apoyo no llega a todas y se diluye ante las necesidades 
de las artesanas.

En cuanto a los programas de apoyo para la producción de textiles, las artesanas 
refieren que conocen algunos. Por ejemplo, Eustaquia se vio beneficiada del pro-
grama de FONART a través de concursos de textiles. También está el grupo de 
Tania, que recibió capacitaciones en nuevos diseños y derechos de las mujeres, y 
el caso Merit, que trabajó en dos instituciones (el Chiapaneco de Cultura y la Casa 
de las Artesanías), y realizaba compras de artesanías en diferentes regiones del 
estado de Chiapas. Estas acciones son un ejemplo de las actividades que realizan 
las instituciones gubernamentales para la implementación de sus políticas públi-
cas en el territorio de los Altos de Chiapas.

En Sna Jolovil tenían contacto con FONART, en la Ciudad de México. 
Ahí lo mandamos mi huipil tradicional, fue como en el 96 o 97. De ahí 
ganó y fuimos. Creo que la primera vez que entré en avión y tuve mie-
do. Fui por la premiación. Y sí, seguía, seguía cada año. Nada más que 
no cada año da el premio a la misma persona, como que hay muchas 
artesanías. Y así, así voy trabajando (entrevista con Eustaquia, 2021). 

Fui recibiendo talleres por parte de FONART, terminados y acabados, 
como la puntada invisible, que si la costura francesa, el punto atrás. Y 
ya fui mejorando mis terminados, aparte de que ya lo doblaba a máqui-
na, pero pues a mano todavía no tenía un bonito terminado. Entonces 
eso nos enseñaron. Eran capacitaciones constantes (entrevista con Ta-
nia, 2021).

Los apoyos que han recibido las mujeres de manera individual o grupal les han 
permitido salir a otros lugares a vender, lo que les brinda la posibilidad de conocer 
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a otras mujeres y contactar a potenciales clientes. Así es como estos programas 
han permitido promover las artesanías chiapanecas en distintos lugares. 

En FONART parece que sí dieron un poquito para empezar como a 
hacer las prendas… Todo era como que no sacabas nada, nada, nada; 
ellos te traían el material para hacer las muestras y ya después como 
que te abrían el mercado, que eran estas ferias. Lo que sí es que tal 
vez en esas ferias la gente que llegaba no alcanzaba el precio de los 
productos, o sea, un precio justo. Entonces era lo que faltaba en esas 
ferias. Pero todo bien. Lo que sí es que te pagaban independientemente 
de vendes o no vendes, es que te pagaban el pasaje, la comida y bus-
caban un lugar donde quedarse, entonces como que no pasaba mucho 
si vendías poquito, porque te pagaban y cubrían todo. Porque si nos 
fuéramos solitas a la feria y tuviéramos que pagar todo nuestro viaje, ya 
no nos saldría (entrevista con Tania, 2021). 

Las artesanas reconocen que las instituciones gubernamentales están llevando 
a cabo acciones para fortalecer la actividad artesanal, lo que les ha permitido 
posicionar sus productos y establecer relaciones con entidades relacionadas con 
el sector artesanal, como FONART, la Casa de las Artesanías y la Secretaría de 
Pueblos Indígenas y Afromexicanos (INPIA). Sin embargo, las mujeres entrevista-
das señalan que desconocen o no han escuchado nada sobre la protección de los 
textiles por parte de las instituciones gubernamentales.

En este sentido, RECOSUR (Red de Cooperativas del Sur) se ha involucrado en di-
versas iniciativas para la protección de las artesanías, principalmente en cuestio-
nes de plagio. Han iniciado un proceso legislativo a nivel nacional, pero aún queda 
mucho trabajo por hacer a nivel local y comunitario para que otras organizaciones 
de mujeres, artesanas y actores locales se involucren en estas demandas.

Me he enterado de esta situación, como por ejemplo las cuestiones de 
plagio que ha habido. Sí hay gente que se está dedicando actualmente 
como a generar, no tanto como leyes, pero sí ya como ciertas normas 
en cuanto a las cuestiones de plagio y se van a ver ahora en noviembre 
en la Ciudad de México, en donde participa la Secretaría de Cultura 
y un gremio de artesanos que van a poner en la mesa este tema, que 
considero es importante porque van a seguir pasando estos casos. Es 
como muy de allá arriba; ya quisiera ver cómo se va a aterrizar en las 
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comunidades. Conozco porque como estoy en redes sociales, sigo sus 
proyectos, pero sí son personajes que están metidos en la actividad 
textil: Martha Turok, Susana Harp y artesanos de varios estados, todo 
esto más a nivel nacional; aquí en San Cristóbal ninguna organización 
(entrevista con Tania, 2021).

En la demanda de protección de los textiles artesanales, la organización de muje-
res se encuentra en una fase incipiente de trabajo. Tanto los gobiernos nacionales 
como estatales han emprendido acciones para la defensa, promoción y rescate 
de las artesanías. No obstante, quedan pendientes varias medidas para dignifi-
car esta actividad por parte del Estado y de los propios productores, tales como 
mejorar las condiciones de producción, establecer criterios para precios justos, 
proporcionar servicios de salud adecuados para enfermedades ocasionadas por 
la actividad de tejer y bordar, y fijar un sistema de apoyo para el retiro de los arte-
sanos. Todas estas cuestiones están siendo abordadas de manera organizada por 
los miembros de este gremio.

Tienen que vender a un precio justo, que haya todas las oportunidades 
para todas las artistas, que tengan una mejor salud, que se le respete 
su derecho a una salud digna, mejor atención en las clínicas. Yo creo 
que son de las cosas que el gobierno tampoco se da cuenta lo que 
pasa con las mujeres; cuando tienen algún problema no pueden aten-
derse porque pierden la vista, tienen problemas en la columna y no hay 
esa atención, las mujeres hacen lo que pueden porque no tienen ningún 
seguro social, o si hay, no hay medicamentos. Sería una opción para mí 
porque ni los gobiernos de sexenios anteriores han hecho, o si lo han 
hecho no se han beneficiado todos los grupos (entrevista con Rosalin-
da, 2021).

En cuanto a la protección de los textiles artesanales chiapanecos, se han for-
mulado leyes a nivel estatal que buscan mejorar las condiciones de producción, 
comercialización y revalorización de las prendas. No obstante, la apropiación, co-
nocimiento e involucramiento de las artesanas en estas leyes sigue siendo inci-
piente. Además, se ha prestado poca atención a la protección contra el plagio y 
la apropiación indebida del conocimiento tradicional plasmado en los productos 
artesanales. Consideramos que estos derechos deben ser legislados de manera 
específica fuera del marco de la propiedad intelectual y los derechos de autor, 
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y más bien como derechos sociales, a la manera del derecho agrario y laboral, 
o como los DESCA (derechos económicos, sociales, culturales y ambientales), 
como derechos humanos.

Conclusiones 

En la región de los Altos de Chiapas, diversos actores convergen en interacciones 
que permiten dar cuenta de las especificidades del espacio, entre ellos, gobierno, 
sociedad civil, artesanas, compradores, intermediarios y empresas. La produc-
ción de textiles se ha convertido en un medio importante para el empoderamiento 
económico de las mujeres indígenas, lo que ha promovido la participación de di-
versos programas e instancias nacionales y estatales —como FONART, Secretaría 
de Pueblos Indígenas y Afromexicanos (INPIA), Casa de las Artesanías y Marca 
Chiapas—, que llevan a cabo acciones de compra de artesanías, promoción, res-
cate y premiación de los mejores artesanos. Estas iniciativas tienen como objetivo 
incidir en el fortalecimiento económico de las familias chiapanecas.

La producción de textiles artesanales implica varios aspectos, desde la identi-
dad de ser mujer indígena artesana hasta la producción como actividad que se 
transmite de generación en generación, lo que está íntimamente relacionado con 
la historia y tradición oral colectiva de un pueblo. Asimismo, la comercialización 
de los textiles artesanales ha permitido satisfacer las necesidades básicas de las 
artesanas y sus familias, así como tomar decisiones respecto a los ingresos que 
generan. Sin embargo, a pesar de los esfuerzos gubernamentales, la protección 
contra el plagio y la apropiación indebida del conocimiento tradicional de las arte-
sanas sigue siendo un tema pendiente de legislación específica fuera del marco 
de la propiedad intelectual y de los derechos de autor, y más bien como un dere-
cho social a la manera del derecho agrario y laboral o como los DESCA (derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales) como derechos humanos.

Por otra parte, aunque las mujeres puedan tener ingresos económicos, el papel de 
cuidadora del hogar y la familia sigue siendo significativo, a lo que se debe sumar 
el rol de proveedora, lo que aumenta su carga de trabajo y genera una desigual-
dad en la participación económica.

En relación con la percepción de las acciones y programas gubernamentales, las 
mujeres presentan una amplia gama de opiniones. Al analizar sus narraciones, se 
observa que han tenido contacto con diversos programas de apoyo al artesano, 
proyectos productivos artesanales, capacitaciones, participación en ferias, com-
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pras de prendas, o actividades financiadas por FONART, Casa de las Artesanías, 
Marca Chiapas e INI (actualmente SEPI, Secretaría de Pueblos Indígenas), las 
cuales son las instituciones que más se relacionan con los temas de las artesanías 
textiles y las mujeres indígenas.

Finalmente, las mujeres mencionan de manera reiterada que enfrentan dificultades 
para acceder a los beneficios debido a los trámites engorrosos, el papeleo y los 
procesos que desconocen y les resultan complicados. En este sentido, los requi-
sitos que se establecen en las convocatorias de los apoyos no se traducen a su 
lengua, y si se les aprueban los apoyos, los mecanismos de comprobación y sus 
evidencias no reflejan su realidad. Esta gestión de recursos implica que deben 
realizar salidas y cooperaciones cuando trabajan en grupos colectivos para que 
puedan viajar las representantes. Si no resultan beneficiadas con el apoyo, esto 
genera conflictos entre las mujeres, ya que —en su percepción— se pierde un re-
curso que fue fruto de la cooperación de todas. Esto deja en el proceso de gestión 
de recursos la generación de expectativas posibles o irrealizables.
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Resumen

Las mujeres indígenas que son migrantes, tienen una situación económica pre-
caria y desempeñan trabajo doméstico, etc., enfrentan tres momentos críticos en 
su vida: vivir en su lugar de origen, el trayecto migratorio y la inserción laboral. 
Cada uno de estos momentos tiene intersecciones que, al ser analizadas con un 
enfoque adecuado, permiten visibilizar necesidades, vulnerabilidades y discrimi-
naciones. Esto, a su vez, facilitaría la elaboración de estrategias para garantizar 
una vida digna, incluyendo acceso a un trabajo digno y mayores oportunidades.

Por tal motivo, el objetivo de este capítulo es analizar, desde una perspectiva 
transversal e interseccional, ciertas políticas públicas en materia de trabajo do-
méstico a nivel estatal. Para ello, se estudiarán aspectos que conforman la teoría 
de la interseccionalidad y que servirán como criterios de análisis para determinar 
la aplicación de esta perspectiva en las políticas objeto de estudio.

Palabras clave: interseccionalidad, mujeres indígenas, políticas públicas, género, 
derechos humanos.
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Abstract

Indigenous women who also have characteristics such as being migrants, having 
a precarious economic situation and being workers who perform domestic work, 
among others at the same time, find three moments of inflection in their lives that 
must be considered, such as: life in their place of origin, the migratory path and 
the labor insertion, each one of them presents intersections, which when analyzed 
through an adequate approach, manage to make visible needs, vulnerabilities and 
discrimination, which would allow to propose strategies that could guarantee a 
life dignified, such as decent work, and increased opportunities. This is how this 
chapter aims to analyze, from a transversal and intersectional perspective, certain 
public policies on domestic work at the state level. For this, aspects that make up 
the theory of intersectionality will be studied and that will serve as analysis criteria 
in order to determine the application of this perspective in the policies under study.

Keywords: Intersectionality, indigenous women, public policies, gender, human 
rights.

Introducción

Los problemas sociales afectan a la población en diversos aspectos. Para abor-
darlos, a lo largo del tiempo se han diseñado legislaciones y políticas públicas que 
buscan brindar atención. Sin embargo, algunas temáticas han sido ignoradas por 
las administraciones en turno o invisibilizadas por falta de interés y por diagnósti-
cos inadecuados. En consecuencia, poblaciones en situación vulnerable se han 
quedado fuera de los programas y planes gubernamentales, ya que sus necesi-
dades no llegan a la agenda pública. Aunque algunas políticas intentan dirigirse a 
atenderlas, pueden presentarse fallos en algún momento, sobre todo en la etapa 
del diseño.

En México se han establecido políticas públicas enfocadas en mujeres indígenas 
y sus necesidades, especialmente en el mercado laboral del empleo doméstico. 
Estas políticas, denominadas por la legislación federal como personas trabajado-
ras del hogar, han mejorado sus prestaciones de ley, aunque no logran atender de 
manera integral sus necesidades desde el punto de vista migratorio.

Por lo tanto, es importante presentar y comprender los diferentes enfoques nece-
sarios para elaborar políticas públicas adecuadas que promuevan oportunidades 
de desarrollo para mujeres indígenas que migran de manera interna desde sus co-
munidades y se insertan laboralmente en zonas urbanas. Para ello, se presentan 
tres puntos importantes donde se intersectan características individuales, identi-
dades, contextos y amenazas al ejercicio pleno de sus derechos y desarrollo.
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Las políticas públicas, su ciclo y su mirada histórica

Las políticas públicas son “un conjunto de acciones y decisiones llevadas a cabo 
por diversos actores con la finalidad de resolver un problema definido política-
mente como público” (Subirats, 2008, p. 127). Aun así, es importante decir que, en 
primer lugar, dentro del presente trabajo, emplearemos el término agenda pública, 
es decir, “el conjunto de cosas que han de ser llevadas a cabo, que se procurarán, 
se intentarán, casas en las que se pondrá empeño” (Maldonado y Casar, 2008, p. 
210). Es a partir de esta agenda que surgen las políticas, las cuales deben incluir 
temas trascendentales en el desarrollo de una región, a través del análisis tanto 
cuantitativo como cualitativo, ya que estos darán cuenta del diagnóstico completo 
del contexto en el que las problemáticas se desarrollan y cómo pueden atenderse. 

Es decir, la constitución y definición de los problemas públicos es un proceso 
que también forma parte de la política y que influirá, e incluso determinará, a los 
actores involucrados en ella, así como la naturaleza de las acciones concretas 
emprendidas (planes, programas, etc.). Dichos planes o programas materializan 
la serie de acciones que se plantean para atender cierta problemática, aunque 
estos deben ser parte de un proceso bien sistematizado que tome en cuenta los 
contextos específicos.

De acuerdo con la perspectiva constructivista, la clasificación social y posterior-
mente política (al ser reconocida con dicha calidad) resulta ser una construcción 
colectiva, lo cual se vincula con las percepciones, intereses y valores de todos los 
actores que están involucrados. En el caso de las mujeres provenientes de una co-
munidad indígena, la exigencia de derechos de forma colectiva ha sido una pieza 
importante para la consecución del reconocimiento de dichos derechos.

Es así como “la realidad social se aprehende como una construcción histórica, ya 
que tiene una ubicación en el tiempo y el espacio” (Subirats et al., 2008, p. 128). 
Esto permite ver el contexto de una región desde ambos ámbitos (social e históri-
co) y sirve para entender las necesidades que se presentan.

La migración interna de las jóvenes mujeres indígenas como punto pendiente y urgente

Los grupos en situación de vulnerabilidad pueden estar invisibilizados, como es el 
caso de las mujeres indígenas, en particular las que migran internamente, quienes 
sufren violaciones a sus derechos humanos en diversos momentos debido tanto a 
la violencia estructural como a las prácticas culturales de su comunidad. Por ello, 
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es necesario un enfoque que tenga en cuenta las múltiples características de este 
grupo para analizar sus necesidades y construir políticas públicas adecuadas.

Es importante destacar que estas mujeres presentan las siguientes característi-
cas: son mujeres jóvenes procedentes de una población indígena con una situa-
ción económica precaria que migran internamente para atender necesidades fa-
miliares, y en muchos casos, toman esa decisión cuando aún son niñas. Además, 
durante su trayecto migratorio, se encuentran en una situación de vulnerabilidad 
y enfrentan diversos riesgos. Luego, una vez en su lugar de destino, pueden ser 
víctimas de violaciones a sus derechos, discriminación o violencia al intentar inte-
grarse a una sociedad con costumbres diferentes a las suyas.

A menudo, estas mujeres terminan trabajando en labores domésticas, actividad 
que en nuestro país no suele respetar sus derechos laborales. Asimismo, se ven 
forzadas a abandonar el hogar familiar como medio de supervivencia o debido a 
factores estructurales que dificultan considerar que su decisión de migrar haya 
sido libre.

Los enfoques de las políticas públicas importantes para el tema

En cuanto al abordaje de las problemáticas de las mujeres indígenas en algunas 
políticas públicas mexicanas, se observan deficiencias en todo el ciclo de cons-
trucción que resultan en la falta de atención a sus necesidades, ya que no se 
consideran su perspectiva, costumbres ni situación de vulnerabilidad. Por ejem-
plo, en el caso de la migración voluntaria, no se aborda su tránsito rural-urbano ni 
las dificultades de inserción laboral. Además, no se contempla la situación de las 
mujeres que son forzadas a migrar, comprendiendo las causas específicas que las 
orillan a tomar esa decisión, como un plan familiar o la violencia de estructuras y 
comunidades en las que viven. Esto da lugar a nuevas causas de migración que 
deben ser analizadas.

Aunque se ha hablado de la necesidad de emplear otros enfoques en el diseño 
de políticas, es importante mencionar cuatro que podrían ayudar a mejorar su efi-
cacia:
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Enfoque de género

El enfoque de género se centra en las relaciones desiguales entre géneros y en las 
estructuras que ocasionan desigualdad. Según Guzmán (2001), “los cambios en 
las relaciones de género requieren transformaciones profundas de las estructuras 
existentes” (p. 18). Al respecto, es necesario hablar de perspectivas que permitan 
dar mayores oportunidades a las mujeres indígenas, sobre todo en cuanto a las 
estructuras que generan desigualdades.

Actualmente, se han logrado avances en el uso del enfoque de género durante el 
proceso legislativo, en el análisis y elaboración de sentencias judiciales, y en la 
construcción de políticas públicas. Este enfoque permite visibilizar las diferencias 
en razón de género que se presentan en distintas problemáticas y temas, por lo 
que se considera una perspectiva transversal en la legislación, planes federales y 
estatales, empleada en todas las esferas y niveles del Gobierno.

Enfoque de derechos humanos

En el enfoque de derechos humanos, los planes y programas deben estar funda-
dos en estándares, recomendaciones, decisiones, interpretaciones y sentencias 
emanadas del Sistema Interamericano, especialmente en una región. Es importan-
te especificar que una política pública con enfoque de derechos humanos debe 
contemplar el conjunto de decisiones y acciones que el Estado diseña, implemen-
ta, monitorea y evalúa, a partir de un proceso permanente de inclusión, delibera-
ción y participación social efectiva. Lo anterior con el objetivo de proteger, promo-
ver, respetar y garantizar los derechos humanos de todas las personas, grupos y 
colectividades que conforman la sociedad, bajo los principios de igualdad y no 
discriminación, universalidad, acceso a la justicia, rendición de cuentas, transpa-
rencia, transversalidad e intersectorialidad (CIDH, OEA, 2018).

En tal sentido, resulta esencial continuar avanzando en la observancia de este 
enfoque para garantizar en la mayor medida posible el cumplimiento de los de-
rechos humanos en todo ámbito, incluida la elaboración de políticas públicas. Se 
deben considerar los estándares mínimos de derechos humanos que rigen a nivel 
mundial, es decir, aquellos relativos al respeto de los pueblos y mujeres indígenas, 
establecidos de manera no limitativa en la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.
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Enfoque interseccional

Según Muñoz Cabrera (2011), el término interseccionalidad fue acuñado por Kim-
berlé Williams Crenshaw en 1995. Crenshaw lo definió como un “sistema complejo 
de estructuras de opresión que son múltiples y simultáneas” (p. 10), en el contexto 
de la violencia sufrida por las mujeres afrodescendientes en Estados Unidos. El 
concepto se hizo más relevante durante la Conferencia Mundial contra el Racismo, 
la Discriminación Racial, la Xenofobia y Otras Formas Conexas de Intolerancia en 
Durban en 2001 (Faúndez y Weinstein, 2011).

La interseccionalidad es considerada una herramienta y un método para lograr la 
justicia de género y económica. Además, es esencial para la elaboración de polí-
ticas públicas, ya que permite considerar varios aspectos a la vez. La interseccio-
nalidad también es importante en temas de derechos humanos e interculturalidad. 
Según la Asociación para los Derechos de la Mujer y el Desarrollo (2004), “la inter-
seccionalidad es una herramienta analítica para estudiar, entender y responder a 
las maneras en que el género se cruza con otras identidades y cómo estos cruces 
contribuyen a experiencias únicas de opresión y privilegio” (p. 1).

Esta perspectiva considera múltiples factores al mismo tiempo, lo que permite 
analizar las problemáticas desde una visión especializada de la población de es-
tudio y su contexto. Por lo tanto, es necesario emplear la interseccionalidad en la 
presente investigación, especialmente para caracterizar a la población de mujeres 
indígenas migrantes descrita anteriormente.

Figura 1. Perspectiva interseccional

Fuente: Elaboración propia
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Esta perspectiva tiene como objetivo principal analizar las diversidades y desven-
tajas a las que se enfrentan ciertos sectores de la población, a través de factores 
como la identidad, la diversidad, la multiculturalidad y contextos históricos, socia-
les y políticos distintos. De esta forma, es una perspectiva activa que permite iden-
tificar diferencias y similitudes significativas, lo cual ayuda a construir propuestas 
para posibles políticas públicas que coadyuven a resolver problemáticas sociales, 
como la desigualdad y la discriminación.

Enfoque de seguridad humana

Además del enfoque interseccional como herramienta de análisis idónea para vi-
sibilizar las características de las mujeres indígenas, es importante considerar la 
multiplicidad de características de las personas o grupos, así como las distintas 
formas de vulneración de sus derechos que determinan su contexto. Para ello, se 
puede emplear el concepto de seguridad humana, el cual no se refiere a temas de 
defensa por la soberanía, territorialidad y poderío militar, sino a la protección del 
Estado hacia el ser humano frente a amenazas como la pobreza mundial, el tráfico 
de drogas, las enfermedades, el cambio climático, la migración ilegal o el terroris-
mo (Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo [PNUD], 1994).

Durante la Cumbre del Milenio en el año 2000, se conformó la Comisión sobre la 
Seguridad Humana de las Naciones Unidas (CHS por sus siglas en inglés), la cual 
define la seguridad humana de la siguiente forma:

La seguridad humana consiste en proteger la esencia vital de todas las 
vidas humanas de una forma que realcen las libertades humanas y la 
plena realización del ser humano. Seguridad humana significa proteger 
las libertades fundamentales: libertades que constituyen la esencia de 
la vida. Significa proteger al ser humano contra las situaciones y las 
amenazas críticas (graves) y omnipresentes (generalizadas). Significa 
la creación de sistemas, políticas, sociales, medioambientales, econó-
micos, militares y culturales que en su conjunto brinden al ser humano 
las piedras angulares de la supervivencia, los medios de vida y la dig-
nidad (CHS, 2003, p. 4).

En 2005, se dio un paso importante en la institucionalización de la seguridad hu-
mana, entendida como el derecho a vivir libres del temor y la miseria. Sin embargo, 
definir la seguridad humana no fue una tarea fácil. En 2006, México jugó un papel 
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importante en este sentido al establecer el grupo de 34 miembros denominado 
Amigos de la Seguridad Humana (FHS), que nuestro país copresidía junto con 
Japón. Su finalidad era lograr un concepto común acerca de la seguridad humana 
para los estados miembros y sumar esfuerzos para integrarlo a las actividades de 
las Naciones Unidas.

El concepto de seguridad humana establece que el Estado debe proteger la esen-
cia vital de todas las vidas humanas, realzando las libertades humanas y la plena 
realización del ser humano. En su explicación se integran tres tipos de libertades: 
la libertad del miedo (conflictos, armas, crimen), la libertad de la necesidad o de 
la miseria (pobreza, enfermedades, medio ambiente) y la libertad para vivir con 
dignidad (discriminación, exclusión, derechos humanos). Este artículo se centra 
especialmente en esta última libertad, y se destaca que la elaboración de políticas 
públicas que permitan la construcción del proyecto de vida con un enfoque de de-
rechos humanos es esencial para materializar la libertad para vivir con dignidad.

En tal sentido, se establecen ciertas estrategias hacia donde deben enfocarse los 
esfuerzos para su consecución: 

•	 Estrategias de protección: Estas deben ser empleadas para resguar-
dar a la población de las amenazas contra cualquier vulneración a las 
diversas dimensiones que se consideran en su concepto mediante di-
versas medidas y cooperación entre la esfera pública y privada.
•	 Estrategias de empoderamiento: El concepto se ha empleado con 
frecuencia en la doctrina relativa al género, y consiste en habilitar a las 
personas para sobreponerse a las situaciones difíciles en las que se 
puedan ver envueltas para que sean “artífices de su propio destino”. La 
estrategia habilita a las personas en el logro del desarrollo de sus po-
tencialidades, así como su participación en el diseño y ejecución de las 
soluciones necesarias para su seguridad humana y de otras personas 
(Human Security Unit, 2010).

 

Las dimensiones de la seguridad humana son aquellos aspectos que, si son res-
petados, garantizan el acceso a una vida digna para las personas. Podemos partir 
de derechos básicos como la salud, la alimentación o la educación; sin embargo, 
el incumplimiento de alguno de estos aspectos altera las oportunidades que al-
guien tiene de plantearse un proyecto de vida.
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Figura 2. Dimensiones de la seguridad humana

Fuente: Elaboración propia

El reto de la invisibilización en la elaboración de las políticas públicas

Una problemática inicial en este tema es la dificultad para visibilizar a las mujeres 
indígenas. Esto se debe a su ausencia en las estadísticas de una manera más 
específica, así como a la falta de representación en los diagnósticos que se llevan 
a cabo, e incluso ante el hecho de que sus dinámicas sociales y económicas ten-
drían mucho que aportar para entender y atender las necesidades de la población.

La falta de inclusión de las mujeres indígenas en las mediciones estadísticas no 
puede justificar la problemática, pero sí evidencia su invisibilización. Esto impide 
la identificación de la situación de pobreza, inequidad y violencia que enfrentan, 
datos que serían fundamentales para sustentar políticas públicas que puedan 
atender sus necesidades. Por lo tanto, el papel que el Estado juega en esta situa-
ción es trascendental y constituye una de sus obligaciones pendientes.

A nivel internacional, existen diversos instrumentos que se pueden revisar. Por 
ejemplo, el Convenio 169 de la OIT nos permite identificar, mediante criterios ope-
rativos, a las mujeres indígenas. Si estos criterios se tomaran en cuenta en la me-
todología de investigación de los análisis actuales, se podrían detectar diversas 
categorías de gran provecho. A continuación, se enlistan las características men-
cionadas anteriormente:

1. Reconocimiento de la identidad.
2. El origen común.
3. La territorialidad.
4. La dimensión lingüístico-cultural (Comisión Económica para América 
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Latina y el Caribe [CEPAL], 2014; Schkolnik, 2000; Schkolnik y Del Popolo, 
2005).

Necesidad de políticas públicas con el análisis interseccional

Como hemos mencionado anteriormente, las mujeres indígenas que migran in-
ternamente desde niñas para trabajar en el hogar son vulnerables debido a su 
género, edad, etnia y condición socioeconómica.

En cuanto a la metodología para el diseño de políticas públicas relacionadas con 
la migración interna de las mujeres indígenas y las problemáticas que pueden pre-
sentarse, es necesario contar con una perspectiva interseccional que considere 
todas las circunstancias, incluyendo el género, la etnia y los derechos humanos, 
para tener una visión más amplia de la identidad de cada persona y sus necesi-
dades.

Además, se deben tener en cuenta tres momentos clave en el contexto de la migra-
ción interna de este grupo social: la vida en el lugar de origen, el desplazamiento 
de la zona rural a la urbana y la inserción laboral. Para facilitar la inserción laboral 
y combatir la segregación ocupacional, la discriminación salarial y la inseguridad 
laboral, se necesitan políticas de apoyo o asistencia a las mujeres, que incluyan 
capacitación profesional, promoción de la inserción en carreras no tradicionales, 
incremento del liderazgo empresarial femenino e implementación de políticas de 
conciliación entre trabajo y familia.

A lo largo del tiempo, se ha buscado transversalizar la perspectiva de género, lo 
que implica un proceso de valoración de las necesidades de hombres y mujeres 
en la elaboración de legislación o de acciones concretas en políticas públicas en 
cualquier nivel de gobierno o sector del ámbito público o privado. Además, se 
deben implementar mecanismos provisionales que permitan la igualdad en el ac-
ceso a oportunidades y el desarrollo individual y comunitario.

Ante ello, podemos pensar en múltiples dificultades y retos contra los cuales las 
instituciones aún luchan debido al desconocimiento o las resistencias, incluyendo 
aquellas de carácter presupuestal. Si bien todavía queda mucho camino por reco-
rrer en ese sentido, la transversalización del género se ha ido institucionalizando 
en algunos ámbitos más que en otros. En tal sentido, hemos adoptado el enfoque 
interseccional, el cual nos permite observar otras desigualdades y discriminacio-
nes que no solo surgen del género, sino también de la interculturalidad y de múlti-
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ples situaciones de vulnerabilidad y violación de derechos humanos.

En el caso de nuestra población de estudio, se encuentra en múltiples contextos y 
estructuras que pueden violar sus derechos y presenta diversas necesidades que 
se deben analizar. Esto no implica mantener un enfoque único al abordar proble-
máticas complejas como esta, ya que todos buscan garantizar el acceso a dere-
chos y oportunidades para personas y grupos de personas. Sin embargo, el en-
foque interseccional, en este caso concreto, permite observar cómo los diferentes 
momentos y escenarios afectan de manera diferente a las personas al considerar 
su etnia, género, raza o edad.

Por eso, una mujer indígena, pobre, migrante del sur de México y menor de edad 
debe ser escuchada desde esta intersección de características sociales, ya que 
la política pública puede intervenir en los tres momentos de su vida que implican 
puntos de inflexión

Proyecto de vida y desarrollo

El análisis del concepto de proyecto de vida ha sido abordado por autores como 
Fernández Sessarego, Calderón Gamboa y la Corte IDH en sus sentencias repara-
torias. La construcción de un proyecto de vida se ha vuelto necesaria en el marco 
del desarrollo de la sociedad, pero respetando los derechos humanos, y se enfoca 
en la realización personal como prioridad, por lo que es necesario diagnosticar su 
construcción utilizando los principios del enfoque de seguridad humana, que es 
multidisciplinario.

El proyecto de vida busca la realización personal a través de las opciones a las 
que una persona puede acceder para lograr sus objetivos y metas. Por lo tanto, se 
trata de un resultado probable, no solo posible, en el desenvolvimiento de la vida 
de la persona.

Para construir un proyecto de vida, es importante considerar diversos aspectos 
y enfoques, para proteger el derecho al desarrollo humano. En este sentido, la 
seguridad humana implica repensar el concepto de seguridad, dejando de lado 
su sentido territorial y soberano del Estado, para proteger al ser humano de las 
amenazas que podrían afectar su desarrollo y realización como persona, en este 
caso particular, aquellas que mermen su capacidad para elaborar un proyecto de 
vida digno.

Para elaborar un diagnóstico de la región de estudio de las mujeres indígenas y 
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la migración interna, es necesario analizar las historias de vida para determinar 
cómo las amenazas a los derechos humanos han afectado la construcción de su 
proyecto de vida. El proyecto de vida, por supuesto, es subjetivo y depende de 
las características particulares de cada persona. Por lo tanto, para su reparación 
se deben prever elementos reales y concretos que le dan sentido a la vida de la 
persona, las opciones que tenía y la probabilidad de que se cumplieran para su 
desarrollo personal (Fernández Sessarego, 2007).

El proyecto de vida consiste en un plan concreto y realizable que tenga elementos 
visibles y viables para alcanzarlo. “Atiende a la realización integral de la persona 
afectada según su vocación, aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspira-
ciones, que le permiten fijarse razonablemente determinadas expectativas y acce-
der a ellas” (Calderón Gamboa, 2005, p. 41)

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha pronunciado su opinión sobre 
el proyecto de vida, indicando que este “atiende a la realización integral de la 
persona afectada, según su vocación, aptitudes, circunstancias, potencialidades 
y aspiraciones, que le permiten fijarse razonablemente determinadas expectativas 
y acceder a ellas” (Caso Loayza Tamayo vs Perú, párr. 147).

A través de sus sentencias, la Corte Interamericana ha construido un concepto 
alrededor del proyecto de vida, el cual ha evolucionado en el marco de la teoría de 
las reparaciones, a pesar de que se considera que cuenta con aspectos bastante 
subjetivos.

Otro concepto importante para analizar es el del derecho al desarrollo humano, el 
cual se relaciona directamente con el enfoque de seguridad humana que se em-
plea en el presente capítulo. El derecho al desarrollo humano es uno de los resul-
tados que se esperan al tomar en cuenta las múltiples dimensiones y las libertades 
primordiales de dicho enfoque.

El pensamiento de Amartya Sen sentó las bases de la teoría del desarrollo huma-
no y propuso una concepción distinta para medir y abordar el desarrollo. En este 
enfoque, se deja atrás la visión economicista por una visión holística o integral 
centrada mayormente en el ser y hacer del ser humano, a partir de su bienestar y 
capacidades. La participación institucional juega un papel trascendental en este 
enfoque (Sen y Nussbaum, 1993).

Por otra parte, es necesario mencionar que, cuando cambian de residencia, las 
mujeres indígenas ven violado su derecho a la educación, dado que tanto las 
condiciones estructurales en las que viven como la decisión de sus padres o tuto-
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res las obliga a dejar los estudios e ir a vivir a un nuevo municipio, e incluso a un 
nuevo estado. Esto resulta estar lejos de ser una simple migración económica para 
convertirse, al menos de facto, en un desplazamiento regional interno, aunque la 
legislación no la ampare como tal.

Además, el difícil acceso a la educación formal e informal es otro de los aspectos 
que las mujeres indígenas identifican frecuentemente como una limitación para la 
participación, y que se deriva de un escenario histórico marcado por el racismo 
y la discriminación. De hecho, la falta de formación se vincula también con “las 
barreras lingüísticas que enfrentan y la falta de acceso a las nuevas tecnologías 
de la información” (CEPAL, 2014, p. 28).

De esta forma, las opciones se ven disminuidas y el desarrollo profesional parece 
ser inalcanzable, sobre todo porque en muchos casos estas mujeres, siendo ni-
ñas, son llevadas a otro lugar exclusivamente con fines laborales en los que las re-
des migratorias, preponderantemente familiares, tienen mucha relevancia, ya que 
en dichos casos son miembros de su familia quienes las trasladan y les enseñan 
el oficio.

Tomar en consideración aspectos como las redes migratorias resulta beneficioso, 
ya que son conjuntos de lazos interpersonales que conectan a los migrantes con 
otros que los precedieron y con no migrantes en las zonas de origen y destino me-
diante nexos de parentesco, amistad y paisaje (Durand y Massey, 2003, citados 
en Cárdenas, 2014). Estas redes migratorias se dan a través de que las mismas 
mujeres, en su mayoría, instan a otras de su comunidad o familia a desplazarse a 
los centros urbanos en busca de una mejora de vida. Por ello, son quienes facilitan 
la migración mediante el apoyo que les brindan.

Políticas públicas dirigidas a migración, trabajo doméstico y población indígena

Política migratoria

La política pública está compuesta por todos los actos gubernamentales relacio-
nados con un tema, a través de diferentes resoluciones, decretos, sentencias o 
leyes elaboradas para abordar el fenómeno migratorio. Actualmente, la política 
migratoria en México se enfoca en atender cuatro dimensiones del fenómeno mi-
gratorio: origen, tránsito, destino y retorno, con el objetivo de poner en el centro de 
atención a la persona migrante y el desarrollo social y económico como sustento 
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de la movilidad humana de una manera regular, ordenada y segura (Gobierno de 
México, 2018).

Si bien se menciona en el discurso gubernamental que dicha política considerará 
a los distintos grupos poblacionales en mayor estado de vulnerabilidad y pondrá 
énfasis en su desarrollo económico, no se está hablando en primera instancia de 
los migrantes internos, que son los que interesan en este estudio, sino de aquellos 
con carácter internacional, tanto nacionales en el extranjero como extranjeros que 
migran y activan un eje económico para el país, y que si bien son importantes y 
sufren diversas vejaciones en su tránsito y destino, no son en este caso la pobla-
ción de estudio.

Para los fines de este estudio, podemos decir que, de acuerdo con la actual po-
lítica migratoria en México, la migración interna no reviste la misma importancia 
como fenómeno ni los migrantes internos como sujetos de protección. En tal sen-
tido, la política migratoria actual cuenta con siete componentes fundamentales: la 
responsabilidad compartida, la movilidad y migración internacional regular, orde-
nada y segura, la atención a la migración irregular, el fortalecimiento institucional, 
la protección de connacionales en el exterior, la integración y reintegración de 
personas en contextos de migración y movilidad internacional, y el desarrollo sos-
tenible (Gobierno de México, 2018).

Sin embargo, a pesar de la importancia que se le ha dado al tema y a los grupos 
vulnerables migrantes, también nos encontramos con la realidad que Torres (2010) 
señala:

En los últimos años, el tema de la movilidad humana ha logrado situarse 
en un lugar importante de la agenda global de los gobiernos, de los 
organismos de cooperación internacional y de los movimientos socia-
les y ha convocado una creciente atención en el debate público y en 
las legislaciones nacionales que han incorporado disposiciones que no 
siempre conducen a políticas sociales inclusivas, especialmente cuan-
do los migrantes proceden de sectores pobres y discriminados por su 
origen étnico (p. 7). 

En relación con la invisibilización que mencionábamos antes sobre las estadísti-
cas, es necesario destacar que esto impide realizar diagnósticos oportunos para 
desarrollar políticas públicas que se centren en atender a poblaciones vulnera-
bles, como la que se menciona en este trabajo.
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Política sobre trabajo doméstico y derechos laborales en México

En este punto, es importante partir de los derechos laborales, los cuales están 
relacionados con el desarrollo de empleos en condiciones dignas, como la regula-
ción del salario y la jornada laboral, entre otras circunstancias.

A nivel internacional, los derechos laborales están contemplados en el Convenio 
1891, que reconoce y establece que “los derechos laborales y sociales de las per-
sonas trabajadoras del hogar no deben ser inferiores a los de otros trabajadores y 
exige a los gobiernos de los países tomar medidas para lograr que el trabajo de-
cente sea una realidad” (Organización Internacional del Trabajo [OIT], 2019, p. 7).

En ese sentido, si hablamos de las características del empleo en México, es es-
pecialmente relevante considerar estados como Chiapas, donde encontramos 
precariedad laboral y bajos ingresos. Lo preocupante es que esto se refiere a tra-
bajadores con empleos formales, por lo que podemos afirmar que la informalidad 
laboral se traduce en condiciones inadecuadas y una remuneración insuficiente.

En nuestro estado, los niveles de pobreza son muy elevados, lo cual se refle-
ja en varios indicadores que muestran que las oportunidades son reducidas. Si 
hablamos específicamente de la población indígena, nos encontramos con otras 
problemáticas y necesidades adicionales. Existen diversas causas que provocan 
la migración de la población de las comunidades indígenas, entre ellas, las de 
carácter económico, consideradas como un aparente movimiento voluntario en 
búsqueda de mejores oportunidades.

En cuanto a los derechos laborales de las mujeres indígenas una vez que se inser-
tan en el mercado laboral, debemos referirnos a la Ley Federal del Trabajo (LFT). 
Aunque la protección de los derechos de los trabajadores se encuentra en el ar-
tículo 123, junto con sus tipos y prestaciones correspondientes, la LFT explícita 
esta protección. En 2012 y 2017 se realizaron reformas que dejaron más claros los 
derechos de los trabajadores, pero en 2019 se efectuaron varias modificaciones 
de suma importancia para esta investigación. Las reformas laborales de 2019 im-
pactaron principalmente en la defensa de los derechos de las empleadas domés-
ticas, pues buscaban reducir los niveles de discriminación. 

Según un reciente trabajo desarrollado por la Organización Internacional del Tra-
bajo y FLACSO, dos de los principales aspectos que se ven afectados por estas 

1  Convenio sobre las personas trabajadoras domésticas: Es un instrumento internacional que tiene como objetivo 
principal promover el trabajo decente para todas aquellas personas que se dedican al trabajo del hogar de forma remunera-
da, es decir, que reciben un salario por la actividad que realizan. Hay que decir que México, hasta el año de 2019, no había 
ratificado dicho convenio (OIT, 2019).
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reformas son los trabajadores menores de edad y los trabajadores de poblaciones 
indígenas. El análisis de académicos y organismos internacionales defensores de 
los derechos humanos influyó en estas reformas. Para contextualizar la situación 
jurídica de las empleadas domésticas, se enlistan varios puntos en el trabajo men-
cionado.

•	 En primer lugar, se ha formulado una nueva definición de las “per-
sonas trabajadoras del hogar”, que incluye las modalidades de planta, 
entrada por salida y multipatrones. 
•	 Se ha establecido la prohibición de realizar este tipo de trabajo a me-
nores de 15 años y se han fijado requisitos para adolescentes mayores 
de 15 años. También se ha evitado la contratación de adolescentes que 
no hayan concluido la educación secundaria, a menos que la persona 
empleadora se encargue de que el/la adolescente finalice esta etapa 
educativa. 
•	 Se ha prohibido expresamente solicitar una constancia de no gravi-
dez y despedir a una trabajadora embarazada para evitar la discrimi-
nación.
•	 Entre las obligaciones patronales, se ha exigido la realización de un 
contrato escrito con las condiciones de trabajo y los derechos de las 
trabajadoras.
•	 En cuanto a las prestaciones, se ha establecido expresamente que 
deben otorgarse las vacaciones, la prima vacacional, el pago de días 
de descanso, el acceso obligatorio a la Seguridad Social, el aguinaldo, 
entre otras.
•	 Respecto a la jornada de trabajo, se ha mantenido lo establecido en 
el artículo 333 de la LFT, pero la jornada diaria diurna no puede exceder 
las ocho horas diarias establecidas en la LFT.
•	 Se ha establecido el derecho a percibir el pago de las horas extras 
cuando se excedan las ocho horas diarias.
•	 Asimismo, se ha incluido a las trabajadoras del hogar en el régimen 
obligatorio del IMSS (artículo Tercer Transitorio del citado Decreto) (Flo-
rez y Bensuan, 2020, pp. 6-7).

Sobre la lista anterior, es importante resaltar el punto relativo a la minoría de edad 
y la prohibición de su empleo en el trabajo del hogar, así como la ampliación de 
su protección, sus derechos y la delimitación de las horas laborables y el salario 
mínimo. También se ha impulsado y fomentado la educación de las trabajadoras 
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del hogar mayores de 15 años que no han terminado la secundaria.

Entre los avances en el tema, se destaca que en 2019 la Comisión Nacional de 
Salarios Mínimos propuso fijar un salario mínimo para el sector de empleo remune-
rado en el hogar, con el objetivo de promover la profesionalización de dicha activi-
dad y fomentar su crecimiento a través de la capacitación (Comisión Nacional de 
los Salarios Mínimos  [CONASAMI], 2019). En cuanto a las cifras relacionadas con 
el empleo remunerado en el hogar, cabe mencionar que en México el 95 % de las 
personas que se dedican a este trabajo son mujeres. Dentro de esta población, el 
34.5 % de los hombres y el 16.3 % de las mujeres ganan un salario mínimo o me-
nos. Además, las mujeres suelen recibir menores ingresos en comparación con los 
hombres, y a medida que el salario aumenta, la brecha de género también se am-
plía. Por ejemplo, el 22.1 % de los hombres ganan más de tres salarios mínimos, 
mientras que solo el 3.9 % de las mujeres alcanzan este nivel de ingresos (Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía [INEGI], 2015). 

Ahora bien, también cabe señalar dos aspectos centrales. En primer lugar, el prin-
cipio de no discriminación, que las reformas laborales tanto a nivel internacional 
como mexicano buscan abordar. Sin embargo, este va más allá de los derechos 
laborales y requiere un análisis de la interseccionalidad que permita visibilizar to-
das las formas en que las mujeres, especialmente las mujeres indígenas, pueden 
ser discriminadas. En segundo lugar, es común que las empleadas domésticas 
vivan en el domicilio donde trabajan, lo cual las expone a riesgos laborales y per-
sonales, así como a desafíos relacionados con el idioma, el desconocimiento de la 
ley, la realización de tareas no acordadas y la pérdida de su identidad.

Política indigenista

En México, se han integrado diversos principios de carácter internacional en la le-
gislación mexicana en materia de Derechos Humanos. En este sentido, se integran 
principios fundamentales contenidos en el Convenio 169 de la OIT en el ámbito 
laboral con el objetivo de garantizar una mayor protección a los pueblos indíge-
nas. Esto implica proteger derechos laborales básicos, como un pago justo y un 
horario adecuado, además de abordar cuestiones relativas a la dignidad humana, 
como evitar el trato discriminatorio a las personas trabajadoras del hogar, algo que 
históricamente ha sido comúnmente aceptado.

Según el portal del gobierno de México del sexenio pasado, las políticas públicas 
relacionadas con los pueblos y comunidades indígenas tenían como propósito 
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eliminar las barreras que impiden su desarrollo. En este sentido, se construyen 
políticas públicas de acuerdo con ejes como el campo o la educación. El Progra-
ma Nacional de los Pueblos Indígenas del período 2018-2024 señala, en cuanto 
a temas de migración y desplazamiento forzado, como parte de los objetivos del 
programa, la salvaguardia de los derechos de la niñez, juventud, migrantes, des-
plazados, personas mayores, personas con discapacidad, personas con diversas 
identidades de género y preferencias sexuales, así como cualquier otro sector en 
situación de vulnerabilidad o víctima de violencia y discriminación, pertenecientes 
a los pueblos indígenas y afromexicano. Este objetivo busca cumplirse a través 
de la coadyuvancia interinstitucional para la atención de las personas indígenas 
y afromexicanas en situación de vulnerabilidad, mediante medidas de apoyo y 
acompañamiento a dicha población en situación de desplazamiento forzado.

Conclusiones

El análisis de la problemática tan compleja que representa la migración rural-urba-
na de mujeres indígenas requiere de uno o varios enfoques que visibilicen las ne-
cesidades y posibles soluciones para su atención. Al respecto, es indispensable 
garantizar que una niña indígena pueda desarrollarse en su comunidad o migrar 
de manera segura si así lo decide, y que al integrarse a un empleo se respeten sus 
derechos en un ambiente libre de violencia y discriminación. En otras palabras, el 
empoderamiento de estas mujeres depende del entorno y las estructuras que les 
permitan desarrollar sus capacidades.

Por otra parte, se puede afirmar que el enfoque interseccional es una herramienta 
fundamental para abordar esta problemática, ya que reconoce que las personas 
tienen múltiples identidades y pueden experimentar opresiones y privilegios si-
multáneamente. Esto implica que no se trata de unas cuantas características de la 
persona, sino de varias identidades en sociedad. El enfoque interseccional, junto 
con otros como el de derechos humanos y la perspectiva de seguridad humana, 
ofrecen un conjunto de dimensiones de análisis contextual que pueden ser útiles 
para el diseño de políticas públicas que aborden las múltiples discriminaciones, 
situaciones de vulnerabilidad, riesgo, características y demás aspectos de las 
personas y grupos de personas.

En este sentido, es fundamental considerar los derechos laborales, el principio de 
no discriminación y la seguridad de las empleadas del hogar al habitar el domicilio 
en el que se labora, así como analizar todas las circunstancias y momentos que 
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puedan ponerlas en riesgo para crear políticas públicas eficaces. Las diversas 
necesidades de la población se encuentran profundamente ligadas a sus caracte-
rísticas, y las causas de la migración económica se relacionan con factores como 
la pobreza, la falta de servicios y la violación de derechos humanos.

Al tratar la construcción de políticas públicas para las mujeres indígenas migran-
tes, es importante tomar en cuenta diversos enfoques y asegurar la transversali-
zación del enfoque interseccional para atender todas las desigualdades y lograr 
soluciones efectivas. Además, se debe prever que las diversas necesidades de la 
población se encuentran profundamente ligadas a sus características, por lo que 
podemos afirmar que las causas de migración económica se relacionan a factores 
como la pobreza, la falta de servicios y la violación de derechos humanos. A través 
del acercamiento a diversos enfoques que podrían emplearse en la construcción 
de políticas públicas para las mujeres indígenas migrantes, damos cuenta de que 
la transversalización del enfoque interseccional pondría de relieve otras desigual-
dades que, de no ser tomadas en cuenta, serían finalmente ineficaces.
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Resumen

En Tonalá, Chiapas, la pesca ha sido la principal fuente de ingresos y de sustetno 
para muchas familias. Sin embargo, el crecimiento de la población en las orillas de 
los sistemas lagunarios y estuarinos ha provocado una mayor demanda de peces 
y crustáceos, lo que ha llevado a una sobreexplotación de esos ecosistemas. Esta 
situación requiere iniciativas de ordenamiento y gestión de los recursos pesque-
ros, basadas en políticas pesqueras que involucren principalmente a los actores 
locales de la región. En este sentido, el presente capítulo analiza la configuración 
regional de la pesquería en Tonalá, en particular el sistema lagunario La Joya, 
que se define en la investigación como una microregión pesquera. La población 
está compuesta por 13 sociedades cooperativas pesqueras, con un total de 928 
socios.

Palabras clave: pesca, actotes locales, región, sostenibilidad, política pública.
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Abstract

In Tonalá, Chiapas, fishing has been the main source of family income. Many fam-
ilies have found in this activity a means to obtain food and at the same time an 
economic income for their family. However, the growth of the population on the 
shores of the lagoon and estuarine systems causes the demand for fish and crus-
taceans to increase, leading to an overexploitation of the estuarine and riparian 
ecosystems. This demands initiatives for the ordering and management of fishing 
resources, which are based on fishing policies whose main element is local actors 
in the region. In this sense, this chapter analyzes the regional configuration of the 
fishery in Tonalá, especially the “La Joya” lagoon system, which according to the 
elements of the territory is delimited in the research as a “La Joya” fishing microre-
gion. The population is made up of 13 fishing cooperative societies, in total, they 
are constituted with 928 members.

Keyword: Fishing, Local acts, Region, Sustainability, Public policy.

Introducción

En México, la actividad pesquera tiene una larga trayectoria que se remonta a las 
culturas prehispánicas; sin embargo, las condiciones y oportunidades son hetero-
géneas en cada una de las regiones pesqueras del país, así como las políticas y 
legislaciones vigentes. En la costa de Chiapas, la pesca, la ganadería extensiva y 
la fruticultura son fundamentales para la economía de la región, y la pesca ribere-
ña o artesanal desempeña un papel importante en muchos hogares. No obstante, 
debido a la globalización y la competencia, los pescadores en su mayoría no es-
tán preparados para satisfacer las necesidades del mercado debido a la falta de 
tecnología y capacidad de distribución a través de canales locales (Arias, 2019).

En México, se han desarrollado diferentes planes de ordenamiento y normas de 
regulación de los recursos pesqueros para fomentar una pesca responsable, y 
se implementan programas sociales como Bien Pesca y Gasolina Ribereña. Aun 
así, en muchas regiones del país, la actividad pesquera no ha logrado el impulso 
necesario para un desarrollo sostenible en beneficio de las familias que dependen 
de ella.

Los resultados en el desarrollo de la pesca artesanal dependen del tejido social 
que, bajo el control y reglamentación de los usos de los recursos pesqueros vin-
culados de manera efectiva a la gestión pesquera, aumenta la eficacia, legitimi-
dad y permanencia como estrategia de desarrollo integral en los territorios. Por lo 
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tanto, es importante analizar el tejido social y productivo en el territorio, los cuales 
se construyen de forma diferenciada de acuerdo con el sistema de recursos y las 
instituciones sociales, que generan distintas dinámicas de gestión, artes de pesca 
y conservación de los recursos pesqueros.

La región pesquera en Tonalá, Chiapas, incluye los sistemas lagunarios y estua-
rinos La Joya-Buenavista, la Pampa de Cabeza de Toro y el estero Esterón. Estas 
interrelaciones generan especificidades propias en el territorio que configuran una 
microrregión pesquera denominada región pesquera La Joya. En tal sentido, es 
importante considerar los diferentes actores, instituciones y recursos pesqueros 
presentes en la región para promover un desarrollo sostenible y equitativo en la 
pesca.

La pesca artesanal en la región pesquera La Joya, ubicada en el municipio de To-
nalá, Chiapas, tiene una larga historia de desarrollo. A través de los años, se han 
incorporado estrategias de pesca y conocimientos compartidos que se han trans-
mitido de generación en generación, lo que ha mejorado las prácticas de captura. 
Sin embargo, la explotación indiscriminada de los recursos pesqueros ha llevado 
al deterioro de los sistemas estuarinos y de manglares, lo que ha obligado a los 
pescadores a adentrarse cada vez más en el mar.

Considerando la preocupación ambiental y el interés en los estudios regionales 
y el planteamiento institucionalista, se busca identificar cómo se producen teji-
dos sociales diferenciados desde el territorio y las instituciones, y cómo estos se 
relacionan con los procesos de deterioro o conservación ambiental. Además, se 
busca analizar cómo los actores sociales se relacionan dentro de los marcos insti-
tucionales (formales e informales), lo que determina el tejido social y los resultados 
en la conservación ambiental de un territorio protegido. Por lo tanto, es importante 
analizar las políticas de gestión de la pesca artesanal en Tonalá, Chiapas, que no 
solo garanticen la producción en los años venideros, sino también los ingresos de 
muchas familias de pescadores.

Configuración regional y globalización

La globalización es un proceso multidimensional que se caracteriza por el au-
mento de los flujos económicos y financieros a nivel internacional, así como por el 
intercambio cultural, político e institucional, lo que ha llevado a una mayor y más 
fluida interconexión humana y a condiciones de vida más favorables. No obstante, 
existen resultados contradictorios, ya que el crecimiento económico y la producti-
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vidad no benefician a todos los territorios de igual manera, lo que lleva a diferentes 
sendas de crecimiento y niveles de desarrollo. 

En este contexto, según Vázquez-Barquero (2005), la globalización amplía las po-
sibilidades de respuesta y potencia la diversidad de los procesos de desarrollo 
de los territorios. En efecto, los procesos globales crean un espacio mundial in-
terdependiente de flujos y movilidades que forjan nuevas esferas económicas y 
culturales, lo que permite la reestructuración de los territorios existentes y nuevas 
divisiones internacionales e interregionales del trabajo. Ayora (2010) señala que 
los procesos globales procuen ganadores y perdedores, lo que reconfigura las 
regiones geográficas y trae consigo cambios que permiten la tranformación de los 
territorios.

En cuanto a la dimensión social y cultural, la globalización ha dado lugar a un do-
ble movimiento: por un lado, una tendencia a homogeneizar la identidad cultural, 
y por otro lado, una resistencia y fomento de lo local como referencia de vida. La 
rapidez en el desarrollo del transporte y las comunicaciones ha permitido una ma-
yor acceso a los territorios y ha acelerado la fluidez en los procesos sociales y en 
el ritmo de vida de las sociedades (Silva, 2005).

La formación de sociedades cada vez más abiertas y descentralizadas, impulsa-
das por las tecnologías de la información y la comunicación, está redefiniendo el 
lugar y la importancia del territorio en la aldea global. Boisier (1996) señala que 
esto implica nuevos desafíos al diseñar estrategias de crecimiento en un panora-
ma cada vez más complejo, abierto, competitivo, incierto y cambiante.

Por eso, se afirma que los territorios solo pueden competir si se adaptan a la 
estructura cambiante de la producción mundial, lo que implica aprovechar las 
habilidades y fortalezas especializadas en sectores o áreas con potencial para la 
internacionalización. Es decir, para competir en el mercado global se debe bus-
car la especialización productiva en los territorios, aunque es importante tener en 
cuenta que esto puede tener impactos negativos en la diversificación económica 
de los territorios.

Los procesos globales en la economía, la política y la cultura están redefiniendo 
el contexto global, lo que tiene una mayor incidencia en algunas sociedades y 
territorios que en otros. Para Marsiglia y Pintos (1997), el posicionamiento relativo 
de las regiones no se debe únicamente a los cambios globales, sino que también 
es resultado de la historia y las estrategias regionales y locales. Bajo este plantea-
miento, se destaca la importancia de considerar los vínculos adecuados entre lo 
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global y lo local para alcanzar un desarrollo sostenible. Esto implica modificar las 
estrategias de intervención a partir de un enfoque interdisciplinario que integre lo 
económico, político, social, cultural y ambiental. 

Ahora bien, en cuanto al concepto región, se debe decir que este es polisémico, 
pues ha adquirido diversas connotaciones a lo largo de la historia. De hecho, 
la geografía clásica ha propuesto diferentes enfoques para delimitar la región a 
partir de características biofísicas, tales como aspectos hidrográficos, geológicos 
y climáticos. Segín esta perspectiva, el concepto de región es una herramienta 
para analizar la realidad empírica y las diferencias espaciales relacionadas con el 
desarrollo insostenible. Así, el referido término tiene un significado dialéctico entre 
el proceso global que caracteriza al sistema mundial y la concentración y produc-
ción local de consumo capital y de reproducción social (Ortega, 2000).

La regionalización, ya sea de carácter económico o funcional, y las lógicas de 
organización económica se reflejan y se traducen en configuraciones, conceptos 
e incluso metáforas territoriales que enriquecen el lenguaje del análisis geográfico 
regional, como ejes, diagonales o arcos de desarrollo, redes, región virtual, ciudad 
global o ciudad local, entre otros (Boisier, 1994, 1999). El regionalismo funcional se 
superpone y en muchos casos se potencia con los regionalismos de tipo cultural 
e identitario.

Las interacciones sociales entre los diferentes actores en el territorio dan lugar 
a dinámicas territoriales diferenciadas, y configuran instituciones que norman y 
reglamentan la conducta de los individuos en el territorio. Estas instituciones son 
elementos importantes en el desarrollo de las regiones.

Políticas pesqueras y reestructuración económica

Junto con otras once naciones, México es considerado uno de los países megadi-
versos, pues se estima que posee el 10 por ciento de la biodiversidad global (Mi-
ttermeier y Goettsch, 1992). Este hecho es resultado de la diversidad geográfica 
del país, que provee condiciones ambientales y microambientales para una gran 
variedad de hábitats y formas de vida.

México cuenta con 11 122 kilómetros de litorales y una zona económica exclusiva 
de 3 149 920 km2, que representa más del 60 % del territorio continental. Además, 
posee 12 500 km2 de lagunas costeras y esteros, así como 6500 km2 de aguas 
interiores, como lagos, lagunas, represas y ríos (INEGI, 2021). La mayor parte de 
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las actividades pesqueras nacionales se desarrolla en esta extensión, aunque solo 
unas pocas pesquerías —como la de atún y algunas de palangre que tienen como 
especies objetivo picudos y tiburones— utilizan comercialmente los recursos de 
aguas oceánicas de la zona exclusiva económica (ZEE).

Ahora bien, la gestión pesquera (GP) en México tiene implicaciones sociales, po-
líticas, económicas y ambientales en los territorios donde las delimitaciones de 
dichas áreas se traslapan con los territorios de ejidos, comunidades rurales y pro-
piedades privadas. Por lo tanto, la GP, en lugar de ser regiones naturales, son es-
pacios que se construyen socialmente por quienes las habitan, administran o usan 
directamente sus recursos naturales (captura de peces).

Desde la década de los noventa, las reformas estructurales de la economía en 
México han generado nuevas condiciones y retos para la producción y la subsis-
tencia de la población. El proceso más trascendental se ubica en la liberalización 
del mercado, que ha establecido el retiro paulatino de las restricciones para la 
importación de productos del sector primario.

Así, el gobierno mexicano apostó por un modelo económico basado en las expor-
taciones, donde el monocultivo fue el eje de la producción agropecuaria. La eco-
nomía de México ha dependido abrumadoramente del crecimiento del mercado 
de Estados Unidos, situación que se acentuó con la apertura del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte (TLCAN), ahora llamado T-MEC1.

El TLCAN fue clave en la política de modernización del sector agropecuario, inicia-
da con los programas de ajuste estructural desde 1983, las medidas adoptadas 
al acceder al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT) 
en 1985 y las reformas al artículo 27 de la Constitución en 1992. Con esto se 
esperaba que el TLCAN modificara los precios relativos y, asumiendo mercados 
perfectamente competitivos, acelerara los cambios en la ubicación de los factores 
de producción necesarios para elevar la productividad sectorial (Holt-Giménez y 
Raj, 2012). Lo anterior debido a que la actividad pesquera en México es una de 
las más complejas del sector primario, la cual es influenciada por diversos factores 
ambientales, económicos, sociales, políticos y culturales. Esta complejidad, sin 
embargo, plantea un desafío para los tomadores de decisiones de política pública, 
especialmente cuando se rompe la idea errónea de que los recursos pesqueros 
son inagotables (Barrales Domínguez, 2007). 

Aunado a esto, cabe indicar que la normación y reglamentación de la actividad 
1  Tratado entre los Estados Unidos de América, los Estados Unidos Mexicanos y Canadá (el T-MEC), entró en 
vigor el 1 de julio de 2020.
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pesquera en México ha sido un vaivén histórico en el que aún no se ha encontrado 
un enfoque adecuado. Por ejemplo, en 1872, durante el gobierno de Benito Juárez, 
se promulgó la Ley de Pesquerías, la cual establecía que cualquier habitante del 
país podía ejercer la actividad pesquera de forma libre en aguas territoriales con el 
objetivo de impulsar el consumo y comercialización de los productos del mar por 
los mexicanos (Martínez Martínez y González Laxe, 2016). 

Con esta ley, la actividad pesquera en México era un bien para todos los habitan-
tes de la nación y cualquier pescador del país podía realizar la actividad sin tener 
derecho exclusivo en la zona de pesca. Sin embargo, en 1916, con la creación 
del Departamento de Caza y Pesca, se instruyó que el pescador debía contar con 
un permiso expedido por la Secretaría de Fomento para la explotación de los re-
cursos pesqueros, el cual tenía una vigencia de un año. Además, se promovió el 
consumo nacional de los productos del mar, exentos de impuestos. 

Luego, en 1930, se fomentó la organización de los pescadores en cooperativas 
para impulsar la industrialización2. La organización de los pescadores en Socie-
dades Cooperativas Pesqueras (SCP) suponía la obtención de mayores beneficios 
para el pescador y un mayor control de las especies capturadas, por lo que se 
priorizaba la entrega de permisos a las SCP. Con la creación de la Ley General de 
Sociedades Cooperativas, se incentivó a las asociaciones ya organizadas a través 
de la Secretaría de Economía Nacional. 

Durante el gobierno de Lázaro Cárdenas, se implementó el primer instrumento 
normativo de planeación en México, en el que se argumentaba que el Estado 
debería asumir y mantener una política que regulara las actividades económicas 
y gestionara la economía del país. Durante este periodo se estimuló el desarrollo 
de las Sociedades Cooperativas Pesqueras. En palabras de Martínez-Martínez 
y González-Laxe (2016), “el cooperativismo pesquero recibió un fuerte impulso, 
debido a que el plan sexenal otorgó prioridad a la distribución de la tierra, a su 
manejo y su explotación” (pp. 6–7).

Si bien en 1972 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) un decreto 
de la Ley Federal para el Fomento de la Pesca, enfocada en la protección de la 
flora y fauna acuáticas, la intensificación de la captura de peces y crustáceos en 
aguas continentales e interiores ha deteriorado los recursos pesqueros. Al impul-
sar la captura de especies de alto valor agregado, los pescadores han utilizado 
estrategias de pesca que han ocasionado daños a los ecosistemas pesqueros, 
2  Si bien la finalidad de esta estrategia era el impulsar el desarrollo y un manejo más eficiente de la actividad 
pesquera en el país, diferentes estudios plantean el fracaso del cooperativismo en México, el cual no logro su cometido, 
sino más bien este ha funcionado como un medio para acceder a los programas sociales o como presión política.



105

sin considerar el impacto ambiental. En el caso del aprovechamiento de especies 
reservadas a las sociedades cooperativas, los ejidos deben constituirse en Socie-
dades Cooperativas de Producción Pesquera, según lo estipulado en la Ley para 
el Fomento de la Pesca.

Por la general de Sociedades Cooperativas, bajo un régimen coordi-
nado entre la Secretaría de Industria y Comercio y el Departamento 
de Asuntos Agrarios y Colonización y solo podrán contratar con or-
ganismos o empresas de participación estatal para la venta de su 
producción pesquera, excepto que dichos organismos estatales no 
puedan adquirirla por no cubrir con su programa de operaciones el 
área de que se trate, caso en el cual podrán contratar con particula-
res en los términos de esta Ley (Ley Federal para el Fomento de la 
Pesca, 1972/10/05/1972, p. 3).

De acuerdo con Martínez-Martínez y González-Laxe (2016), de 1986 a 1991 se 
conoce como el periodo de la planeación pesquera, ya que se impulsaron di-
ferentes estrategias de desarrollo para impulsar la pesca industrial y establecer 
concesiones para el cultivo y captura de especies reservadas para las socieda-
des cooperativas pesqueras, lo que generó inconformidad entre los pescadores 
miembros de estas sociedades (Soberanes, 1994). Durante este periodo, durante 
los gobiernos de Miguel de la Madrid y Carlos Salinas de Gortari, se abrió paso a 
la inversión privada. Cabe destacar que esta fue una época de grandes cambios 
económicos en el país, incluyendo la apertura comercial hacia los Estados Unidos.

Durante el gobierno de Miguel de la Madrid se implementaron estrategias y políti-
cas sectoriales para la industrialización de la actividad pesquera. Estas se refleja-
ron en la inversión en la infraestructura portuaria pesquera, el impulso a la planta 
industrial y comercial y el sistema de cooperativas, al cual se otorgaron créditos 
para adquirir flota camaronera de particulares.

Durante el sexenio de Carlos Salinas de Gortari, se argumentó que las políticas 
desarrolladas hasta ese momento habían conducido a ámbitos regulatorios que 
inhibían la competencia sana. Por lo tanto, se consideró más apropiado tener un 
conjunto más claro de normas, medios e instrumentos para una administración 
racional de los recursos que ofreciera a los particulares mayor nivel de certeza en 
la extracción de las especies acuáticas (Cifuentes Lemus y Cupul-Magaña, 2002). 
Durante este sexenio, se reformó la Ley de Pesca con la intención de que el sector 
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social y los empresarios privados tuvieran los elementos para promover un mayor 
flujo de recursos de inversión y así lograr una mayor participación del sector pes-
quero en el producto interno bruto (PIB) de la economía nacional.

La apertura a la inversión privada puso en desventaja a los pescadores de peque-
ña escala en diferentes regiones del país, ya que eran poco tecnificados y tenían 
limitada capacidad de inversión. Además, la captura masiva de recursos pesque-
ros en aguas continentales y costeras llevó al deterioro de los sistemas lagunares 
y estuarios. Esta misma política fue seguida por los gobiernos posteriores hasta el 
sexenio de Andrés Manuel López Obrador (2018-2024), donde se intenta dar un 
cambio en la visión de la política pesquera.

El Plan Nacional de Desarrollo de México 2019-2024 establece que se reorientarán 
las políticas públicas destinadas al desarrollo del sector pesquero para priorizar 
el apoyo al sector ribereño. En este sentido, se destaca que el sector ribereño 
aporta en promedio el 38 % del volumen de producción de aquellos que dependen 
directamente de la pesca, lo que equivale a alrededor de 223 000 pescadores y 
sus familias. Se estima que más del 60 % de los pescadores de este sector tienen 
ingresos por debajo de las líneas de pobreza indicadas por el CONEVAL (PNPAS 
2020-2024, 30 de diciembre de 2020).

Los diferentes planes y programas de desarrollo elaborados por el Ejecutivo fede-
ral en materia pesquera reconocen las carencias que posee la pesca artesanal en 
términos económicos, sociales, organizacionales y ambientales, así como la exis-
tencia de brechas de desigualdad, rezagos o afectaciones desproporcionadas 
entre personas o territorios. Ante esta situación, el Ejecutivo busca plantear políti-
cas públicas en materia pesquera que contemplen una visión territorial basada en 
el grado de desarrollo de dichos sectores y la diferenciación del tipo de población 
relacionada.

Las pesquerías en Tonalá, Chiapas

Chiapas cuenta con una de las áreas geográficas más importantes para la explo-
tación del recurso camaronero debido a los diferentes sistemas de manglares y 
lagunas existentes en su territorio que propician escenarios importantes para la 
reproducción del camarón. Aunque el recurso principal que explotan es el cama-
rón (representado por siete especies), también se capturan mojarra, bagre, entre 
otros. Las especies de camarón de mayor importancia son el Farfantepenaeus 
californiensis (camarón café) y el Litopenaeus vannamei (camarón blanco) debido 
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al alto valor económico que representan.

El litoral de Chiapas es particularmente importante para la pesca de tiburón, que 
se realiza con embarcaciones menores, ya que el Estado registra las mayores 
capturas de todo el Pacífico mexicano. En esta pesquería se tienen reportadas 21 
especies, de las cuales el tiburón sedoso (Carcharhinus falciformis) y el tiburón 
martillo o cornuda (Sphyrna lewini) son los más capturados. Adicionalmente, para 
la entidad chiapaneca se reporta el aprovechamiento de 291 especies de peces, 
34 de crustáceos y 80 de moluscos (Baltazar y Bejarano, 2018).

La costa de Chiapas presenta características socioeconómicas y ambientales 
que han limitado el desarrollo pesquero óptimo en comparación con otros estados 
con mayor producción, como Sonora, Sinaloa, Nayarit, Baja California Sur y Baja 
California. Según datos del Servicio de Información Agroalimentaria y Pesquera 
(SIAP), Chiapas contribuye con el 2.4 % de la producción pesquera total del país, 
siendo los túnidos, la mojarra y el camarón las especies más capturadas. Sin em-
bargo, la producción de mojarra lidera la lista, en gran parte gracias al impulso de 
la acuicultura mediante el cultivo de mojarra tilapia.

Tabla 1. Características de la pesca en Chiapas

Fuente: Elaboración propia con base en Baltazar y Bejarano (2018)

Aunque la pesca del camarón es una actividad comercial importante en Chiapas, 
la producción en 2018 fue de solo 1093 toneladas, lo que representa el 7.7 % del 
valor total del estado. Asimismo, es importante mencionar que la producción de 
camarón ha disminuido en un 37.96 %.
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Por otro lado, la pesca de escama marina ha experimentado un crecimiento signi-
ficativo. De hecho, la mojarra es la especie líder en la producción, pues aporta el 
41.5 % del valor total de la producción. Le siguen el atún (35 %), el tiburón (7.7 %) 
y el robalo (1.1 %). En Chiapas, existen alrededor de 24 000 pescadores agrupa-
dos en 180 organizaciones, pero solo 12 558 de ellos se dedican a la pesca legal 
y están debidamente registrados en el Registro Nacional de Pesca de la Comisión 
Nacional de Acuacultura y Pesca (CONAPESCA) en 2020.

En el estado también hay una gran cantidad de pesquerías locales no comercia-
les, que se enfocan en la obtención de pescado para el consumo propio de los 
pescadores, sus familias y comunidades. Solo de manera ocasional se vende la 
captura sobrante en el mercado local. Estas pesquerías se desarrollan principal-
mente en comunidades ubicadas en las riberas de ríos y lagos en varias zonas del 
estado, pero sus productos no se incluyen en las estadísticas oficiales de pesca. 
Sin embargo, representan una fuente vital de alimento para muchas comunidades 
de la región.

Además, en Chiapas también existen pesquerías comerciales, en su mayoría de 
tipo artesanal o de pequeña escala, es decir, dependientes de la mano de obra 
y con tecnología simplificada, bajos niveles de inversión de capital y múltiples 
especies objetivo de la pesca. Se utilizan embarcaciones menores (no mayores a 
10 toneladas) y una amplia diversidad de artes de pesca, como atarrayas, chin-
chorros, copos, anzuelos y redes de enmalle, así como el uso estacional de los 
recursos pesqueros.

Configuración regional de la actividad pesquera

La configuración regional de la pesca artesanal varía en función de las particulari-
dades del territorio. Al respecto, Ornelas (2014) señala: 

La región parte de considerar los aspectos naturales y las relaciones 
sociales específicas que transcurren en el territorio, es decir, sus ca-
racterísticas tienen una existencia objetiva, independiente de nuestra 
conciencia, de que las conozcamos o no o de la manera cómo las co-
nozcamos y definamos (p. 19).
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Aunque la pesca artesanal puede parecer un fenómeno homogéneo, existen pro-
cesos de diferenciación social que se basan en factores como las artes de pesca 
utilizadas, la organización de los pescadores y los sistemas estuarinos (Gellida y 
Moguel, 2007). 

Estas diferencias sociales y biofísicas del territorio delimitan su espacialidad, es 
decir, todas las relaciones entre los actores locales y el medio biofísico configuran 
la identidad del pescador artesanal en la microrregión pesquera de La Joya. Esta 
región incluye los sistemas lagunarios de la pampa de Cabeza de Toro y la laguna 
de La Joya-Buenavista en el municipio de Tonalá, Chiapas, y es de gran importan-
cia económica en la producción pesquera.

En este contexto, se pueden identificar cuatro categorías analíticas que delimitan 
la regionalización de la pesca artesanal: los procesos pesqueros artesanales, la 
red de comunidades costeras, los estuarios pesqueros y la existencia de trabajo 
en cooperativas. Estas categorías permiten analizar la interrelación e interdepen-
dencia espacial y temporal entre el medio biofísico, los modos de apropiación de 
los actores locales y las instituciones existentes en el territorio.

La acción de los actores sociales en torno a los componentes biofísicos determina 
las especificidades diferenciadas en los territorios. Es decir, los diferentes pro-
cesos sociales que ejercen agricultores, ganaderos, pescadores y otros actores 
locales en el medio biofísico configuran un entramado de relaciones diferenciadas 
en la región.

Las interacciones entre los pescadores, organizaciones e instituciones asociadas 
con la explotación y conservación de los recursos pesqueros constituyen un ele-
mento esencial en la configuración de procesos territoriales para el desarrollo de 
la actividad pesquera, pues ello permite tener una visión más amplia e integral de 
la problemática de los territorios.

La región se estructura a partir de todas las prácticas sociales expresadas como 
territorialidad. Es una construcción social que subsume la noción de proceso de 
producción en tanto espacio de poder y objeto de apropiación y dominio de todo 
aquello que lo constituye como tal. Al interior de la región, la organización social, en 
cooperativas pesqueras, implica la intervención espacial y diferenciada de los ac-
tores con la intención de crear, recrear y apropiar ese territorio como consecuencia 
de representar diferentes territorialidades con intereses, valoraciones, ideologías 
y actitudes, con vínculos de carácter cooperativo, conflictivo y complementario.
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La propia dinámica social se refleja en la microrregión pesquera La Joya, que tiene 
el atributo de ser dinámica y mutable, por lo que requiere formas de organización 
y control territorial. La región pesquera La Joya se encuentra integrada por diez 
localidades, a saber: Doctor Belisario Domínguez, Cabeza de Toro, El Manguito, 
Manuel Ávila Camacho, Pueblo Nuevo, La Polka, Morelos, Boca del Cielo, La Jo-
yita Uno y La Joyita Dos, todas ellas relacionadas con la actividad pesquera. La 
cercanía al mar y a los sistemas lagunarios de dichas localidades hacen de la 
pesca la principal actividad para obtener ingresos y alimentos para las familias 
que allí habitan.

La población pesquera en la región La Joya, al igual que otras del país, habita en 
las orillas de los sistemas lagunarios o costeros, por lo que desde niños han tenido 
contacto con el mar. A los 10 o 12 años, se adentran en los sistemas lagunarios 
con anzuelos y figas en la captura de bagres, jaibas, mojarras y más especies que 
viven en estos sistemas. Cabe destacar que la captura de peces o crustáceos se 
realiza en la noche, con la ayuda de una lámpara o candil3.

Asimismo, el conocimiento sobre artes de pesca, uso de embarcaciones, peligros 
en el mar y conocimiento en general sobre la actividad, se ha ido transmitiendo de 
padres a hijos, con lo cual se conforma una identidad propia de la población en 
relación con el mar. En efecto, en la región existe una cooperación entre los pesca-
dores que son quienes realizan la captura de peces en los esteros o en altamar, los 
elementos biofísicos (sistemas lagunarios y estuarinos), las instituciones guberna-
mentales, los representantes de cooperativas y los comercializadores de produc-
tos. Los diferentes actores que se relacionan con la actividad pesquera mantienen 
una estrecha relación de cooperación y al mismo tiempo configuran mecanismos 
de gestión de la pesca (figura 1). Por ejemplo, el pescador está interesado en la 
conservación de los espacios de captura; por esto, garantiza que pueda seguir 
pescando y por consiguiente obtener alimentos e ingresos para su familia. Al mis-
mo tiempo, la SEDENA supervisa que los pescadores cuenten con los permisos 
necesarios para la captura de ciertas especies y que se respeten las temporadas 
de vedas, pero, al mismo tiempo, las cooperativas pesqueras gestionan ante las 
instituciones gubernamentales proyectos y programas sociales que contribuyan al 
desarrollo de la actividad pesquera. Todas estas relaciones de poder en el territo-
rio van constituyendo instituciones formales e informales que fortalecen la convi-
vencia entre los actores en el territorio. 

3  Anteriormente se requería más del candil para alumbrarse durante la captura de peces, pero este se ha ido susti-
tuyendo con lámparas de mano. El candil es un utensilio hecho con recipiente con estructura metálica, el cual contiene en 
su interior diésel y una mecha.
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Además, cabe destacar que en la región la institución familiar desempeña una 
función importante en la pesca, ya que es donde se crea y se reproduce el cono-
cimiento sobre esa actividad. En La Joya, toda la familia participa en la actividad 
pesquera, pues, por un lado, los hombres se encargan de la captura de peces y 
crustáceos en los sistemas lagunarios y estuarinos y, por el otro, las mujeres se 
ocupan de descamar el pescado, quitar las vísceras y comercializar el producto.

Figura 1. Red de cooperación de los actores locales en la región                      
pesquera La Joya

Fuente: Elaboración propia 

La participación de hombres y mujeres en la pesca la convierte en una actividad 
inclusiva e integral que genera alimentos y recursos económicos. La interacción 
entre pescadores y el mar crea una identidad propia del pescador artesanal de 
La Joya. Al respecto, Gracia Fuster y Musltu Ochoa (2000) señalan: “Las personas 
desarrollan un sentido de identidad que se deriva de la interacción que tienen con 
los demás en la vida cotidiana, incluyendo la vida familiar, donde los individuos se 
comprometen con una identidad familiar” (p. 102).

En este lugar se puede constatar que existe una transmisión simbólica en términos 
de identidad y lenguaje. Sin embargo, la asignación de roles desempeña un papel 
central en la toma de decisiones, ya que las características socioculturales de la 
comunidad hacen que sea relevante la transmisión de prácticas religiosas y, sobre 
todo, el papel que se les asigna a las niñas y a los niños en la pesca.
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El conocimiento que se adquiere desde muy joven, prácticamente desde la niñez, 
es el fundamento de la sabiduría que tienen los pescadores de La Joya. Este saber 
no solo implica reconocer los cambios de tiempo y clima, sino también los efectos 
que estos tienen sobre la presencia o ausencia de peces y la posibilidad de pes-
carlos según su comportamiento.

Iniciativas locales y retos de las pesquerías

La especialización productiva en la región y la disputa por el acceso a los recursos 
pesqueros ha llevado a la creación de diferentes sociedades cooperativas de la 
industria, las cuales, a su vez, están agrupadas a nivel estatal por federaciones 
pesqueras. En la región de La Joya existen 14 sociedades cooperativas pesque-
ras pertenecientes a la Federación Estatal de la Industria Pesquera de Chiapas. 
Dichas cooperativas están integradas por 928 socios o pescadores que se dedi-
can a la captura de peces y camarones.

La instalación de encierros camaroneros en la región ha significado una oportuni-
dad de desarrollo para la actividad pesquera. Esta se ha venido practicando bajo 
el amparo de autorizaciones dictadas por la autoridad normativa en materia pes-
quera, sustentadas en opiniones técnicas del Instituto Nacional de la Pesca. Cabe 
señalar que el encierro en La Joya se viene realizando desde 1997 con resultados 
positivos.

Con las modificaciones a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente y su Reglamento, así como a la Ley de Pesca y su Reglamento, se 
requiere autorización en materia de impacto ambiental para la instalación y opera-
ción de este tipo de infraestructura. Las sociedades cooperativas que operan en 
el sistema de la región La Joya cuentan con un sistema de encierro camaronero y 
con un permiso de instalación y operación de 20 años, el cual ha sido renovado 
para seguir con su funcionamiento.

La captura de camarón se realiza durante los meses de noviembre a mayo para 
cada ciclo productivo. Sin embargo, este periodo operativo puede variar en fun-
ción de las condiciones naturales que se presenten en el sistema. La engorda de 
camarón blanco (Litopenaeus vannamei) —un recurso pesquero altamente apre-
ciado a nivel mundial con una demanda creciente en el mercado nacional— sigue 
siendo considerado una opción viable para el uso responsable de los recursos 
pesqueros.
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Si bien existen múltiples cooperativas pesqueras y camaroneras en la región, se-
gún la información en campo, muchas de estas solo se crearon con fines políticos, 
es decir, una forma de obtener recursos o apoyos gubernamentales, o bien como 
un medio político para el voto. El problema aquí es que no hay orden, y mientras 
no haya organización no se va a poder recuperar la pesca, pues sigue habiendo 
personas que pescan de manera ilegal y con artes prohibidas, además de no res-
petar las vedas.

En el caso de la Sociedad Cooperativa Guadalupe Victoria (la de mayor número de 
socios en la región), está constituida por 147 socios. De acuerdo con los reportes 
internos de la cooperativa, en el año 2020 su producción alcanzó las 62.4 tone-
ladas de camarón y escama. Cabe destacar que esta cooperativa cuenta con un 
sistema de encierro de camarón, estrategia que ha contribuido de manera signifi-
cativa al desarrollo de la producción y al manejo de los sistemas acuíferos.

Sin embargo, de acuerdo con la información obtenida en campo, es evidente la 
debilidad en la que se encuentra la actividad pesquera en la región, sobre todo 
cuando se observa el nivel de escasez de especies existente. Por lo tanto, es po-
sible afirmar que desde hace aproximadamente 10 años ninguna cooperativa ha 
logrado capturar las cantidades que se reportan aquí. Además, las diferencias en 
los volúmenes capturados de un año para otro son muy abruptas.

Dentro de las principales estrategias desarrolladas por los pescadores se encuen-
tra el encierro camaronero. Este define como un cultivo artesanal desarrollado con 
base en el conocimiento empírico de la hidrología lagunar y la biología de la espe-
cie. Las larvas de camarón por engordar se obtienen del medio silvestre a través 
de la entrada natural de postlarvas y juveniles de camarón al área confinada, prin-
cipalmente durante los efectos lunares. Por lo tanto, su abundancia y distribución 
están sujetas a las condiciones climáticas y de reclutamiento de estos organismos 
al sistema lagunar. De acuerdo con los pescadores, las máximas arribazones de 
postlarvas se presentan durante los meses de junio a septiembre y noviembre.

Conclusiones 

La pesca artesanal en la microrregión pesquera La Joya es un campo social en 
el que se superponen diversas “capas” de las diferentes formas de distribución 
de poder, bajo la forma de las jurisdicciones federales y estatales. Los múltiples 
actores sociales que intervienen de forma directa e indirecta en la actividad pes-
quera, ya sea de forma individual o en conjunto a través de entidades cooperati-
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vas pesqueras, sostienen y defienden las posiciones sociales interactuantes que 
participan en la misma.

Como resultado de las interrelaciones entre los diferentes actores en el territorio, 
la región pesquera La Joya es dinámica y cambiante. El poder se resignifica, lo 
que incide en la reconfiguración constante de la región donde, además de lo eco-
nómico, intervienen valores sociales y culturales que soportan y dan sentido a su 
existencia. 

En definitiva, las estrategias de desarrollo implementadas en la región pesquera 
La Joya han contribuido a la estructuración de las subjetividades de la población 
local y han coadyuvado, a través de mecanismos de apropiación y representa-
ción, a la construcción de un imaginario que representa y posiciona a la pesca 
artesanal como una idea de bienestar económico.
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Resumen

En este documento se aborda la reproducción social de los cuidados, en especial 
de los no remunerados, los cuales son analizados desde una perspectiva regional. 
Para ello, se incluyen elementos teóricos, espaciales, sociales, culturales, eco-
nómicos, simbólicos y políticos que permiten un acercamiento más heurístico al 
fenómeno de estudio.

En tal sentido, se revisa la manera en que se asignan los cuidados no remunerados 
y los efectos que esto tiene, sobre todo el hecho de que recaen principalmente 
sobre las mujeres, pues se considera que esta función otorga una identidad feme-
nina, la cual puede ser asumida voluntaria o involuntariamente. Esto, sin embargo, 
condiciona el tiempo y las oportunidades de desempeño y autonomía de ellas. En 
síntesis, y tras el análisis efectuado, se propone la implementación de medidas de 
atención pública que aborden la problemática social identificada.

Palabras clave: cuidados, estudios regionales, políticas públicas y desarrollo.

Abstrac
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This document addresses the social reproduction of care, with special emphasis 
on the social dynamics of unpaid care, analyzed from a regional perspective; in-
cluding theoretical, spatial, social, cultural, economic, symbolic and political ele-
ments, which allow a more heuristic approach to the study phenomenon.

In this way, the way and the effects that arise from the allocation of unpaid care 
are reviewed, which fall heavily on women, considered as a function that provides 
a feminine identity, which is assumed voluntarily or involuntarily. But that in either 
case, conditions the time and opportunities for performance and autonomy of the 
same.

To finally, and after analysis, build a proposal for public attention to the identified 
social problem.

Keywords: care, regional studies, public policy and development.

Introducción 

Como es bien sabido, la desigualdad de género es un problema cuya atención a 
través de la academia y de las acciones del Estado es cada vez más evidente. En 
ese sentido, el objetivo de este documento es vincular ambos aspectos para efec-
tuar un análisis y una propuesta de orden público, desde una perspectiva regio-
nal, en torno al fenómeno de la reproducción social de los cuidados. Para ello, se 
considera que los cuidados —principalmente los que interesan a este trabajo (es 
decir, no remunerados)— aparecen como una actividad feminizada, que además 
se caracteriza por ser invisibilizada e infravalorada.

Para este estudio se aborda una región desde una doble dimensión, tanto espacial 
como simbólica. Asimismo, se examinan aspectos espaciales, como la circuns-
cripción administrativa en la que debería emplearse una política pública para la 
atención del problema, y el espacio físico en el que se desempeñan y arraigan las 
tareas que surgen del cuidado. A su vez, se considera la cotidianidad en la que las 
mujeres van dotando dicha práctica social de una carga significativa y simbólica, 
lo que nos permite hablar de una “región de los cuidados no remunerados”.

El análisis realizado en este trabajo permite identificar un problema social que 
amerita una nueva forma de intervención del Estado, por medio de decisiones, 
acciones, asignación presupuestaria y evaluación del proceso para implementar 
una política estatal de cuidados que adopte, a su vez, el enfoque de derechos 
humanos.
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Marcos referenciales empleados en el proceso de regionalización

Para analizar los diferentes aspectos inmersos en el fenómeno de estudio y reali-
zar el proceso de regionalización, según Haesbaert (2010), es necesario concebir 
a la región como un proceso en constante rearticulación. Por tanto, se aborda el 
estudio a través de tres ejes teóricos: los estudios regionales (como principal) y 
dos complementarios (los estudios de género y la economía feminista para demar-
car la región propuesta).

La primera de las bases teóricas posibilita la construcción de la región desde una 
visión dualista, es decir, como un espacio físico y simbólico. En referencia al espa-
cio físico, se analiza un área metropolitana en el estado de Chiapas, concretamen-
te la ciudad de Tuxtla Gutiérrez, debido a las limitaciones y discriminaciones que 
enfrenta, especialmente en la división sexual del trabajo y la ocupación del tiempo.

Por otro lado, el ejercicio de regionalización realizado con base en los estudios 
de género y la economía feminista permite interpretar e identificar una región sim-
bólica, caracterizada por una estructura social patriarcal que se ha consolidado 
a través de prácticas sociales rutinizadas. Esta estructura social se refleja en la 
asignación y distribución desigual del trabajo de cuidados, especialmente de los 
no remunerados, lo que afecta negativamente la autonomía de las mujeres en el 
espacio geográfico urbano.

Por otra parte, en la economía feminista se describe el sesgo androcéntrico que 
valora el trabajo remunerado, generalmente realizado por hombres en el espacio 
público, porque es cuantificable en la economía y, por lo tanto, visible. Sin embar-
go, se invisibiliza el trabajo de cuidados no remunerados, generalmente realizado 
por mujeres en el espacio privado.

A través de tres ejes teóricos, podemos sugerir que el proceso de reproducción 
social de los cuidados se produce de manera desigual debido a la globalización 
económica, que tiene un impacto focalizado y fuerte en el espacio local, lo que 
permite la consolidación del capitalismo. La fuerza de trabajo con aporte económi-
co (visible) ha sido históricamente realizada por hombres, mientras que el trabajo 
de las mujeres en los hogares no se ha considerado en el modelo económico (y, 
por lo tanto, es invisible). Sin embargo, el modelo económico hegemónico no sería 
posible sin el aporte de las mujeres, que permiten la reproducción y el cuidado de 
la fuerza de trabajo inserta en los modos de producción dominantes.

Por tanto, podemos afirmar que el capitalismo, como fenómeno global, ha afecta-
do de manera desigual la división sexual del trabajo, el tiempo y el espacio, y ha 
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alimentado la desigualdad y la discriminación entre hombres y mujeres.

Para unir las partes que conforman el todo y crear una unidad analítica, se presen-
ta un esquema para referenciar lo que se ha denominado región de los cuidados 
no remunerados. Esta es un artefacto que se construye analíticamente a partir de 
las características concomitantes que se observan en el fenómeno de la reproduc-
ción social. Se regionaliza a partir de una delimitación de actividades y aspectos 
que tienen expresión en un espacio físico y simbólico, en donde los sujetos inte-
raccionan en sedes (hogar-trabajo), con lo cual emerge una región de cuidados 
no remunerados.

Figura 1. Caracterización de los cuidados no remunerados

Fuente: Elaboración propia

Regionalización en el interior de sedes

Enfatizamos los estudios regionales como marco explicativo predilecto, ya que 
permiten entender los factores culturales, sociales, económicos, políticos, de po-
der y simbólicos presentes en la conformación del problema de estudio. Estos 
derivan en una unidad de análisis heurística con el objeto de conocer e interpretar 
las dimensiones y representaciones de la problemática en la vida cotidiana de 
mujeres trabajadoras que se inscriben en la región de cuidados no remunerados”. 
Encontramos que se trata de un fenómeno que cumple con la teoría de la estructu-
ración (Giddens, 1995), dado que la región siempre connota la estructuración de 
una conducta social en el tiempo y el espacio”.
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En consecuencia, entendemos que los cuidados no remunerados son un proceso 
social resultado de la interacción entre mujeres y hombres, que reviste prácticas 
sociales rutinizadas relacionadas con roles y estereotipos de género. Este proceso 
se caracteriza porque, tradicional y socioculturalmente, se considera una labor de 
mujeres, a las cuales se les asigna un rol de cuidadoras que se ha prolongado y 
extendido por medio de la producción y reproducción social.

En tal sentido, conviene subrayar el referente conceptual empleado en la investi-
gación y relevante en la teoría de la estructuración: el uso del espacio para proveer 
los escenarios de interacción que, a su vez, son esenciales para especificar su 
contextualización. Este referente es el concepto de sedes.

Sedes: hogar-trabajo

Continuando con este análisis, se debe hacer énfasis en dos elementos relevantes: 
las sedes y la disponibilidad de presencia. En cuanto al concepto sedes, este de-
nota el lugar donde hacen intersección las actividades de rutinización de los indi-
viduos. Es característico que las sedes presenten una regionalización interna, y en 
su interior tengan una importancia crítica para constituir contextos de interacción.

Por otro lado, la disponibilidad de presencia es un aspecto característico de las 
sedes que se manifiesta internamente. No debe entenderse solo como localiza-
ción en el espacio, sino como zonificación de un espacio-tiempo en relación con 
prácticas sociales rutinizadas. El contexto conecta los componentes más íntimos 
y detallados de la interacción con propiedades mucho más vastas de la institucio-
nalización de una vida social.

En ese sentido, la regionalización dentro de las sedes permite identificar “el hogar” 
y “el trabajo” como espacios fundamentales donde se intersectan las prácticas 
de rutinización. Estas inciden en la distribución de las actividades inherentes a 
los cuidados no remunerados, que ocurren en los hogares y se relacionan con los 
trabajos. En consecuencia, condicionan el uso del tiempo de las mujeres en mayor 
proporción y tienen efectos en su desarrollo económico, profesional y personal, lo 
que produce desigualdades serias que afectan a este grupo social.
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Análisis de la identidad sociocultural territorializada de las mujeres cuidadoras

Dentro de la región, como hemos mencionado, existe una práctica social arraiga-
da de cuidados no remunerados asignada a mujeres en el tiempo y espacio, en 
donde en contraste con la participación de los hombres en los cuidados, su contri-
bución asume una connotación de “ayuda” que se caracteriza por ser esporádica 
y breve.

En la cotidianeidad y en la experiencia, las mujeres van construyendo una iden-
tidad que responde a una realidad social regional. Sus vivencias subjetivas otor-
gan carga simbólica a los cuidados, con inercias culturales que dan lugar a la 
construcción de estas identidades, en donde las mujeres se configuran para sí 
mismas y para otros asumiendo un “rol social de cuidadoras”. Estos cuidados se 
expresan de diferentes maneras, como el acompañamiento y auxilio físico o emo-
cional, o bien a través de actividades indirectas, como la limpieza del hogar o la 
preparación de alimentos, entre tantas otras. Incluso, de acuerdo con los datos 
observados, se advierte que las mujeres renuncian a las actividades de autocuida-
do antes que a otras actividades, como la profesionalización o el emprendimiento. 
Esto significa que los cuidados no remunerados son realizados a expensas del 
autocuidado de las mujeres. En estas múltiples divisiones sexuales del trabajo, del 
tiempo y del espacio, las mujeres asumen los cuidados y adquieren identidades 
desde lo material y lo simbólico.

En cuanto a las prácticas sociales y culturales, estas se inscriben en el espacio y 
en el tiempo, y dan lugar a tareas productivas y reproductivas de hombres y mu-
jeres, en donde el espacio es apropiado por los individuos para desarrollar sus 
actividades e “inscribir en él sus estrategias de desarrollo y, todavía más, para 
expresar en el curso del tiempo su identidad cultural profunda, mediante la señali-
zación de los lugares” (Lecoquierre y Steck, 1999, citados en Giménez, 2005, p.9). 
Según Giménez (2005), la cultura “sería el conjunto complejo de signos, símbolos, 
normas, modelos, actitudes, valores y mentalidades a partir de los cuales los ac-
tores sociales confieren sentido a su entorno y construyen, entre otras cosas, su 
identidad colectiva” (p. 17). Aquí, al hablar de las mujeres como grupo social, su 
identidad colectiva equivale a una de cuidadoras.

En este sentido, se pueden describir tres dimensiones del espacio y sus corres-
pondientes significantes culturales, los cuales funcionan como “geosímbolos”. Un 
geosímbolo se define como “un lugar, un itinerario, una extensión o un accidente 
geográfico que por razones políticas, religiosas o culturales revisten a los ojos de 
ciertos pueblos o grupos sociales una dimensión simbólica que alimenta y confor-
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ta su identidad” (Bonnemaison, 1981, citado en Giménez, 2005, p. 11).

Teniendo en cuenta estas ideas, se pueden describir las siguientes tres dimensio-
nes del espacio y sus significantes culturales:

Tabla 1. Dimensiones del espacio y sus significados

Fuente: Elaboración propia con base en Giménez (2005)

Sujeto de estudio “mujer” y la construcción social del “rol de cuidadora”

Las tareas de cuidados no remunerados, como hemos mencionado, se encuentran 
invisibilizadas, normalizadas y son asumidas de manera desproporcionada por el 
género femenino. Aunque se trata de una actividad de gran importancia para la 
vida cotidiana, lo cual se traduce en múltiples tareas para el bienestar familiar y 
social en general, este trabajo no se remunera y, además, es infravalorado. Al ser 
asignado a las mujeres, se observa que influye profundamente en la construcción 
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de su propio rol social de cuidadora y su propia identidad subjetiva.

Sin embargo, ¿por qué las mujeres se dedican mayoritariamente a esta actividad 
mientras los hombres no lo hacen? Este hecho puede explicarse mediante cifras 
importantes de la población en las que se resalta cómo son, en mayor número, 
los hombres quienes llevan a cabo las actividades insertas en el mercado, cuyo 
aporte es visible y medido en la economía (INEGI, 2020).

Además, el hecho de que los hombres se dediquen al cuidado de personas mayo-
res dependientes en menor medida que las mujeres se debe a múltiples factores 
como la edad y ciclo de la familia, la situación laboral de la mujer, la incompatibi-
lidad entre el rol familiar y laboral, la persistencia de estereotipos de género o la 
educación recibida (Vallarías et al., 2007).

Por eso, es necesario plantearse en este punto cómo se construye la idea de sí 
mismas en relación con esta actividad. En ese sentido, hay aspectos importantes 
como el deber moral, el afecto y la responsabilidad del bienestar familiar que se 
perciben como obligaciones adquiridas e interiorizadas. Si bien estos aparecen 
como elementos internos inherentes a la identidad individual, muchos de ellos 
están ligados a aspectos culturales, de equidad y brechas de género que influyen 
en las necesidades actuales de cuidados.

Las profundas resistencias masculinas

La resistencia masculina hacia los cuidados no remunerados se debe principal-
mente a elementos culturales relacionados con la inequidad de género. Estas 
construcciones se refieren a la forma en que se estructuran socialmente las ca-
racterísticas, habilidades y roles establecidos de mujeres y hombres. Incluso cada 
género asume estos roles como propios. Por lo tanto, podemos hablar de la cons-
trucción y asunción de la masculinidad.

A los cuidados, en general, se les atribuye poco valor, a pesar del importante 
aporte que brindan. Tradicionalmente, estas actividades se han atribuido a las 
mujeres, lo que ha ocasionado una feminización de los cuidados. Esto reafirma las 
desigualdades de género en ámbitos laborales y sociales, ya que esta dedicación 
condiciona el tiempo y las oportunidades de ellas.

Además, las barreras de oportunidad derivan del diferencial de salarios y de cate-
gorías laborales entre hombres y mujeres. En otras palabras, es más costoso para 
los hombres reducir su jornada laboral para cuidar en el hogar, lo que lleva a que 
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sean las mujeres las que lo hagan. Igualmente, la precariedad de los empleos de 
cuidados los hace poco atractivos para los hombres, lo que dificulta la retención y 
reclutamiento de trabajadores y provoca que sea un nicho de empleo para muje-
res y personas emigradas (D’Argemir, 2016).

Por eso, es cada vez más necesaria la ruptura de la construcción social que atri-
buye estos cuidados principalmente a las mujeres. Para ello, es clave crear con-
diciones propicias para lograr la equitativa redistribución del trabajo de cuidados, 
lo que a su vez contribuirá al avance de la igualdad de género en el trabajo y en 
la familia. 

En ese sentido, el presente manuscrito busca argumentar y construir una propues-
ta para la redistribución equitativa del trabajo de cuidados a través de una política 
que responda a la realidad social de la región.

Aunque ha habido transformaciones sociales y la incursión masiva de las mujeres 
en el sector laboral (tanto en el ámbito formal como informal), y cambios en las 
estructuras familiares, aún no existe una responsabilidad compartida en los cui-
dados no remunerados. La participación de los hombres en estas actividades es 
esporádica y escasa, y a menudo se asume como una ayuda. Incluso se refuerza 
desde el discurso femenino obtenido en entrevistas con mujeres trabajadoras de 
la región de estudio, con frases que resaltan como las siguientes:

•	 Mi pareja me ayuda en la casa.
•	 Mi esposo me ayuda con los niños. 
•	 Te quieres hacer un espacio, pero también tienes que atender la otra 
parte. Se siente obviamente una compartida, dividida y fracturada en 
cierta forma, porque pues no puedes dar como el 100 % en las activi-
dades. Y fíjate que ahorita acaba de pasar que me vine para acá, estoy 
conectada contigo y a la vez cuidado a mis hijos (cambia de habitación 
para continuar la entrevista sin la presencia de sus hijos).

Este hecho se asemeja a lo señalado por Ferriz (s. f., p.15), la construcción de la 
feminidad pasa por la construcción de sí para el resto a través de la realización del 
conjunto de trabajos y actividades necesarios para que el hogar salga adelante. 
Es decir, la identidad femenina se construye tanto para sí misma como para los 
demás, lo que significa estar constantemente al cuidado de los otros.
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Históricamente, la construcción de la identidad masculina se ha entendido como 
la edificación de sí mismo a través del mecanismo clave del trabajo en el mercado. 
En cambio, la construcción de la feminidad pasa por la cimentación de sí misma 
para el resto a través de la realización del conjunto de trabajos y actividades nece-
sarias para que el hogar salga adelante. En otras palabras, el desempleo masculi-
no a menudo deriva en un doloroso proceso de pérdida de identidad y sentido de 
la vida. Frente a ello, las mujeres tienden a reaccionar buscando nuevas fuentes de 
ingresos, intensificando el trabajo no remunerado o creando redes de intercambio.

La cultura, los roles y los estereotipos de género y su relación con los                                
cuidados no remunerados

Como se explicó en el apartado anterior, las mujeres realizan actividades repro-
ductivas de cuidados no remunerados que suelen ser invisibilizadas y desvalori-
zadas. En ocasiones, los cuidados no son elegidos voluntariamente, sino que son 
asumidos bajo presiones sociales, condiciones económicas, expectativas familia-
res, costumbres y formas culturales transmitidas (Inda, 2006).

Esta división arbitraria del género es un producto cultural contingente y diferente 
en distintas regiones y épocas históricas, así como en edades del mismo sujeto. 
En otras palabras, esto se constituye como una verdadera sexuación de las habi-
lidades, lo que hace suponer una asociación entre sexo y determinados talentos o 
capacidades. Los casos mencionados son ejemplos de una presencia del género 
que atraviesa los contextos intersubjetivos. Los ideales y las expectativas que te-
nemos con respecto a las mujeres y a los hombres no solo son diferentes, sino que 
con frecuencia exacerban las desigualdades y aparecen como grupos antagóni-
cos con características opuestas.

Además, como señalan Alberti-Manzanares et al. (2014), existe una arraigada iner-
cia cultural que sigue educando a las mujeres para desempeñar estas tareas, 
lo que resulta en una asunción del costo de tiempo (las mujeres tienen menos 
tiempo libre), menos energía (aumento de agotamiento, estrés y enfermedades) 
e ingresos no recibidos. Estas reflexiones nos permiten reconocer que se siguen 
reproduciendo formas culturales del “ser mujer” con una carga de roles y estereo-
tipos que se asocian a la función reproductiva y, en consecuencia, se atribuyen a 
lo femenino.

Lo anterior demuestra que los sujetos no son solo el resultado de un proceso 
biológico y psicológico, sino también cultural. La cultura enmarca y condiciona la 
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realidad de las personas y, en el caso de las mujeres, deriva en una construcción 
social del rol de cuidadora.

Atención pública del problema social de los cuidados

Después de realizar un análisis regional sobre la reproducción social de los cui-
dados, se revela la fuerte desigualdad existente en su distribución geográfica. 
Asimismo, es importante mencionar que este estudio tiene como objetivo propor-
cionar conocimientos sobre la situación de las mujeres trabajadoras que también 
ejercen cuidados no remunerados. Estos conocimientos reflejan la realidad re-
gional de este fenómeno en particular y se utilizaron para analizar y formular una 
propuesta política.

Como señala Merchand (2007), el estudio de la región debe tomarse desde una 
visión instrumental para utilizarla como unidad de análisis que diseñe una estra-
tegia de política pública con carácter espacial que promueva la reactivación eco-
nómica de una región o que trate de disminuir las divergencias interregionales e 
intrarregionales.

Siguiendo esta idea, se propone una estrategia de política pública con carácter 
espacial que implemente una legislación de cuidados a nivel local. En efecto, la 
situación sociorregional de los cuidados no remunerados que enfrentan las mu-
jeres, especialmente las trabajadoras, requiere la implementación de una política 
estatal de cuidados y, de manera progresiva, se necesita una política institucional 
de cuidados en la Universidad Autónoma de Chiapas.

Para eso, además, hace falta definir lo que es una política pública, es decir, una 
estrategia con la cual el gobierno coordina y articula el comportamiento de los 
actores a través de un conjunto de acciones intencionales sucesivas para la reali-
zación concreta de decisiones en torno a uno o varios objetivos colectivos, consi-
derados necesarios o deseables en la medida en que hacen frente a situaciones 
socialmente relevantes (Torres-Melo, 2013).

A partir de estas nociones, resulta significativo revisar cómo se han abordado las 
políticas de cuidado desde una perspectiva académica. Si bien se puede de-
cir que algunas han sido destinadas a atender los cuidados como un problema 
social, recientemente la crítica feminista ha acuñado un término específico para 
visibilizar este problema.
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Políticas de cuidados

Según Villa (2019), “la forma como se ha organizado la provisión de los cuidados 
en México incide de manera más desventajosa en las oportunidades laborales 
de las mujeres. De tal modo, que se hace necesario promover un nuevo arreglo 
institucional y avanzar en la construcción de políticas de cuidados, centradas en 
el derecho humano al cuidado” (p. 26). En concordancia con esta idea, resulta 
esencial destacar el mérito de la Constitución Política de la Ciudad de México, ya 
que es uno de los pocos ordenamientos jurídicos que ha reconocido el cuidado 
como un derecho humano. Este reconocimiento es fundamental para entender en 
términos jurídicos lo que implica el cuidado como un derecho y las obligaciones 
que tienen las autoridades en consecuencia. Al respecto, el artículo 9 de dicha 
Constitución establece lo siguiente: 

Toda persona tiene derecho al cuidado que sustente su vida y le otorgue 
los elementos materiales y simbólicos para vivir en sociedad a lo largo 
de toda su vida. Las autoridades establecerán un sistema de cuidados 
que preste servicios públicos universales, accesibles, pertinentes, sufi-
cientes y de calidad y desarrolle políticas públicas. El sistema atenderá 
de manera prioritaria a las personas en situación de dependencia por 
enfermedad, discapacidad, ciclo vital, especialmente la infancia y la 
vejez y a quienes, de manera no remunerada, están a cargo de su cui-
dado.

Se desprende de lo anterior que, al reconocer jurídicamente el cuidado como un 
derecho humano, las autoridades adquieren la obligación de satisfacer efectiva-
mente este principio. Por lo tanto, deben tomar decisiones, gestionar recursos y 
realizar actividades concretas para garantizar y proveer cuidados a las personas a 
través de bienes y servicios. Esto implica diseñar, implementar y evaluar políticas 
públicas que satisfagan las necesidades de cuidados de las personas para mejo-
rar las posibilidades tanto de los beneficiarios como de los cuidadores.

Como se mencionó antes, los cuidados son un trabajo invisibilizado e infravalorado 
que tradicionalmente realizan mayormente las mujeres. Los cuidados no remune-
rados se ejecutan principalmente en el hogar y se proporcionan gratuitamente a 
los miembros de la familia, lo que supone un subsidio de género a la economía. 
Además, existen cuidados remunerados que, aunque reciben una retribución eco-
nómica, no están disponibles para todas las personas debido a la especialización 
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requerida. En este caso también se observa una feminización de la mano de obra, 
como lo son los cuidados proporcionados por enfermeras o trabajadoras domés-
ticas en la informalidad, que se convierten en mano de obra barata y feminizada. 

En una definición sencilla, las políticas de cuidados son “políticas públicas que 
asignan recursos para el cuidado en forma de dinero, servicios y/o tiempo” (Esqui-
vel y Kaufmann, 2017, p. 9). Sin embargo, en una definición más amplia propuesta 
por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe se indica esto: 

Acciones públicas referidas a la organización social y económica del 
trabajo destinado a garantizar el bienestar físico y emocional cotidiano 
de las personas con algún nivel de dependencia. Estas políticas con-
sideran tanto a los destinatarios del cuidado, como a las personas pro-
veedoras e incluyen medidas destinadas tanto a garantizar el acceso 
a servicios, tiempo y recursos para cuidar y ser cuidado, como a velar 
por su calidad mediante regulaciones y supervisiones (CEPAL, 2014, 
párr.1).

En otras palabras, las políticas de cuidados son el conjunto de decisiones y accio-
nes estratégicas que implementa un Estado para mejorar la distribución del cuida-
do a través de la corresponsabilidad entre los diferentes actores sociales, como el 
Estado, el mercado, la sociedad civil y las familias. Esto se logra mediante la des-
tinación de recursos presupuestales, humanos e institucionales para generar una 
provisión distributiva que mejore las condiciones tanto para quienes proporcionan 
cuidados como para quienes los reciben.

Enfoque teórico para abordar las políticas de cuidados

Las políticas de cuidados brindan bienestar social a través de servicios públicos 
que, en muchas ocasiones, proporcionan atención física o apoyo emocional a los 
beneficiarios de los cuidados. Estos servicios se distribuyen principalmente en 
instancias de atención a menores de edad, adultos mayores, enfermos o personas 
con discapacidad, tales como guarderías, centros educativos, hospitales, centros 
de atención para el adulto mayor o para personas con discapacidad. Sin embar-
go, esta institucionalización de los servicios públicos de cuidados se considera, 
desde el enfoque teórico de las políticas públicas, como conservador (típico del 
régimen de bienestar social).
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A pesar de que exista esta institucionalización de los servicios públicos de cuida-
dos, su distribución social se da de manera estratificada, lo cual en la práctica sig-
nifica que solo cierta parte de la población puede acceder a estos servicios. Por 
ejemplo, los trabajadores que son beneficiados a través de la seguridad social.

Por otro lado, el propio crecimiento poblacional ha ocasionado una disminución 
de los recursos, bienes y servicios que otorga el Estado, lo que ha llevado a una 
racionalización de los recursos. En consecuencia, se parcializan y racionalizan los 
servicios públicos que contribuyen al cuidado. De esta forma, la atención de los 
cuidados a través de la política pública corresponde al enfoque conservador.

Metodología para abordar las políticas de cuidados

Como un problema social que merece atención a través de políticas públicas, los 
cuidados no deben ser abordados de manera improvisada, sino a través de un 
enfoque metodológico que contemple las fases necesarias para su análisis y defi-
nición como política pública local.

Cuidados no remunerados y su definición como problema público. Primera etapa

La asignación de los cuidados como una actividad propia de las mujeres refuerza 
la división social del trabajo y se convierte en un problema social que afecta prin-
cipalmente a ellas. Al respecto, la CEPAL (s. f.) señala:

El trabajo de cuidados comprende actividades destinadas al bienes-
tar cotidiano de las personas, en diversos planos: material, económico, 
moral y emocional. De esta forma, incluye desde la provisión de bienes 
esenciales para la vida, como la alimentación, el abrigo, la limpieza, la 
salud y el acompañamiento, hasta el apoyo y la transmisión de conoci-
mientos, valores sociales y prácticas mediante procesos relacionados 
con la crianza. De ahí que la división sexual del trabajo resulte en este 
caso, en una situación desventajosa para las mujeres, al considerarse 
social y culturalmente que tales actividades son preferentemente de ín-
dole femenina (párr.1). 
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Aunado a lo anterior, el problema social se acentúa con la falta de intervención 
pública, como señala el Observatorio Género y Covid-19 en México (2020): 

Existe poca oferta de servicios de cuidados, tanto de aquellos que pro-
porciona el Estado como de los que proporciona el mercado, en conse-
cuencia, muchas mujeres se ven en la necesidad de proveerlos por su 
cuenta, y cuando son ofertados por el mercado, no son de fácil acceso 
para la población de bajos recursos económicos. La baja oferta de ser-
vicios de cuidados públicos deja ver la falta de reconocimiento en su 
carácter esencial para el sostenimiento de la vida, generando tensiones 
en el ejercicio de derechos de las mujeres y con fuertes efectos negati-
vos que se profundizan en los hogares con altos índices de marginación 
y pobreza (párr.3). 

Lo anterior demuestra que la cobertura institucional para los cuidados es muy 
reducida y deficiente. Incluso durante la pandemia, el trabajo de cuidados femini-
zado permitió sobrellevar la crisis, a costa de la salud física, mental y emocional 
de las mujeres, ya que las medidas de escuela y trabajo en casa intensificaron los 
cuidados en los hogares, los cuales recayeron principalmente en ellas.

En su papel de organismo garante de la protección social, el Estado debe poner 
a disposición recursos materiales, humanos y económicos para la atención y pro-
visión de cuidados a fin de lograr que las personas tengan opciones para cuidar 
o ser cuidados, o bien para que las familias puedan delegar el cuidado. Una de 
las principales problemáticas que subyacen en los cuidados es la doble carga de 
trabajo que recae en las mujeres. Así, la provisión más amplia, asequible y acce-
sible de bienes y servicios (públicos y privados) para satisfacer los cuidados de 
la población en situación de dependencia puede contribuir a reducir la carga del 
trabajo de cuidados que ellas realizan. En conclusión, el Estado debe contribuir a 
la redistribución de los cuidados de manera más equitativa.

Definición de las políticas de cuidados en la agenda pública. Segunda etapa

Se debe considerar como siguiente punto la definición de la política de cuidados 
en la agenda local. Para eso, es imprescindible dejar de naturalizar y normalizar 
la desigualdad existente en los cuidados. De hecho, la inclusión de este tema en 
la agenda pública puede generar visibilización y conciencia de la problemática en 
los diferentes actores que intervienen, incluyendo al Estado, mercado, sociedad 
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civil y las familias. Con ello, se pueden propiciar cambios no solo a nivel económi-
co, social y político, sino también cultural.

En la construcción de la agenda pública, existe una compleja interconexión entre 
los problemas sociales aparentes y reales. Por lo tanto, se requiere el entendimien-
to del asunto en cuestión y la comprensión o análisis de su coyuntura y evolución 
histórica en la agenda social, así como de los valores e ideologías implicadas en 
el mismo (Pallavicini et al., 2013). Según Álzate y Romo (2017), “la agenda pública 
implica un proceso a través del cual determinados asuntos o problemas públicos 
se posicionan, adquieren un interés general y son trasladados al nivel de la de-
cisión gubernamental mediante distintas estrategias y políticas públicas para su 
atención” (p. 14).

Al contener y definir los cuidados como un asunto de interés público, se considera 
un problema que merece la atención de las autoridades del Estado, y se buscará 
resolver a través de acciones concretas. Además, puede fomentar el cambio en 
la percepción de la gente, lo que se traduce en una tolerancia negativa a convivir 
con esa problemática social.

Implementación de las políticas de cuidados. Tercera etapa

Se requiere una planificación más eficiente de las acciones a mediano y largo pla-
zo para abordar la problemática social, específicamente en la atención y provisión 
de cuidados a través de bienes y servicios. Definir las acciones necesarias para 
alcanzar los objetivos de las políticas de cuidados permite una responsabilidad 
planificada e identificación clara de la población objetivo, las instancias operativas 
y los actores responsables (Revuelta, 2007).

La implementación de políticas públicas implica esfuerzos individuales y colecti-
vos de grupos públicos y privados para transformar las decisiones políticas en ac-
ciones operativas y lograr cambios duraderos (Van Meter y Van Horn, 1975 citados 
en Revuelta, 2007).

Enfoque de derechos humanos en la política de cuidados 

En este sentido, las políticas públicas tienen un papel fundamental en la definición 
de acciones concretas para mejorar la calidad de vida de la población y es nece-
sario incluir el enfoque de derechos humanos en su diseño para evitar violaciones 
a los mismos y cumplir con las obligaciones estatales (Pallavicini et al., 2013).
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La atención de los cuidados desde una intervención pública efectiva debe incluir 
el enfoque de derechos humanos para asegurar la satisfacción y el ejercicio de 
los derechos humanos relacionados con los cuidados en sus tres dimensiones: el 
derecho a cuidar, el derecho a ser cuidado y el derecho al autocuidado (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 2018). Mejorar la calidad de los cuidados 
y, por ende, la calidad de vida de las personas es fundamental para garantizar la 
dignidad humana y el respeto a los derechos humanos.

Según Salazar (2014), el objetivo y esencia de las políticas públicas no es la solu-
ción de problemas concretos o de demandas insatisfechas, sino el cumplimiento 
de derechos. Desde esta perspectiva, y de acuerdo con la Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos (2018), las políticas públicas se definen del siguiente 
modo:

Una política pública con enfoque de derechos humanos es el conjunto 
de decisiones y acciones que el Estado diseña, implementa, monitorea 
y evalúa —a partir de un proceso permanente de inclusión, deliberación 
y participación social efectiva— con el objetivo de proteger, promover, 
respetar y garantizar los derechos humanos de todas las personas, gru-
pos y colectividades que conforman la sociedad, bajo los principios de 
igualdad y no discriminación, universalidad, acceso a la justicia, rendi-
ción de cuentas, transparencia, transversalidad, e intersectorialidad (p. 
103).

Para adoptar una política de cuidados en el contexto local se debe tomar en cuen-
ta el enfoque de derechos humanos en su diseño, formulación, implementación y 
evaluación a fin de cumplir con los estándares internacionales exigidos a los Es-
tados, satisfacer las necesidades de cuidados y mejorar la calidad de vida de las 
personas beneficiarias y proveedoras del cuidado.

Redistribución: presupuesto indispensable en las políticas de cuidados 

Es importante que las políticas de cuidados contribuyan a la transformación es-
tructural y de fondo de la desigualdad de género. En esta línea de pensamiento, 
las acciones del Estado deben influir en cambios sociales y culturales en la distri-
bución de los cuidados dentro de las familias, fomentando la corresponsabilidad 
social y de género. Al conseguir una mayor participación de los hombres en los 
cuidados, se espera que las mujeres puedan beneficiarse de una mayor auto-
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nomía que impacte en su desarrollo y oportunidades. En tal sentido, Batthyány 
(2015) señala:

Una verdadera política de cuidados debe incorporar la corresponsabi-
lidad social y de género. No solo debe socializar los costos y las res-
ponsabilidades entre todos los actores proveedores de cuidado, dise-
ñando políticas dirigidas hacia la familia que reduzcan los costos de los 
cuidados y donde el Estado y el mercado asuman la responsabilidad, 
sino que también deben impactar en varones y mujeres en las familias 
(p. 290).

Conclusiones

Si bien existen diversas definiciones, hay elementos comunes en ellas que nos 
permiten entender el fenómeno de las políticas públicas como objeto de cono-
cimiento, como son las acciones públicas, las decisiones de las autoridades, los 
actores sociales, los actores políticos y la atención a problemas sociales. Sin em-
bargo, las políticas públicas no se reducen a estos elementos, sino que dan lugar 
a un andamiaje institucional complejo, ya que para llevar a cabo este proceso es 
necesario movilizar una serie de factores económicos, políticos, jurídicos, sociales 
e incluso culturales para estructurarlas y diseñarlas.

Las políticas de cuidados son acciones necesarias para mejorar las condiciones 
de vida de la población objetivo (que son las personas cuidadoras, principalmente 
mujeres) y las personas destinatarias (principalmente menores de edad, adultos 
mayores, enfermos y personas con discapacidad).

Las políticas de cuidados se han caracterizado por pertenecer a regímenes de 
cuidado-familistas, estar dentro del estado de bienestar (estado benefactor), ope-
rativizarse a través de programas sociales y políticas públicas racionalizadas y 
conservadoras, propiciar el uso de mano de obra feminizada y precarizada en los 
cuidados, y padecer en términos generales la ausencia del Estado, del mercado y 
de los hombres en su corresponsabilidad con los cuidados.

Como se ha mencionado a lo largo de este trabajo, los cuidados —especialmente 
los no remunerados— reducen la autonomía de las mujeres, por lo que es necesa-
rio politizar los cuidados en la región y proponer la creación de un Sistema Estatal 
de Cuidados y un Plan de Acción. En tal sentido, los sistemas de cuidados se han 
definido del siguiente modo:
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Conjunto de acciones públicas dirigidas a la promoción de la autono-
mía personal, con especial énfasis en la atención y asistencia de la 
población que requiere cuidados, así como también busca la regula-
ción de las personas que trabajan en los cuidados (remuneradamen-
te y no remuneradamente). Por lo tanto, se trata de un mecanismo a 
través del cual se puede ofrecer cuidado de calidad a la población, 
a la vez de garantizar que el mismo se realice en condiciones dignas 
de trabajo para los y las cuidadores/as, por medio de impulsar una 
organización social de los cuidados más justa a través de la corres-
ponsabilidad social entre Estado, mercado y comunidad, así como 
también entre hombres y mujeres con vistas a revertir las desigualda-
des sociales y de género existentes (Consejo Económico y Social de 
la Cuidad de México, 2019, p. 104).

Señalado lo anterior, a continuación se proponen los elementos que deben consi-
derarse en la creación del Sistema Estatal de Cuidados:

Fuente: Elaboración propia
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Para ello, es fundamental diseñar respuestas integrales que permitan distribuir el 
cuidado de manera integrada y no con respuestas aisladas, dadas las condicio-
nes históricas, regionales, sociales, económicas y culturales actuales. Además, se 
deben mejorar las condiciones de protección a la maternidad, lo que puede incluir 
lo siguiente:

•	 Ampliar los periodos de licencia de maternidad, como sucede en 
Brasil, donde es posible extender la licencia hasta seis meses en el 
sector público, y en empresas privadas se pueden otorgar dos meses 
adicionales de forma voluntaria, con la posibilidad de deducir el gasto 
de los impuestos. En México, la licencia es de tres meses, con la posi-
bilidad de ampliación en caso de circunstancias extraordinarias.
•	 Otorgar un lapso más amplio a la licencia de paternidad y promover 
su uso.
•	 Prohibir explícitamente el despido por embarazo y lactancia, como 
sucede en Venezuela, donde el fuero dura un año a partir del nacimien-
to del hijo o hija; y en Chile y Panamá, donde la extensión dura hasta 
doce meses luego de concluido el periodo de lactancia. En México, 
este tipo de despido está prohibido siempre que no haya pasado más 
de un año a partir de la fecha del parto.
•	 Proteger la lactancia, tal como se hace en México con la otorgación 
de dos descansos extraordinarios al día, de treinta minutos cada uno, 
hasta por un máximo de seis meses. En países como Argentina, Cuba 
y Ecuador, se protege la lactancia hasta que el menor cumpla un año; 
sin embargo, estas medidas no cumplen con las recomendaciones de 
la Organización Mundial de la Salud, que sugiere asegurar la lactancia 
hasta los dos años

Una política de cuidados integral para la entidad requeriría una vinculación inte-
rinstitucional para proporcionar cuidados a través de bienes y servicios ofrecidos 
por el Estado y también mediante el mercado regulado. El propósito es garantizar 
que los bienes y servicios prestados sean de alta calidad y accesibles a la pobla-
ción objetivo. Además, esta política debe considerar los siguientes aspectos:

•	 Desarrollar sistemas de educación y cuidado infantil extendidos e 

integrales.

•	 Mejorar la cobertura de los sistemas de seguridad social para mejo-
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rar la atención a personas enfermas o en etapa de vejez.

•	 Ampliar los servicios de casas de día para el cuidado del adulto 

mayor.

•	 Crear centros de profesionalización para personas cuidadoras con 

el fin de mejorar sus habilidades, conocimientos y oportunidades de 

empleo.

•	 Mejorar la infraestructura para la movilidad de las personas que cui-

dan a personas en condición de dependencia, como menores de edad, 

personas con discapacidad y adultos mayores.

•	 Ofrecer transferencias monetarias a personas cuidadoras para apo-

yar su labor y mejorar sus condiciones económicas.

•	 Ajustar las políticas laborales para fomentar oportunidades para el 

cuidado y el trabajo, y para permitir la conciliación entre trabajo y fa-

milia, flexibilidad de horarios, teletrabajo, licencias y permisos para el 

cuidado, entre otros.

•	 Fomentar la iniciativa privada para la creación de centros de cuida-

do.

•	 Concientizar sobre la corresponsabilidad entre los miembros de la 

familia en el reparto de las tareas de cuidado.

•	 Fortalecer las asociaciones civiles dedicadas a coadyuvar en el cui-

dado.

En resumen, la reducción de la problemática social derivada del reparto de los 
cuidados requiere la intervención del Estado para tomar decisiones, medidas y 
acciones que permitan una atención integral, cohesionada y armonizada de los 
cuidados. Esta política debe propiciar la corresponsabilidad en beneficio de las 
personas beneficiarias del cuidado y de las personas cuidadoras.
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Resumen

El agua es un recurso indispensable para la vida, y su importancia ha generado 
principalmente dos enfoques: uno en el que se considera como una mercancía y 
otro en el que se valora como un bien social y cultural. Aunque el acceso al agua 
limpia y potable se ha reconocido como un derecho humano, persiste una visión 
mercantilista a la hora de construir políticas públicas. Por lo tanto, la visión social 
y cultural del agua promueve la búsqueda de la justicia social del agua. Desde un 
análisis a escala regional, se puede comprender aquellos factores exógenos y en-
dógenos, como las fronteras porosas, que intervienen en la aplicación del derecho 
humano al agua, especialmente en los asentamientos que experimentan marcos 
de desigualdad y exclusión social.

Palabras claves: derecho humano al agua, estudios regionales, políticas públicas.

Abstract

Water is an essential resource for life, its importance has generated various ap-
proaches, those who consider water as a commodity and those who consider it a 
social and cultural asset. Although access to clean water has been recognized as 
a human right, a mercantilist vision persists when it comes to building public poli-
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cies. Therefore, the social and cultural vision of water promotes the search for so-
cial justice of water, and from a regional scalar analysis, it is possible to understand 
those exogenous and endogenous factors, such as porous borders, that intervene 
in the application of the human right to water, especially in settlements that experi-
ence frameworks of inequality and social exclusion. 

Keywords: Human right to water, regional studies, public policy

Introducción 

El agua es un recurso indispensable para la vida, y en los últimos años ha sido 
objeto de grandes disputas debido a la crisis aguda de los recursos hídricos, lo 
que ha generado debates entre gobiernos, organismos internacionales, empresas 
transnacionales, la academia e individuos. Por una parte, por ejemplo, existe un 
enfoque que reconoce al agua como un derecho indispensable para la vida y la 
realización de otros derechos. Sin embargo, también se ha indicado que el acceso 
al agua limpia y potable ha sido influenciado por una perspectiva mercantilista que 
contradice los principios de los derechos humanos. Por lo tanto, la implementación 
de una visión social y cultural del agua es un reto para las políticas públicas a fin 
de reivindicar a los sectores que han sido excluidos debido a procesos históricos, 
así como a lógicas políticas y económicas. En tal sentido, este texto es una apro-
ximación al campo problemático de los estudios regionales, el derecho humano al 
agua y las políticas públicas.

La justicia del agua en las políticas públicas

El agua es uno de los recursos más importantes para la supervivencia humana. 
En los últimos cincuenta años, la gestión de las fuentes hídricas ha generado una 
crisis aguda que ha provocado preocupación y debate entre gobiernos, organis-
mos internacionales, la academia y los individuos. Diversas escuelas y disciplinas 
han creado corrientes teóricas y foros sobre el agua y sus diferentes intereses, con 
enfoques ambientalistas, economicistas, de desarrollo y de derechos humanos.

En términos generales, el enfoque ambientalista considera al agua como un recur-
so natural que se relaciona con el medio ambiente, pero también como un bien 
económico, tal como se sustenta en la Declaración de Estocolmo de la Conferencia 
de Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente de 1972. Por su parte, el enfoque de 
desarrollo percibe al agua como una fuente fundamental de desarrollo económico, 
social, cultural y político, lo cual se refleja en el objetivo 6 del acceso al agua en 
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la Agenda 2030 (objetivos de desarrollo sostenible). El enfoque economicista, en 
cambio, combina la visión del agua como bien económico y como derecho huma-
no, por lo que la ubica dentro del contexto del libre mercado; es decir, la ve como 
una mercancía y a las personas como consumidores, lo cual contradice la visión 
del agua como derecho humano.

En cambio, el enfoque de derechos humanos considera al agua como “el derecho 
de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, físicamente accesible 
y asequible para sus usos personales y domésticos” (Observación General N.° 5, 
2002, p. 2). Desde julio del 2010, la Asamblea General de las Naciones Unidas 
reconoció al agua limpia y potable y al saneamiento como derechos humanos 
esenciales para la realización de otros derechos e interdependiente con otros de-
rechos, como el derecho a la vida, a un medio ambiente sano, a la vivienda digna, 
a la educación, entre otros.

El problema de tener tantos enfoques, sin embargo, es que ocasionan debates 
sobre el agua por su naturaleza, su propiedad, su gestión y sus relaciones entre 
actores (Baker, 2006) que reducen la visión de dicho recurso como bien econó-
mico y bien común —o como la llama Tello (2008), la perspectiva mercantil y la 
perspectiva comunal—. Todo esto confronta la visión del derecho humano con la 
de los enfoques económico, desarrollista y ambientalista.

Fue con la Observación General n.º 15 del Comité de los Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales cuando se definió el acceso al agua limpia y potable como 
derecho humano indispensable para el disfrute de una vida digna y un alto nivel 
de salud física y mental. Esto pone de manifiesto que la “justicia del agua” (Sponk 
et al., 2012) o la “justicia hídrica” (Roca-Servat y Botero-Mesa, 2020) consideran 
al agua como bien social y cultural, a través de luchas sociales en todo el mundo, 
con la oportunidad de proteger la dignidad de las personas que viven en contex-
tos de desigualdad y exclusión social.

Sin embargo, aunque se ha reconocido el acceso al agua como derecho humano, 
el debate persiste en torno a la definición de su contenido y su implementación 
(Sultana y Loftus, 2014). Esto se debe a que las perspectivas desarrollista, am-
bientalista y economicista también han influido en la definición del derecho hu-
mano al agua, pero desde una lógica de mercado. Por lo tanto, la definición del 
derecho humano al agua sigue siendo débil. Al respecto, Bakker (2014, citado en 
Roca-Servat y Botero-Mesa, 2020) menciona lo siguiente:
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Dadas las nuevas e incontestables reglas de juego, los opositores al re-
conocimiento del derecho humano al agua buscaron la forma de pasar 
de ser los derrotados a ser los primeros privilegiados por la normativi-
dad. Así, desde muy temprano, en el año inmediatamente posterior a la 
expedición de la Observación General No.15 del PIDESC, reunidos en 
el Foro Mundial del Agua en Kyoto (2003) los defensores de la privatiza-
ción del agua empezaron a pronunciarse en favor de su reconocimiento 
como derecho (p. 4). 

La forma en que la perspectiva basada en la lógica del mercado se ha inserta-
do en el contenido y la implementación del derecho humano al agua es a través 
de los organismos operadores y las políticas públicas. En cuanto a los primeros, 
diversas investigaciones han revelado que las herramientas del mercado se han 
manifestado en las empresas públicas encargadas del suministro de agua (López, 
2016; Núñez, 2009; Tello, 2008). Como resultado, la visión comercial del agua se 
ha implantado en estas empresas al imitar las estrategias del sector privado, lo 
que ha generado una disputa entre los intereses que consideran el agua como un 
bien económico y los que la ven como un bien social.

En lo que respecta a las políticas públicas, Roca-Servat y Botero-Mesa (2020) 
señalan que “en los últimos 20 años, las reformas normativas e institucionales han 
promovido ajustes estructurales profundos encaminados a la neoliberalización del 
agua. Estas políticas no han sido compatibles con la realización de la justicia hí-
drica” (p. 14). Esta afirmación se sustenta en la evidencia de que en las políticas 
públicas se prioriza el agua como una mercancía en lugar de un bien común, lo 
que se manifiesta en una lógica de racionalización de los recursos en las obras 
de abastecimiento y en los sistemas tarifarios (Leff, 2012). Por ejemplo, cuando se 
considera a las personas como consumidores y no como sujetos de derecho.

Desde esta perspectiva, se promueve una nueva gestión pública para buscar el 
desarrollo a través del modelo de gestión integrada del recurso hídrico (GIRH) y 
la gestión integrada de aguas urbanas (GIAU). Al respecto, Zwarteveen y Boelens 
(2011, citados en Roca-Sevat y Botero-Mesa, 2020) mencionan:

En los documentos oficiales el modelo tiene por objetivo “asegurar la 
coordinación del desarrollo y la administración del agua, de la tierra 
y otros recursos relacionados, maximizando el bienestar económico y 
social sin comprometer la sustentabilidad de los sistemas medio am-
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bientales vitales” (GWP 2011). Sin embargo, en la práctica se interpreta, 
generalmente, como una gerencia del agua tecnocrática y única, donde 
la profesionalización y la experticia representan la concentración del 
conocimiento, y desestiman el interés por comprender las condiciones 
sociales y políticas de producción de esa escasez del agua que se pre-
tende administrar (p. 5).

Por su parte, Roca-Sevat y Botero-Mesa (2020) explica:

Una vez ya no hay lugar a la discusión en torno a la existencia del de-
recho al agua, las disputas se tienen sobre la definición de lo que dicho 
derecho significa. En la contienda, el paradigma del desarrollo sosteni-
ble es el que marca la pauta en las agendas globales encargadas del 
seguimiento en el cumplimiento en la protección de dicho derecho por 
parte de los Estados. Así mismo, la GIRH es la concreción de los pos-
tulados de dicho desarrollo según los cuales la relación con el agua es 
entendida a partir de los esfuerzos por su conocimiento y su control (p. 
14).

En el caso mexicano, el artículo 1 constitucional (desde el año 2011) establece el 
respeto de los derechos humanos, obligaciones y principios del Estado mexicano 
hacia los derechos. El artículo 4, párrafo sexto de la Constitución, explicita que el 
acceso al agua potable es un derecho humano:

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de 
agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, 
aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley de-
finirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo 
y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación 
de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como 
la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines 
(Adicionado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 8 de febrero de 2012). 
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No obstante, en el caso mexicano, aunque el artículo 1 constitucional desde el 
año 2011 establece el respeto de los derechos humanos, obligaciones y principios 
del Estado mexicano hacia los derechos, existe una Ley de Aguas Nacionales de 
1992 que regula los recursos hídricos del país (reglamentaria del artículo 27 cons-
titucional que trata sobre las aguas nacionales). Lamentablemente, esta ley tiene 
una perspectiva mercantilista1 y existe una ausencia normativa de la Ley General 
de Agua con una perspectiva del agua como bien social y cultural.

Como resultado, esta situación ha ocasionado consecuencias que se manifiestan 
a escala regional-local, lo que se refleja en más desigualdad y exclusión social 
(López y Núñez, 2018). Según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI) (2015), el 95 % de las viviendas cuentan con agua entubada, pero sola-
mente el 58 % de la población se abastece de agua diariamente en su domicilio. El 
resto de la población se abastece por fuera de su domicilio, es decir, por acarreo 
de agua.

Investigaciones han revelado que esto manifiesta una falta de fortalecimiento en 
la definición e implementación del derecho humano al agua con respecto a las 
relaciones de poder entre el Estado y la sociedad. López (2016) reflexiona sobre 
los procesos de mercantilización y desmercantilización que transforman el agua 
en un recurso altamente disputado, lo que estimula relaciones desiguales entre el 
Estado y la sociedad. Por eso, Hernández (2010) afirma que el agua es un ele-
mento que contiene relaciones de poder asimétricas, mientras que López (2016) 
menciona que “la pregunta clave es la geometría del poder mediante el cual se 
organiza la propiedad del agua, su control, distribución y acceso” (p. 67). En otras 
palabras, el Estado, que es responsable de garantizar el derecho humano al agua, 
ha sido poco cuestionado sobre estas relaciones de poder y la legitimación de las 
desigualdades socioestructurales (Oviedo, 2017) en el acceso y distribución del 
agua.

Al obviar las relaciones de poder, en consecuencia, se ha dejado a un lado la 
importancia de la perspectiva del agua como bien social y cultural, de ahí que se 
considere a las personas más como sujetas de derechos que como consumidores 
o beneficiarios. Por lo tanto, ha quedado un vacío de análisis sobre la protección 
de las personas/sujetos que experimentan la desigualdad y exclusión social en 
el acceso al agua y su participación en las políticas públicas para considerar las 
condiciones locales-regionales. Como lo menciona López, (2016) se ha justificado 
la desigualdad en el acceso al agua con narrativas simplistas, de ahí que sea con-
siderado “como un problema de pobreza generalizada, al tiempo que se justifica 
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la exclusión de los asentamientos informales del servicio de agua por la situación 
de tenencia ilegal de la tierra o por dificultades técnicas” (p. 16). Rojas (2021) lo 
plantea del siguiente modo: 

Poner en el centro a las personas y no al mercado implica cambiar de 
fondo la orientación de la elaboración de políticas que tradicionalmente 
promueven los gobiernos. El Estado debe decidir entre privilegiar el 
mercado y la economía, o el bienestar y la dignidad de las personas, sin 
discriminación alguna (…).

Retomar las dimensiones sociales en su gestión probablemente impli-
cará, entre otras cosas, sustituir conceptos fuertemente arraigados en el 
cuerpo semántico de los gestores del agua: “usuario” deberá cambiar a 
“persona” —sujeta de derechos, sin discriminación alguna— reconocer 
a las colectividades como sujetas de derechos (cuando estas actúan 
en representación de personas que se identifican cultural e histórica-
mente en un territorio), como son los pueblos indígenas y sus sistemas 
comunitarios de agua y saneamiento, y medir, con indicadores nuevos 
e integrados a los ya previamente establecidos desde otras visiones 
gerenciales, el nivel de cumplimiento de derechos, pero, sobre todo, 
implicará retomar los valores éticos en el quehacer de los Estados y en 
el de quienes estén al frente de decisiones que puedan determinar el 
bienestar de otras personas e incorporarlos en su cotidianeidad (p. 3). 

El derecho humano al agua desde los estudios regionales

El estudio de los derechos humanos ya se ha posicionado en las ciencias socia-
les, incluyendo su alcance teórico, conceptual y empírico (Estévez y Vázquez, 
2010). Sin embargo, el derecho humano al agua todavía presenta límites en su 
cumplimiento en el contexto regional debido a la falta de claridad en su definición, 
implementación y garantía.

Las investigaciones sobre el agua se han centrado principalmente en su pers-
pectiva técnica antes de considerarla como un proceso sociopolítico (Marañón 
Pimentel, 2004), por lo que se han enfocado en aspectos comerciales, políticas 
de inversión, ingresos, infraestructura, gastos de operaciones e inversiones. Esto 
plantea la siguiente pregunta: ¿por qué aumentan las desigualdades en el acceso 
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al agua cuando se busca corregir prácticas discriminatorias con un enfoque de 
derechos humanos?

Desde la perspectiva del campo problemático de los estudios regionales, la pre-
gunta se hace más concreta: ¿cómo se ha aplicado la justicia del agua en los 
contextos de desigualdad y exclusión en una región construida desde los sujetos 
que habitan en asentamientos precarios? A pesar de considerar a las personas 
como sujetas de derecho desde el discurso de los derechos humanos, siguen 
existiendo marcos de desigualdad y exclusión social que impiden el acceso al 
agua como derecho humano.

La creación de un marco normativo para el derecho humano al agua es necesaria, 
pero resulta insuficiente para solucionar los problemas sociales debido a las ten-
siones normativas que debaten entre las perspectivas del agua, lo que provoca 
que las prioridades sociales no estén bien definidas en las políticas públicas. Ade-
más, existen estándares del derecho humano al agua poco explorados, como los 
principios de “no discriminación e igualdad” y “participación social” en el campo 
de las políticas públicas del agua en las zonas que se encuentran al límite de las 
ciudades, y que representan mayormente características de asentamientos preca-
rios, como se menciona en la Observación General n.º 15 del Comité DESC:

Las zonas urbanas desfavorecidas, incluso los asentamientos humanos 
espontáneos y las personas sin hogar, deben tener acceso a servicios 
de suministro de agua en buen estado de conservación. No debe de-
negarse a ningún hogar el derecho al agua por razón de la clasificación 
de su vivienda o de la tierra en que ésta se encuentra (p. 8).

Estos asentamientos precarios se caracterizan por pagar las tarifas más altas y 
recibir agua de dudosa calidad y en menor cantidad (Oficina del Alto Comisiona-
do de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos [OACNUDH], 2011). Por 
lo tanto, “el rezago en la cobertura universal de agua potable y saneamiento en 
México es uno de los indicadores más claros de desigualdad, discriminación y 
exclusión social” (Rabasa y Medina, 2021, p. 3).

Además, las personas que viven en asentamientos precarios experimentan una 
desigualdad que se puede clasificar de diversos tipos. Por ejemplo, Urquieta y 
Botton (2020) —en su tipología de desigualdades en el servicio urbano del agua— 
mencionan que las personas que se encuentran “fuera de la red” sufren la pena-
lización de la pobreza y de las desigualdades cruzadas: vertical (ingresos), hori-
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zontal (entre grupos sociales) y espacial (por ubicación). La desigualdad vertical 
se basa en la falta de capacidad de las personas para acceder a un precio justo 
del agua. La horizontal se refiere a la oportunidad de obtener agua o no por las 
relaciones sociales que han establecido dentro de su espacio, mientras que la 
espacial tiene que ver con la ubicación en el territorio y por las dificultades para 
acceder de forma segura al agua debido a la altura y a cuestiones topográficas.

En el caso del municipio de Tuxtla Gutiérrez, este ha experimentado un crecimien-
to poblacional pronunciado en los últimos treinta años, lo cual —sumado a una 
falta de planificación urbana—ha incrementado los asentamientos irregulares y 
reubicados en la periferia de la zona norte de la ciudad. El Relator Especial de 
las Naciones Unidas sobre el derecho al agua y al saneamiento, en su visita a la 
ciudad de Tuxtla Gutiérrez en 2017, observó que existían desigualdades en el ac-
ceso al agua en diversas colonias de la ciudad. En consecuencia, en su informe 
mencionó lo siguiente:

Los derechos humanos al agua y el saneamiento deben cumplirse y ser 
respetados y protegidos para todos los miembros de la sociedad, inde-
pendientemente de su condición social y económica y de la situación 
de su vivienda. Debe hacerse todo lo posible para oficializar los asenta-
mientos irregulares y hacer llegar los servicios de agua y saneamiento 
a esas localidades (p. 8). 

Así, las personas que habitan en los asentamientos de la periferia fueron reubica-
das por el Municipio para solucionar el problema de las invasiones a propiedad 
privada. Sin embargo, no se consideró la garantía de los servicios básicos, que 
han sido débilmente tomados en cuenta durante mucho tiempo en la planificación 
de las políticas públicas. Según el Amparo en Revisión 635/2019, la Suprema Cor-
te de Justicia sentó un precedente para que los asentamientos sean considerados 
en los censos de población del INEGI con el objetivo de abordar las problemáticas 
sociales de los asentamientos en los asuntos públicos. Sin embargo, Canto (2020) 
menciona que la experiencia ha demostrado que los precedentes jurídicos no ne-
cesariamente se traducen en cambios en políticas públicas.

Por lo tanto, considerar el proceso sociopolítico-regional del derecho humano al 
agua implica analizar el marco conceptual del surgimiento del agua como derecho 
humano y su influencia en la construcción de políticas públicas con un enfoque 
de derechos, es decir, como un bien social y cultural en lugar de como un bien 



151

económico.

Figura 1. Configuración del derecho humano al agua                                        
desde los estudios regionales

Fuente: Elaboración propia

Ahora bien, se debe tomar en cuenta que el reconocimiento del derecho humano 
al agua tiene dos implicaciones importantes: la protección de la dignidad humana 
y la aplicación de estándares internacionales en las acciones gubernamentales. 
Por lo tanto, es importante utilizar un enfoque de derechos humanos que permita 
“analizar las desigualdades que se encuentran en el centro de los problemas de 
desarrollo y corregir las prácticas discriminatorias y el injusto reparto del poder 
que obstaculizan el progreso en materia de desarrollo” (OACNUDH, 2006, p.15). 
Este enfoque permite analizar y abordar las desigualdades que persisten en la 
región.

La aplicación del enfoque de derechos humanos en políticas públicas relaciona-
das con el acceso al agua permite responder a la pregunta de cómo solucionar 
la desigualdad social (Gargarella y Courtis, 2009) generada por políticas neoli-
berales. Garza (2006) y Parsons (2007) han mencionado que la protección de 
la dignidad humana es un aspecto fundamental de las políticas públicas, y que, 
aunque los resultados no se obtengan a corto plazo, se deben plantear acciones 
progresivas. Además, las políticas públicas se consideran como “un proceso de-
cisional complejo en el que interactúan múltiples actores con el fin de resolver un 
problema público o crear resultados valiosos para el ciudadano o la comunidad. 
Este proceso se hará visible a través de diversos instrumentos y dispositivos de 
política” (Alza Barco, 2014, p. 60).
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Asimismo, es importante destacar que el enfoque basado en derechos humanos 
se centra en la “no discriminación”. Por eso, Abramovich (2006) explica lo siguien-
te:

El primer paso para otorgar poder a los sectores excluidos es reconocer 
que ellos son titulares de derechos que obligan al Estado […] se procu-
ra cambiar la lógica de los procesos de elaboración de políticas, para 
que el punto de partida no sea la existencia de personas con necesi-
dades que deben ser asistidas, sino sujetos con derecho a demandar 
determinadas prestaciones y conductas (p. 36). 

Respecto a la participación social en la creación de las políticas públicas, se debe 
trabajar en configurar una nueva geometría de poder donde todas las voces sean 
escuchadas y consideraras. En tal sentido, Canto (2010) señala: 

A la vez, el punto de partida de todo análisis de la acción política es el 
comportamiento de los sujetos sociales, los intereses que lo mueven, 
los valores que los guían y las estrategias que construyen, por lo tanto 
analizar la política de las políticas de DH requiere establecer la relación 
de los derechos con las estrategias de los actores sociales (p. 92).

La incorporación del enfoque de los derechos humanos en las políticas públicas 
debe ser el “norte” que guíe las estrategias del Estado, incluso en el contexto de 
la pandemia. Este enfoque abarca los principios y obligaciones de los Estados en 
relación con los derechos sociales, incluido el núcleo esencial del derecho huma-
no al agua, y considera a todos los individuos como sujetos de derecho.

El derecho humano al agua y el principio de no discriminación se fundamentan 
en el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en 
su artículo 2, párrafo 2 y artículo 2, así como en la Observación General n.º 15, 
que establece que la responsabilidad del Estado es trabajar hacia la igualdad en 
la práctica de los derechos humanos. Por otro lado, el derecho humano al agua y 
la participación social consideran a las personas como parte del proceso de las 
políticas públicas, con el objetivo de tomar en cuenta las condiciones locales.

Por lo tanto, la implementación del enfoque de políticas públicas para abordar la 
desigualdad bajo los principios de no discriminación y participación social es una 
oportunidad para solucionar los problemas de acceso al agua en las regiones ha-



153

bitadas por sujetos de los asentamientos reubicados.  De esta manera se puede 
reivindicar a los sectores excluidos y marginados en los espacios públicos.

La disputa por la justicia del agua de una región social

Los estudios regionales plantean un análisis a nivel regional que permite estable-
cer un punto intermedio entre procesos globales y locales que intervienen en una 
sociedad debido a las fronteras porosas entre factores endógenos y exógenos 
que intervienen en la región. El acceso al agua ha sido recientemente abordado 
desde la perspectiva de la gobernanza (Estrada, 2017) y del derecho sostenible al 
agua (Castellanos, 2020) en los estudios regionales. No obstante, se ha explorado 
poco la construcción de una región desde los estudios contemporáneos, en los 
que se ve a un territorio como el resultado de las interacciones sociales entre indi-
viduos, grupos e instituciones en una región (Pred, 1984, citado en Sagan, 2003).

Como factor exógeno, la globalización impacta en lo local y son los individuos 
quienes enfrentan las consecuencias de ello en el punto intermedio, que es la re-
gión. Al respecto, Hernández (2010) argumenta lo siguiente:

La globalización es un proceso que se experimenta diferencialmente 
en cada espacio geográfico debido al tipo e intensidad de influjo que 
reciba del exterior, el impacto se especializará en procesos productivos 
en espacios geográficos específicos que impactarán en los espacios 
sociales construidos, y como consecuencia se regionalizara el espacio 
(p. 84). 

Por lo tanto, para medir el nivel de articulación entre lo global, regional y local se 
utiliza la distribución del agua como indicador de desigualdad social. Así, las in-
terpretaciones del agua se manifestarán en la región creando relaciones de poder 
asimétricas que producen disputas. Sin embargo, aunque la desigualdad en la 
distribución del agua esté presente en diversas partes del mundo, en cada región 
se presentan enfrentamientos diferenciados que integran elementos sociales, po-
líticos, económicos y culturales de manera marcada por el espacio y el tiempo. 
El proceso sociopolítico del derecho humano al agua se manifiesta en una región 
social que disputa la justicia social2 y la justicia del agua para garantizarles el de-

2  Torrecilla y Hernández (2011) mencionan que la justicia social “se asienta sobre la convicción de que todos los 
seres humanos tienen derecho a un trato equitativo, a un apoyo para alcanzar sus derechos humanos y a una distribución 
justa de los recursos sociales” (p. 18)
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recho al acceso al agua.

La región —según Haesbaert (2010)— es un “artefacto”, ya que puede abordarse 
como creación, autohechura (“arte”) y como construcción ya producida y articula-
da (“facto”, “fato” en portugués, como “hecho”), considerada como producto-pro-
ductor de un proceso de diferenciación espacial y construida desde la actuación 
de diferentes sujetos sociales desde sus lógicas espaciales, como consecuencia 
de la exclusión socioespacial.

Por lo tanto, la región es construida por los sujetos sociales que experimentan las 
políticas del agua y han sufrido la desigualdad y la exclusión social con el obje-
tivo de visibilizar las problemáticas vividas en su lucha por la justicia tanto social 
como hídrica. Las personas con acceso limitado al agua potable que disputan el 
agua limpia y potable son el resultado de procesos históricos y lógicas políticas y 
económicas debido a que viven en una desigualdad cruzada (vertical, horizontal 
y espacial).

Esta región se resiste a las desigualdades a través de la construcción de ciuda-
danía, porque “garantizar el acceso al agua es un asunto profundamente político, 
porque encarna no solo luchas por el recurso material, sino también por el recono-
cimiento de la ciudadanía” (López, 2016, p.23). Por lo tanto, construir ciudadanía 
desde la confrontación Estado-sociedad debe ser el resultado de diferentes pro-
cesos de lucha marchados por un espacio y tiempo, “lo que explica que la cons-
trucción de ciudadanía sea diferente en cada sociedad” (Salgado, 2017, p. 161).

Conclusiones

El derecho humano al agua —aunque ha sido reconocido a nivel internacional y 
nacional— todavía enfrenta retos en cuanto a su definición y su implementación. 
La materialidad del derecho no ha sido suficiente para solucionar los problemas 
regionales y locales, lo que dificulta el acceso seguro al agua en algunos sectores 
de la población. La justicia social busca que todas las personas tengan un trato 
equitativo y una distribución justa del agua. De manera similar, la justicia hídrica se 
ha enfrentado a una visión del agua desde la lógica del mercado, lo que dificulta 
el reconocimiento de los sujetos de derecho, ya que las personas no deberían ser 
consideradas como consumidores/clientes o beneficiarios. Por lo tanto, el enfoque 
de derechos humanos propone cambiar estas lógicas y fomentar una visión del 
agua más justa en lo social y cultural.
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El agua es un recurso que contiene una geometría de poder desigual, cuya eviden-
cia se encuentra en la confrontación entre el Estado y la sociedad, especialmente 
con los actores sociales excluidos que buscan una reivindicación en los proble-
mas públicos para evitar la discriminación y aumentar la participación social. El 
enfoque de derechos humanos busca corregir las prácticas discriminatorias y el 
injusto reparto del poder, cuyo reto es para el Estado y para todos los niveles de 
gobierno.

Este trabajo es una aproximación a un análisis espacial de zonas periféricas que 
han sido excluidas de la red de distribución del agua municipal como consecuen-
cia de la urbanización, lo que provoca relaciones de poder desiguales. Estas re-
laciones de poder asimétricas se dan en el marco de políticas públicas que son 
activadas por el Estado y resentidas por la sociedad.
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